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INTRODUCCIÓN

1. Presentación del proyecto

Las instituciones locales y autonómicas se han afirmado en los últimos años como importantes actores de la coope-
ración internacional para el desarrollo. 

La administración autonómica y local, por su cercanía a la población y por su vertebrada presencia en el territorio, 
son los niveles más adecuados para realizar esta tarea en el mismo, en colaboración con otros actores presentes en 
el territorio como las asociaciones y las Organizaciones No Gubernamentales para el Desarrollo, desde ahora ONGD. 
Estos actores contribuyen a la cooperación no solo con recursos económicos sino también con conocimientos y ex-
periencias relevantes. 

Para conseguir que las inversiones de los gobiernos autonómicos y locales españoles para la lucha contra la po-
breza en España y en el mundo, tengan el máximo impacto, hace falta que los políticos, funcionarios y el resto de 
empleados autonómicos y locales estén debidamente formados y conozcan profundamente las realidades con que 
se relacionan y los contextos en los cuales van a trabajar, al objeto de efectuar una interpretación de las normas y 
procedimientos más acorde con la finalidad de las mismas. No debemos olvidar uno de los criterios interpretativos 
de las normas a que se refiere nuestro Código Civil, la interpretación finalista. Con este mejor conocimiento tanto de 
las normas como de los principios, se promoverá una mayor implicación personal, profesional e institucional, que se 
traducirá  en mayor calidad y eficacia de la cooperación.

La limitada oferta de educación para el desarrollo y capacitación para la gestión de la cooperación, dirigida a los políticos, 
funcionarios y personal laboral de la administración local y autonómica, hace que los responsables de la gestión en los 
entes locales y autonómicos tengan un incompleto conocimiento de los contextos locales donde se realizan las inicia-
tivas de cooperación al desarrollo y no cuenten con información suficiente sobre el funcionamiento de los proyectos de 
cooperación al desarrollo, lo que genera alguna dificultad a la hora de aplicar a aquella gestión la legislación interna. 

Por ello, las normativas y los procedimientos adoptados por los actores de la cooperación descentralizada para la con-
cesión, ejecución y justificación de las ayudas a la cooperación al desarrollo así como para la ejecución de iniciativas de 
cooperación directa para el desarrollo, frecuentemente no favorecen la eficiencia, la eficacia y el impacto de los proyectos 
financiados, limitando su potencial y dificultando la labor tanto de los órganos de gestión de las propias instituciones 
como la de las organizaciones a las que se conceden las subvenciones de cooperación al desarrollo (entre otras, las ONGD).
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Los interventores locales y autonómicos y los secretarios de la administración local, junto con el personal de los 
departamentos de cooperación que existen en algunos municipios y en las administraciones autonómicas, son un 
colectivo clave en la gestión de las ayudas a la cooperación al desarrollo en sus respectivas instituciones ya que influ-
yen en la definición de los reglamentos y bases que rigen la concesión, ejecución y justificación de las subvenciones 
para los proyectos de cooperación al desarrollo. 

La Fundación MUSOL, en colaboración con el Colegio de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administración 
Local (COSITAL), pretende mediante el presente documento promover un mejor conocimiento del sector de la coo-
peración al desarrollo por parte de los interventores autonómicos y los secretarios e interventores de la administra-
ción local extremeña contribuyendo a la mejora del desempeño de la cooperación descentralizada.

Para ello en el presente estudio la Fundación MUSOL y COSITAL se centrarán en los aspectos de mayor interés para 
lograr estos objetivos, es decir una gestión jurídica, administrativa y económica ágil de las subvenciones para proyec-
tos de cooperación para el desarrollo.

La Fundación MUSOL identificó esta necesidad a partir de su historial de trabajo con las administraciones locales y 
autonómicas en España y en Extremadura y en colaboración con colectivos representativos de grupos profesionales 
fundamentales para el mundo municipal (COSITAL España y los colegios territoriales) confirmando la necesidad de 
mejorar la oferta formativa en temas relacionados con la cooperación al desarrollo, dirigida a expertos, funcionarios y 
personal laboral de la administración local y autonómica española, ya que este colectivo se encuentra ordinariamen-
te alejado de las temáticas del desarrollo. 

La iniciativa se difundirá ampliamente a través de COSITAL que, además, pretende incluirlo en su oferta formativa 
habitual, por tanto su difusión tendrá alcance estatal.

La elaboración del presente manual es una actividad enmarcada en el proyecto “Sensibilización y formación de 
secretarios e interventores de la administración local y autonómica extremeña, para la mejora del desempeño de la 
cooperación descentralizada de Extremadura” financiado por la Junta de Extremadura. 

El objetivo del proyecto citado es promover y ampliar el conocimiento de la gestión de la cooperación descentrali-
zada para el desarrollo por parte de los interventores de la Junta de Extremadura y los secretarios e interventores de 
la Administración Local extremeña. 

A continuación se detalla el árbol de objetivos del proyecto:
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Este manual pretende ser un estudio pedagógico comparado de las normativas autonómicas y municipales que rigen 
en España la acción de los principales actores de la cooperación descentralizada para el desarrollo, que sirva para 
proporcionar a los interventores de la Junta de Extremadura y a los secretarios e interventores de la administración 
local extremeña, y del resto de España, materiales específicos formativos e informativos sobre distintas opciones 
de gestión económica y administrativa de la cooperación descentralizada para el desarrollo, que analicen de forma 
comparada las normativas de los principales actores de la cooperación descentralizada en España identificando las 
modalidades más aptas para asegurar la eficacia y el impacto de las iniciativas de cooperación en el desarrollo de las 
poblaciones destinatarias. 

Este estudio será utilizado como material pedagógico en el curso de formación previsto por el proyecto y en otros 
futuros y tendrá alcance estatal, por ello sus conclusiones serán de carácter general.

Este manual pretende contribuir a mejorar el marco normativo de la cooperación descentralizada extremeña para el 
desarrollo y a orientar sobre el modelo de gestión y administración de la cooperación descentralizada más adecua-
do para asegurar el control y la fiscalización de los proyectos financiados, simplificar los procedimientos de gestión 
administrativa y presupuestaria y asegurar la eficacia y el impacto en el desarrollo de las poblaciones beneficiarias. 
Si la finalidad perseguida siempre ha sido necesaria, la profunda crisis económica que ha reducido fuertemente los 
recursos que destinan todas las administraciones a la cooperación ahora resulta imprescindible. Los escasos recursos 
han de ser gestionados del modo más eficiente.

Mientras se redacta este documento ha entrado en vigor la Ley 27/2013 de 27 de diciembre de racionalización y soste-
nibilidad de la Administración Local, que ha modificado profundamente el régimen jurídico local establecido por la Ley 
7/1985 de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local, afectando singularmente a las competencias de los 
entes locales, entre las que hasta ahora se encontraba sin duda alguna la Cooperación Internacional para el Desarrollo. 
Así resultaba de la fórmula general del artículo 25.1 de la Ley 7/1985 de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen 
Local (en adelante LRBRL) y de la LCID. El nuevo sistema de distribución competencial formulado genéricamente por 
el modificado artículo 7 y detalladamente por las modificaciones de los artículos 25 y siguientes de la LRBRL, unido al 
contenido de la restrictiva Ley orgánica 2/2012, de 27 de abril de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, 
limitarán sin duda los recursos y en algunas interpretaciones podrían afectar a la capacidad de intervención de los entes 
locales en este campo. Los operadores jurídicos deberán interpretar estos preceptos para concluir si las atribuciones 
efectuadas a los municipios por leyes anteriores, como es el caso de la LCID y las de las respectivas comunidades autó-
nomas están vigentes, han sido derogadas o han sido afectadas y en qué grado, por la modificación. En cualquier caso 
esta es una de las primeras incógnitas que habrá que resolver respecto a la capacidad de los entes locales y su papel en 
la Cooperación después de la ley, en este documento más adelante se incluirá una primera contribución destinada a 
aclarar la cuestión. Y todo ello pese a que las leyes de las comunidades autónomas de cooperación internacional para 
el desarrollo, parten del reconocimiento de las entidades locales como actores de la Cooperación Internacional para 
el Desarrollo y por lo tanto que son competentes en la materia, y prevén en su articulado relaciones de coordinación y 
colaboración, directamente y a través de sus organizaciones asociativas con la propia Comunidad y con el Estado.

La modificación efectuada por la Ley de Régimen Local, no ha afectado a las comunidades autónomas, cuya práctica 
totalidad, han asumido la competencia en materia de Cooperación Internacional para el Desarrollo en sus respectivas 
leyes autonómicas. 

Este trabajo hará también una breve referencia a la modalidad de gestión directa de la cooperación y a los nuevos 
mecanismos de financiación del desarrollo basados en alianzas público-privadas. Ya que este tema no es objeto 
específico del presente proyecto, se incluirán únicamente breves referencias a ello, recomendando que se estudie la 
viabilidad y oportunidad de la adaptación al contexto extremeño y español de dichas modalidades de colaboración 
público-privada. 
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2. Descripción del equipo autor del estudio

Rafael Salgado Gimeno, Interventor General del Ayuntamiento de Valladolid, Secretario de Administración local 
categoría superior. Experto en la Administración Local de Diwaniyah (Irak). Experto en el Proyecto de MUNICIPIO de 
Paraguay de la Agencia Española de Cooperación Internacional. Publicaciones, entre otras: “Teoría y Práctica para 
la Gestión de los Servicios Locales” EL CONSULTOR 2010, autor del Capítulo referente a Fundaciones. Partícipe del 
Curso de Cooperación Internacional al Desarrollo (MUSOL-Instituto para la Cooperación y el Desarrollo Humano de la 
Universidad Camilo José Cela).

Rafael García Matíes, Secretario General del Ayuntamiento de l’Eliana (Valencia), Secretario de Administración Local 
categoría superior. Funcionario del Cuerpo Superior Grupo A de la Generalitat Valenciana, Postgrado de Cooperación 
Internacional al Desarrollo (Universidad de Valencia 2010-2011). Abogado del Ilte. Colegio Oficial de Abogados de 
Valencia. Presidente de la Fundación MUSOL. (Municipalistas por la Solidaridad y el Fortalecimiento Institucional). 
Ha formulado y coordinado la ejecución de proyectos de fortalecimiento institucional en Colombia, Perú, Bolivia, 
Guatemala, Paraguay y Chile. 

Francesco Filippi, licenciado en ciencias y técnicas de la interculturalidad, especialización en cooperación para el 
desarrollo (Universidad de Trieste, Italia, 2005). Postgrado en Gestión y Dirección de organizaciones no lucrativas (ESA-
DE-Business School, Barcelona, 2008). Máster en gestión de la calidad en los servicios (Universidad de Valencia, 2014). 
Director del área de proyectos y fortalecimiento institucional de la Fundación MUSOL desde 2008.

3. El marco normativo general

El marco normativo en materia de en materia de cooperación internacional para el desarrollo, desde ahora 
CD, dentro del ámbito estatal está configurado fundamentalmente por:

a)	 Ley 23/1998 de 7 de julio de Cooperación Internacional para el Desarrollo, desde ahora LCID.

b)	 Los Planes Directores de Cooperación Internacional.

c)	 Ley 38/2003 de 17 de noviembre General de Subvenciones, desde ahora LGS. Y su Reglamento.

d)	 Real Decreto 794/2010 de 16 de junio por el que se regulan las subvenciones y ayudas en el ámbito de la 
cooperación internacional y que desarrolla la disposición adicional décimo octava de la LGS.

e)	 Y, obviamente, las Leyes de Cooperación Internacional para el Desarrollo de cada una de las comunidades 
autónomas, objeto del análisis presentado en el capítulo 1.

a)	 La Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Esta ley considera que la cooperación internacional para el desarrollo (CD) y la lucha contra la pobreza forman parte 
sustancial de la política exterior del Gobierno. Reconociendo la multiplicidad de agentes que participan en las políti-
cas de cooperación: países receptores, ONGD… las Administraciones Autonómicas y la Administración Local.

Define a la CD que se realice por las comunidades autónomas y las entidades locales, como la expresión solidaria de sus 
respectivas sociedades, basada en los principios de autonomía presupuestaria y autorresponsabilidad en su desarrollo y eje-
cución, debiendo respetar las líneas generales y directrices básicas establecidas en materia de CD por el Congreso de los Di-
putados y el principio de colaboración entre Administraciones públicas en cuanto al acceso y participación de la información, 
y máximo aprovechamiento de los recursos públicos. Esta declaración general, que supuso la primera referencia explícita a 
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la competencia, de los entes locales en la Cooperación Internacional para el Desarrollo, deberá ser puesta en relación con 
la actual redacción de los artículos 7 y 25 de la LRBRL, en el sentido de entender que se trata de una competencia propia o 
bien que estamos en una competencia distinta de la propia y de las delegadas. Como una primera aproximación, es posible 
entender que la Cooperación Internacional para el Desarrollo continúa siendo una competencia propia municipal al no 
contradecir la redacción efectuada por la Ley 27/2013 citada, porque la LCID la somete a la financiación en sus propios pre-
supuestos, en los que obviamente habrá de contemplarse los principios de la Ley de Estabilidad Presupuestaria, porque ya 
la somete a líneas generales y directrices del Congreso, y el principio de colaboración entre Administraciones Públicas, con lo 
que no puede considerarse duplicada por la del Estado. Con lo que, cumpliendo estas condiciones se está ya afirmando que 
no se incurre en un supuesto de ejecución simultanea del mismo servicio público. Es cierto que la cooperación forma parte 
de la política exterior del Gobierno (“La política de cooperación internacional para el desarrollo es parte de la acción exterior 
del Estado y se basa en el principio de unidad de acción del Estado en el exterior”, artículo 1 de la LCID) pero no lo es menos 
que la cooperación local (municipal y provincial) y de las comunidades autónomas, sólo es política exterior en cuanto que 
se integre en los principios y directrices del Congreso y del Gobierno y se realice en colaboración con este último, ya que en 
otro caso es solo expresión de la solidaridad ciudadana (como dice la LCID: “expresión solidaria de sus sociedades”). 

b)	 Plan Director de Cooperación Internacional 2013-2016.

En lo que se refiere a comunidades autónomas y Entes Locales, este IV Plan Director contempla que en sus primeros 
años de vigencia, con base a un diálogo con el sector y tomando en cuenta sus posicionamientos (entre otros, el 
documento “Contribuciones de la Coordinadora de ONGD al IV Plan Director” de 2012), se establecerá una estrategia 
de colaboración con las ONGD que incorpore nuevos mecanismos de financiación actuales (no solo AECID, también 
CCAA y EELL) y el análisis de posibles mejoras y diseño de instrumentos novedosos que respondan de manera eficaz.

El Plan Director reconoce también que la FEMP tiene entre sus objetivos participar activamente en la planificación 
de las estrategias políticas de la Cooperación Española, fomentando las relaciones con instituciones nacionales e 
internacionales, al objeto de mejorar la coordinación de todas aquellas actuaciones de interés para la política exterior 
de nuestro país y el apoyo de la cooperación descentralizada pública local para que optimice los recursos de las enti-
dades donantes aludiendo a los principios de la Declaración de París y en busca de la armonización.

Por otra parte se reconoce el papel de las comunidades autónomas, entidades locales, universidades, centros edu-
cativos, ONGD, sector privado y otros actores de la cooperación descentralizada, que tienen una posición privilegiada 
como agentes de educación para el desarrollo desde su proximidad a la ciudadanía. Por ello, dice, “se mantendrán y 
fortalecerán los espacios de trabajo conjunto y de coordinación de actores de la educación para el desarrollo”. 

En lo que se refiere a la mejora en la trasparecían el Plan, reconoce a la FEMP dentro del ámbito de las Entidades locales.

Por tanto este Plan Director, en la materia que nos afecta, aboga por un impulso en la coordinación y cooperación con 
la CD descentralizada. Se destaca en materia de transparencia y en educación para el desarrollo, el trabajo realizado y 
el papel de nuestras comunidades autónomas y Entidades locales por su cercanía al ciudadano.

c)	 La Ley General de Subvenciones (LGS).

La LGS tiene por objeto, la regulación del régimen jurídico general de las subvenciones otorgadas por las Administra-
ciones públicas: Administración General del Estado, Administración Local y Administraciones Autonómicas.

Entendiendo por subvención, toda disposición dineraria (se excluyen por tanto las ayudas en especie) realizada por 
cualesquiera de las Administraciones, a favor de personas públicas o privadas, y que cumpla los siguientes requisitos:

•	 Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios.

•	 Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la rea-
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lización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o la 
concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario cumplir las obligaciones materiales y formales que se 
hubieran establecido.

•	 Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada, tenga por objeto el fomento de una actividad de 
utilidad pública, interés social o de promoción de una finalidad pública.

Si bien esta ley tiene un carácter general, y establece un régimen jurídico único para todas las subvenciones públicas, 
la propia LGS en su Disposición Adicional 18ª, reconoce unas peculiaridades de las subvenciones en materia de CD, en 
cuanto son medidas que están dentro de la política exterior del Estado o por ser incompatibles los principios de la ley 
a la propia naturaleza u objetivos de las mismas, así dispone que “el Gobierno aprobará por Real Decreto las normas 
especiales reguladoras de las subvenciones de cooperación, que se adecuará con carácter general a lo establecido 
en esta ley salvo que deban exceptuarse los principios de publicidad o concurrencia u otros aspectos del régimen 
de control, reintegros o sanciones, en la medida en que las subvenciones sean desarrollo de la política exterior del 
Gobierno y resulten incompatibles con la naturaleza o los destinatarios de las mismas”.

Peculiaridades que son recogidas por el Real Decreto que la desarrolla, que pasamos a analizar.

d) Real Decreto 794/2010 de 16 de junio por el que se regulan las subvenciones y ayudas de cooperación 
internacional.

Recordemos que la disposición adicional décimo octava de la LGS establece que “1. El Gobierno aprobará por Real 
Decreto, a propuesta conjunta de los Ministerios de Asuntos Exteriores y de Hacienda, las normas especiales regu-
ladoras de las subvenciones de cooperación internacional. 2. Dicha regulación se adecuará con carácter general a 
lo establecido en esta ley salvo que deban exceptuarse los principios de publicidad o concurrencia u otros aspectos 
del régimen de control, reintegros o sanciones, en la medida en que las subvenciones sean desarrollo de la política 
exterior del Gobierno y resulten incompatibles con la naturaleza o los destinatarios de las mismas.”

El Real Decreto 794/2010, desde ahora RD, se promulga en desarrollo de la antedicha Disposición Adicional 18ª, esta-
bleciendo en su art. 1, que tiene por objeto la regulación de las subvenciones y ayudas en el ámbito de la cooperación 
internacional de la Administración del Estado, desde ahora AGE. (Administración General del Estado): “El presente 
Real Decreto tiene por objeto la regulación de las subvenciones y ayudas en el ámbito de la cooperación internacio-
nal otorgadas por la Administración del Estado”.

El RD se refiere a la AGE sin embargo, al tratarse de un desarrollo reglamentario de la LGS, ley que es de aplicación a las 
administraciones local y autonómica conforme al artículo 3 de la misma, entendemos que estamos ante un desarrollo 
reglamentario aplicable a estas también, cuanto menos con carácter supletorio a las entidades locales, pese a la remi-
sión a la AGE de ese artículo, salvo que la comunidad autónoma haya regulado en concreto alguna de las materias o que 
las propias bases de las convocatorias Autonómicas o locales establezcan otra cosa. En este sentido el artículo 150.3 de la 
Constitución señala que “El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las comunidades autónomas”.

No serían de aplicación inicialmente a las comunidades autónomas y a las entidades locales, por la propia naturaleza 
de las normas, las excepciones a los principios de publicidad o concurrencia, control, etc, que se contienen en el RD 
que tengan como causa el desarrollo de la política exterior, es decir el Titulo I, porque tal y como establece el artículo 
3 de la LCID, “La política de cooperación internacional para el desarrollo es parte de la acción exterior del Estado y se 
basa en el principio de unidad de acción del Estado en el exterior”, y la cooperación de las entidades locales y las co-
munidades autónomas, no es parte de la política exterior, sino como ya hemos señalado, de la acción exterior cuando 
responde a los principios de la LCID. Entendemos que en el marco de los acuerdos a que se refiere la disposición 
adicional primera del RD, que se reproduce más abajo, sería posible también excluir de la publicidad y concurrencia, 
algunas acciones, que por la vía del convenio se integren en la política exterior del Estado, aunque el papel autonó-
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mico y local sería de colaborador. Y ello sin el perjuicio de incluir la capacidad de subvenciones nominativas en los 
respectivos presupuestos generales de cada entidad, en cuyo caso no se precisa de la publicidad. 

La disposición adicional primera de este RD establece que “Acuerdos con comunidades autónomas y entes locales. 
En cumplimiento de la Declaración de París sobre la eficacia de la ayuda al desarrollo y de acuerdo con el mandato 
del artículo 20 de la Ley 23/1998, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación promoverá la formalización 
de acuerdos para el desarrollo de normativas convergentes con las comunidades autónomas y con los entes locales o 
con las asociaciones de estos, de ámbito estatal o autonómico, previstas en las disposiciones adicionales quinta y de-
cimotercera de la ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, en el marco de sus respectivas competencias 
y de acuerdo con lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, su Reglamento 
general de desarrollo y este Real Decreto”.

La existencia en el ámbito local de tantos actores de la Cooperación, dotados de autonomía para la gestión de la 
Cooperación y que pueden dictar sus propias normas, genera la existencia de multitud de bases, procedimientos y 
normas, que por la vía de esta disposición, se trataba de homologar y en ese sentido ha habido importantes trabajos 
y proyectos efectuados tanto por la AECID como por la FEMP, tales como el “Informe de recomendaciones para la 
elaboración de las bases reguladoras de las subvenciones en materia de Cooperación al Desarrollo otorgadas por las 
entidades locales” y el “Manual de gestión de la cooperación para el desarrollo de los gobiernos locales” (disponibles 
en la página web de la FEMP, http://www.femp.es).

Por la vía de los acuerdos a que se refiere esta disposición, la cooperación de todas las administraciones convergería y 
en consecuencia, como se ha señalado, podría ser de aplicación el RD 794/2010 en su practica totalidad, además de 
que por esta vía entendemos que en virtud de lo establecido en el artículo 20 de la LCID, la cooperación local o auto-
nómica podría considerarse incluida o integrada en la política exterior del Estado. Para ello se trataría de coordinar las 
políticas de todas las administraciones publicas, de modo que la Administración del Estado diseñe las grandes líneas 
e indique las prioridades territoriales y sectoriales, e incluyera mediante las oportunas negociaciones con los actores 
implicados las acciones autonómicas y locales en su planificación. El contenido del convenio podría hacerlo, aunque 
en principio se refiera solo a normativa. 

A falta de convenio que aproxime la normativa estatal a la de los entes locales y autonómicos, entendemos que: 

a) el RD 794/2010 es aplicable a las Administraciones locales y autonómicas, cuanto menos supletoriamente. Singu-
larmente sus principios deberán ser recogidos en las bases y normativa que aprueben, salvo en lo que se refiere a las 
excepciones a los principios de concurrencia y resto a que se refiere su título I. Estas excepciones podrán ser también 
aplicables cuando las actividades formen parte de la política exterior del Estado, lo cual se producirá cuando exista el 
acuerdo a que se refiere la disposición adicional primera y en los términos en que el Gobierno lo apruebe. Integradas 
las actuaciones en el marco de la política exterior, la coordinación correspondería al Estado y las entidades locales.
Las comunidades autónomas ejecutarían sus políticas en los términos acordados y bajo la coordinación del Estado. 

Aún cuando no pueda compartirse la interpretación que hacemos aquí, el RD, en cualquier caso, define un marco que 
puede servir como referencia para las comunidades autónomas y entidades locales, que puede completarse con las 
normas de gestión, seguimiento y justificación de convenios y proyectos de ONGD y de acciones de cooperación para 
el desarrollo, que puede consultarse en la página web de la AECID (www.aecid.es). 

Consideramos conveniente referirnos a alguno de los aspectos del RD, examinando este apartado, pueden ser más 
cercanos a las políticas autonómicas y locales en materia de CID, al ser las subvenciones y ayudas de CID, concedidas 
bajo el principio de publicidad y concurrencias; la fórmula óptima para la implicación del tercer sector en la conse-
cución de los objetivos marcados, en el ámbito de la Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD). Lo cual, como se ha señalado, 
no excluye que puedan concederse subvenciones directamente sin publicidad ni concurrencia nominativamente en 
el presupuesto, tal y como autoriza el artículo 22.2.y 28 de la LGS. 
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Este marco que configura el RD para la concesión de ayudas y subvenciones tiene la consideración de bases reguladoras 
generales de las subvenciones y ayudas de CD. Dichas bases definen las actuaciones que son propias de la CD, y se esta-
blecen reglas propias y especiales para la gestión, justificación, control, reintegro y sanciones dentro del ámbito de la LGS.

Pasamos a estudiar los principales aspectos reguladores recogidos por el RD de las subvenciones y ayudas de coope-
ración internacional para el desarrollo sometidas a los principios de publicidad y concurrencia en cuanto nos pueden 
servir de referencia, para las bases de las CCAA y los entes locales.

El objeto de estas subvenciones puede ser: 

•	 Las actuaciones a realizar en países receptores de ayuda oficial al desarrollo, relativas a acción humanitaria, 
cooperación al desarrollo o acciones vinculadas al codesarrollo.

•	 Las actuaciones a realizar en España cuando los beneficiarios últimos de la actividad procedan de países 
receptores de ayuda oficial al desarrollo y se encuentren insertos en algún programa o proyecto para el 
impulso del desarrollo de sus países de origen.

•	 Las actividades de sensibilización y educación para el desarrollo, investigación y estudios para el desarrollo 
que se ejecuten en España.

Por tanto están recogidas todas las actuaciones realizadas en países receptores de AOD relativas a acción humanitaria, o 
cooperación al desarrollo o acciones vinculadas al codesarrollo, tanto dentro de España como en el exterior. Así como las 
acciones de sensibilización y educación, investigación y estudios, para el desarrollo que también se ejecuten en nuestro país.

Su marco jurídico

Estas subvenciones y ayudas se rigen:

•	 Por la LGS y su Reglamento.

•	 Por las bases reguladoras.

•	 Por su convocatoria.

Y en el caso de las comunidades autónomas y corporaciones locales el presente RD (el 794/2010) será de aplicación, 
como se ha dicho cuanto menos supletoriamente, cuando no se hayan formalizado los acuerdos para el desarrollo de 
normativas convergentes que contempla la antedicha Disposición Adicional primera.

Modalidades: 

Las ayudas a programas, proyectos o actividades de CD pueden adoptar alguna de las modalidades siguientes:

•	 Subvenciones

•	 Ayudas en especie (que como hemos indicado anteriormente de conformidad con la LGS no tendrían la 
naturaleza de subvención y no les sería de aplicación aquella ley).

•	 Y una combinación de las dos anteriores.

Si bien, adelantamos que en ninguna de las bases estudiadas se contemplan las ayudas en especie, aun cuando la 
especie constituye en muchos casos el contenido del aporte de los socios locales. Se establece, en muchas de las 
bases, cual o cuales son los aportes admitidos a realizar por el solicitante o los socios locales como aportación en 
especie o valorizada.

Beneficiarios: 

Pueden ser beneficiarios tanto las personas físicas, como las personas jurídicas públicas o privadas ya sean españolas 
o extranjeras que tengan como objeto la CD. También pueden ser beneficiarias las agrupaciones, tanto de personas 
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físicas como jurídicas, sin personalidad jurídica que cumpliendo los requisitos en las correspondientes bases regula-
doras hayan firmado un convenio y designado a uno de los miembros como representante de la agrupación.

El beneficiario será el responsable de su ejecución y correcta justificación ante el órgano concedente, aunque se haya rea-
lizado por un socio local. En el caso de las agrupaciones lo será el que la encabece, sin perjuicio de las acciones entre ellos. 

Principios rectores: Estas subvenciones se concederán de acuerdo con la LGS y sus bases y en todo caso cumplirán 
los principios de:

•	 Publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación.

•	 Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados por la Administración otorgante.

•	 Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos

Se añade por tanto los principios de eficacia y eficiencia de gran relevancia desde los últimos congresos en la gestión 
de la CD.

Pago: 

Se establece como norma general el pago anticipado sin necesidad de constitución de garantía, salvo que las bases o 
la resolución de la concesión disponga lo contrario.

En los supuestos de pagos sucesivos, se podrá condicionar las siguientes percepciones al cumplimiento de los requi-
sitos, que se hayan establecido en la resolución de la concesión o la justificación de la parte previamente realizada, 
en cuyo caso la base reguladora de desarrollo de la subvención podrá determinar un porcentaje de ejecución a partir 
del cual podrá solicitarse el pago.

Ejecución: 

La resolución de la convocatoria deberá especificar el momento desde que se permite el inicio de la actividad y los 
plazos admisibles de imputación del gasto y pago.

El plazo de ejecución de la actividad podrá ser ampliado sin necesidad de autorización previa hasta un máximo de 
seis meses, si bien se deberá notificar previamente a la expiración del plazo al órgano gestor y entendiéndose auto-
máticamente ampliado.

La ejecución total o parcial podrá realizarse por el socio local o contraparte y no tiene la consideración de subcontra-
tación a los efectos del art. 29 LGS que regula la subcontratación de la actividad subvencionada por los beneficiarios 
que no podrá superar el 50 por 100 de la actividad subvencionada, salvo que las bases establezcan otro porcentaje), 
si bien esta contraparte deberá figurar en el proyecto o propuesta de actuación

Financiación: 

Se admite la cofinanciación con otras subvenciones siempre que su totalidad no supere el coste real de la actividad 
subvencionada.

Los rendimientos financieros que generen los fondos librados a los beneficiarios incrementarán el importe de la 
subvención y se aplicarán exclusivamente a la financiación de gastos directos de la actividad subvencionada, siempre 
que el beneficiario no sea una Administración Pública.

Cuando se haya cumplido plenamente los objetivos para los que fue concedida la subvención o ayuda, por una utili-
zación eficiente de los recursos, los remanentes no invertidos incluídos sus rendimientos financieros, podrán-previa 
autorización del organo concedente-ser utilizados en la misma actividad u otra análoga que sean financiadas por 
alguna subvención o ayuda que se esté ejecutando por el beneficiario.
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Justificación: 

Medios y plazos: Los gastos se pueden justificar mediante facturas, recibos, tiques y demás documentos de valor pro-
batorio en el tráfico mercantil o con eficacia administrativa en el lugar de realización del negocio jurídico, en original o 
fotocopia compulsada o legalizada, en los términos establecidos en la normativa reguladora de la subvención y ayuda. 
Debiendo esta documentación original justificativa del gasto ser estampillada acreditando el origen de la financiación. 
La normativa reguladora de la subvención indicará los gastos que pueden ser acreditados por vía electrónica.

Se podrá autorizar el uso de recibos cuando sea autorizado previamente por el órgano concedente. La solicitud de 
autorización debe referirse al montante y al objeto. No será necesaria esta autorización cuando en el país de origen 
los perceptores no estén obligados a emitir factura, lo que deberá acreditarse mediante la presentación de la corres-
pondiente norma o documento oficial expedido por un órgano de representación de España (informe de la Embajada, 
Consulado u OTC (Oficina Técnica de Cooperación).

Si el beneficiario es una entidad española o con capacidad de obrar en España, la documentación requerida durante 
la ejecución podrá ser con carácter provisional copia simple o digitalizada, con declaración responsable de su corres-
pondencia con los originales, indicándose el lugar donde se encuentra y el compromiso de presentar sus originales o 
copias compulsadas cuando sean requeridos.

Otra modalidad de justificante es la Certificación de Ejecución de la Actividad, por el que la Administración con-
cedente certifica que se ha llevado a cabo la ejecución de una actividad, que se había presupuestado y aprobado 
previamente. Y se podrá emplear este tipo de justificante, entre otros, para cursos de capacitación, formación o di-
vulgación, gastos en infraestructuras y construcción, trabajos que se realicen por la propia entidad subvencionada o 
la contraparte, utilizando medios materiales y personales habituales, pero de forma diferenciada, y aplicable a costes 
directos de ejecución, no imputables a la financiación aportada por la contraparte. 

El plazo de justificación será de tres meses desde la fecha de finalización de la actuación subvencionada, y si se re-
quiere informe de auditor de cuentas y/o evaluación técnica el plazo se amplía a seis meses.

Si la actuación ha sido en el extranjero habrá un plazo de 45 días para la subsanación.

Los costes indirectos contemplados en el proyecto aprobado no precisarán justificación, lo cual no significa que no 
deban estar destinados a las finalidades previstas y justificados contablemente.

El procedimiento de justificación se regirá por la LGS y su Reglamento, y podrá ser mediante:

•	 Cuenta justificativa con aportación del justificante del gasto o

•	 Cuenta justificativa con aportación del informe del auditor de cuentas, 

•	 Mediante la presentación de estados de contables o mediante la combinación de varios de ellos

En todo caso la justificación de la subvención estará integrada por:

•	 Una memoria técnica que especificará los objetivos alcanzados, los resultados obtenidos y las actividades 
realizadas

•	 Justificación económica que comprenderá la documentación que justifique los gastos.

El régimen de control, reintegro y sanciones: 

Hay una remisión general a la LGS. Si bien si se produce un incumplimiento parcial por haberse producido circunstan-
cias excepcionales debidamente acreditadas (desastres naturales , enfrentamientos armados…) que dificulten o im-
posibiliten su ejecución total, el reintegro o la pérdida del derecho de cobro no afectará a las cantidades empleadas 
en los objetivos cumplidos.
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CAPÍTULO 1

ANÁLISIS DE LA NORMATIVA DE CUATRO MODELOS DE GESTIÓN 
INDIRECTA DE COOPERACIÓN DE LAS COMUNIDADES DE 
EXTREMADURA, CASTILLA Y LEÓN, COMUNIDAD VALENCIANA  
Y COMUNIDAD DE MADRID

Autor: Rafael Salgado Gimeno

1.1 La Legislación autonómica de las ayudas en materia de cooperación para el desarrollo de 
las CCAA de Extremadura, Castilla y León, Comunidad Valenciana y Comunidad de Madrid.

Desde la aprobación de la Ley 23/1998 de 7 de julio de Cooperación Internacional de Desarrollo todas las comunida-

des autónomas han aprobado su legislación en materia de CD, 

Se aprecian peculiaridades organizativas de las Comunidades en el ámbito de la CD, pasamos a analizar la normativa 

de las comunidades de Extremadura, Castilla y León, Comunidad Valenciana y la Comunidad de Madrid.

El marco jurídico de estas CCAA está configurado:

•	 En Castilla y León: Ley 9/2006 de 10 de octubre de Cooperación al Desarrollo de Castilla y León, desde ahora 

LCIDCYL

•	 En Extremadura: Ley 1/2003 de 27 de febrero de Cooperación al Desarrollo de Extremadura, desde ahora 

LCIDEx.

•	 En la Comunidad Valenciana: La Ley 6/2007 de 9 de febrero de la Generalitat de la Cooperación al Desarro-

llo de la Comunidad Valenciana, desde ahora LCIDCV.

•	 En Madrid: La Ley 13/1999, de 29 de abril, de Cooperación para el Desarrollo de la Comunidad de Madrid, 

desde ahora LCIDCM
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Estructura de la legislación autonómica en materia de CD.

La estructura de la normativa de cada una de las comunidades autónomas examinadas es la siguiente:

Ley 1/2003 de 27 de febrero de Cooperación al Desarrollo de Extremadura

Se estructura:

•	 Capítulo I. Principios rectores, ámbito de aplicación, prioridades y áreas preferentes de actuación de la coo-
peración extremeña para el desarrollo.

•	 Capítulo II. Planificación, modalidades, instrumentos, evaluación, seguimiento, control y coordinación de la 
cooperación extremeña al desarrollo.

•	 Capítulo III. Órganos competentes en la cooperación extremeña para el desarrollo

–– Sección 1. Órganos rectores.

–– Sección 2. Órgano ejecutivo

–– Sección 3. Órganos consultivos y de coordinación.

•	 Capítulo IV. Recursos de la cooperación extremeña al desarrollo.

•	 Capítulo V. Otros sujetos de la cooperación para el desarrollo

–– Sección 1. La cooperación no gubernamental

–– Sección 2. Las empresas en la cooperación extremeña para el desarrollo

–– Sección 3. Los cooperantes y los voluntarios extremeños en la cooperación.

Ley 9/2006 de 10 de octubre de Cooperación al Desarrollo de Castilla y León

Se estructura: 

•	 Capítulo I. Disposiciones generales

•	 Capítulo II Prioridades de la política de Castilla y León en materia de cooperación al desarrollo

•	 Capítulo III. Formas, modalidades y medios de la acción de cooperación al desarrollo.

•	 Capítulo IV. Planificación, seguimiento y evaluación de las actuaciones

•	 Capítulo V. Agentes de la cooperación al desarrollo.

•	 Capítulo VI. Participación Social

•	 Capítulo VII. Coordinación de las actuaciones

•	 Capítulo VIII. Recursos financieros y humanos.

•	 Capítulo IX. Órganos de la comunidad autónoma competentes en la política de cooperación al desarro-
llo.

Ley 6/2007 de 9 de febrero de la Cooperación al Desarrollo de la Comunidad Valenciana

•	 Capítulo I. Disposiciones generales.

•	 Capítulo II. Planificación, modalidades y evaluación

•	 Capítulo III. Organización

–– Sección 1. Órganos rectores y ejecutivos

–– Sección 2. Órganos de coordinación y asesoramiento

•	 Capítulo IV. Recursos humanos y financieros

•	 Capítulo V. Participación Social

•	 Capítulo VI. Infracciones y Sanciones.
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Ley 13/1999, de 29 de abril, de Cooperación para el Desarrollo de la Comunidad de Madrid. 

•	 Capítulo I. La política de cooperación para el desarrollo en la Comunidad de Madrid

•	 Capítulo II Planificación, instrumentos, modalidades y coordinación de la cooperación para el desarrollo de 
la Comunidad de Madrid

•	 Capítulo III. Órganos competentes en la política de cooperación para el desarrollo de la Comunidad de Madrid

–– SECCIÓN I. Órganos Rectores

–– SECCIÓN II. Órgano Ejecutivo

–– SECCIÓN III. Órganos Consultivo y de Coordinación

•	 Capítulo IV. Recursos materiales y humanos.

•	 Capítulo V. La participación de la sociedad madrileña en la cooperación para el desarrollo

–– SECCIÓN I. La Cooperación No Gubernamental

–– SECCIÓN II. La empresa en la cooperación para el desarrollo de la Comunidad de Madrid

–– SECCIÓN III. Cooperantes y voluntarios en la cooperación

–– SECCIÓN IV. Educación y sensibilización de la sociedad madrileña en materia de cooperación para 
el desarrollo.

Si bien vemos que la estructura de cada una de las cuatro leyes es diferenciada, hasta entre el número de artículos, 
podemos sacar puntos comunes como son:

•	 Disposiciones general y Principios: capítulo 1 de las cuatro leyes y el capítulo 2 LCIDCYL

•	 Planificación, modalidades, instrumentos, evaluación, seguimiento, control y coordinación: capítulo 2 LCI-
DEx, capítulos 4 y 3 de la LCIDCYL, y Capítulo 2 de la LCIDCV y Capítulo 2 de la LCIDCM

•	 Órganos y Agentes de la CD: capítulos 3 y 5 LCIDEx, capítulos 5 y 6 LCIDCYL, capítulos 3 Y 5 LCIDCV y Capítulo 
3, 4 Y 5 LCIDCM. 

Disposiciones generales. Principios

Los arts. 1 y 2 de las cuatro leyes regulan en este articulado el objeto y el ámbito de aplicación.

En lo que se refiere al objeto las tres indican que su objeto es establecer el régimen jurídico de la CD dentro del 
ámbito de su CA, si bien la LCIDCYL recoge además en estos artículos las relaciones con las entidades locales y con la 
Administración General del Estado.

La LCIDCyL recoge en su art. 3, las definiciones a efectos de la propia ley, sobre lo que se entiende por CD.

Las cuatro leyes, por lo que se refiere a los principios y objetivos se remiten a la Ley de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, al igual que se recoge una declaración de “respeto a la política exterior del Estado Español y de 
coordinación con otras Administraciones Públicas”.

En general si bien siguen estructuras diferenciadas, todas ellas recogen los principios generales reconocidos por las 
instituciones internacionales y nacionales en materia de CD. Estableciendo como principios y prioridades: 

•	 El reconocimiento de la persona como protagonista y destinatario de la CD.

•	 La igualdad de todas las personas y pueblos.

•	 La protección al medio ambiente.

•	 El pleno respeto a los modelos de desarrollo social, económico y político de los destinatarios.

•	 El respecto a las mujeres que pertenecen a poblaciones especialmente desfavorecidas.
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•	 El fortalecimiento de las estructuras democráticas y de la sociedad civil. El apoyo a las instituciones, espe-
cialmente a las descentralizadas a nivel regional y territorial.

Planificación, modalidades, instrumentos, evaluación, seguimiento, control y coordinación

Extremadura

Por lo que se refiere a la planificación la LCIDEx establece como eje fundamental los Planes Generales que tienen ca-
rácter cuatrienal y son aprobados por la Asamblea de Extremadura a propuesta del Consejo de Gobierno, en el que se 
establecen los objetivos que deben regir la política de CD de acuerdo con el Plan Director de la cooperación interna-
cional para el desarrollo el Estado español. Plan General que, al igual que en las otras tres comunidades autónomas, 
contendrá los recursos presupuestarios indicativos. Y los Planes Anuales que desarrollarán los objetivos, prioridades y 
recursos establecidos en el Plan General y que son aprobados por el Consejo de Gobierno.

Los presupuestos anuales fijarán los créditos destinados a la CD de acuerdo con estos planes.

En cuanto a los instrumentos de CD, esta se lleva a cabo a través:

•	 Cooperación técnica, científica, cultural y educativa, que puede incluir la transferencia tecnológica, de recur-
sos materiales y equipos y el asesoramiento técnico

•	 Cooperación económica y financiera, mediante el apoyo económico así como mediante la adopción de 
acuerdos financieros de alivio o condonación de deudas.

•	 Cooperación Sociolaboral mediante ayuda humanitaria, ayuda a programas de rehabilitación y reconstruc-
ción y educación para el desarrollo y sensibilización de la sociedad extremeña.

Y la CD podrá llevarse a cabo directamente o indirectamente a través de ONGD, organismos internacionales o bien a 
través entidades públicas o privadas.

Se contempla la evaluación, seguimiento y control de las acciones y proyectos de la CD, correspondiendo al Plan Anual, 
fijar los mecanismos y criterios básicos para la medición del impacto de la ayuda y la evaluación de la ejecución. 

La LCIDEx incide como veíamos en los Plan Generales, en la coordinación de la cooperación extremeña para el desa-
rrollo con la planificación estatal. Y especialmente con la AECID. 

Se contempla en la Ley la colaboración con la Federación de Municipios y Provincias de Extremadura, con las Di-
putaciones Provinciales y los Ayuntamientos de la Región, estableciendo sistemas de coordinación e información 
permanente a través de la creación de la Comisión Autonómica de la CD y el Consejo Asesor de CD y el impulso y la 
participación de todas las instituciones extremeñas en acciones de CD mediante la aplicación de Fondos Regionales 
de Solidaridad, consorcios intermunicipales, bancos de expertos de las administraciones u otros. 

Castilla y León

En Castilla y León el Plan cuatrienal se denomina Plan Director de Castilla y León para la CD que es aprobado por la 
Junta de Castilla y León a propuesta de la consejería competente, establecerá los objetivos y prioridades que orientarán 
su actuación durante el periodo de vigencia. Este Plan Director se articula a través de Programaciones Ejecutivas Anuales.

Por lo que se refiere a las modalidades en general son las mismas que las de Extremadura, si bien se recoge como 
modalidad también el apoyo a redes e iniciativas del denominado “Comercio Justo”

Dentro de las formas de CD, diferencia la cooperación bilateral que podrá ser directa o por medio agentes de la CD. Y la coo-
peración multilateral a través de aportaciones a organizaciones internacionales, determinadas con criterio de la Ley estatal.
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Se contempla la evaluación, seguimiento y control de las acciones y proyectos de la CD. Con carácter anual la Con-
sejería competente en la materia elaborará un informe de seguimiento que valore el grado de cumplimento de las 
actuaciones contenidas y de los recursos aplicados en los Programas Ejecutivos Anuales. Y cada cuatro años se ana-
lizará el grado de cumplimiento de los objetivos planeados en el Plan Director. 

Comunidad Valenciana

La política de la Generalitat Valenciana en materia de CD se articula mediante el Plan Director de la Cooperación 
Valenciana, los planes anuales y los planes estratégicos. 

El Plan Director a los contenidos del Plan de Castilla y León añade la fijación de las prioridades geográficas y secto-
riales, correspondiendo al Consell su aprobación.

Los planes anuales son el instrumento de programación. Y los planes estratégicos, que son opcionales, desarrollan 
los objetivos, prioridades o recursos establecidos en el Plan Director en sectores y áreas geográficas prioritarios para 
la cooperación valenciana.

En cuanto los instrumentos de CD, son muy similares a los señalados en las anteriores CCAA recogiendo como singu-
laridad respecto a éstas el “codesarrollo” como conjunto de actuaciones de carácter transnacional e interinstitucional 
orientadas a fomentar la implicación y participación activa de los colectivos de personas inmigrantes con la finalidad 
de favorecer su potencial como agentes de desarrollo en sus países de origen.

Y por lo que se refiere a las modalidades, su estructura y contenido es prácticamente igual al de Castilla y León.

La evaluación se promoverá mediante la realización de evaluaciones de todas las acciones y se declara, que se fo-
mentará el desarrollo de procedimientos metodológicos e instrumentos que faciliten las evaluaciones sobre el im-
pacto, la eficacia y la sostenibilidad. 

Comunidad de Madrid

La política de cooperación para el desarrollo se articulará a través de Planes Generales, con carácter cuatrienal, y de 
Planes Anuales. El Plan General será aprobado por la Asamblea de Madrid a propuesta del Gobierno y contendrá los 
objetivos que deben regir la política de cooperación para el desarrollo durante su vigencia y se elaborará de acuerdo 
con los de la cooperación internacional para el desarrollo del Estado Español. Asimismo, determinará los recursos 
presupuestarios indicativos para su ejecución.

Los Planes Anuales desarrollarán los objetivos, prioridades y recursos establecidos en el Plan General. Y serán apro-
bados por el Gobierno.

El Consejero comparecerá ante el órgano parlamentario correspondiente para informar de las líneas de actuación 
incluidas en el Plan Anual en el plazo de un mes desde su aprobación por el Gobierno.

Dentro de los instrumentos junto a la cooperación técnica en sus diversos ámbitos y la cooperación económica, incluye 
ayudas de emergencia y ayuda alimentaria, ayudas a programas de reconstrucción y la educación para el desarrollo. 

La cooperación para el desarrollo podrá llevarse a cabo directamente o indirectamente a través de ONGD, organismos 
internacionales o bien a través de entidades públicas o privadas que actúen en este ámbito.

El seguimiento, control y evaluación de los proyectos y acciones de la cooperación para el desarrollo se declara que es un 
elemento esencial de la política de cooperación de esta Comunidad. Por esta razón, se establecerán los procedimientos y 
se destinarán los medios adecuados para el seguimiento y control de los programas y proyectos financiados con fondos 
públicos de la Comunidad de Madrid, así como la evaluación del impacto, eficacia y sostenibilidad de los mismos.

Se fomentará la cooperación con otras comunidades autónomas, con la Unión Europea y fomentará de modo espe-
cial la colaboración con la AECID y con los Ayuntamientos que desarrollen políticas de CD.
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CUADRO COMPARATIVO

 Extremadura Castilla-León C. Valenciana C. Madrid

Planificación
Plan General

Plan Anual

Plan Director

Programa Ejecutivo

Plan Director Coop.Valenciana

Plan Ejecutivo Prog Ejecutivo

Plan General

Plan Anual

Instrumentos

Cooperación Técnica

Cooperación Economica

Cooperación Social

Cooperación Técnica

Cooperación Económica

Cooperación Social

Comercio justo

Cooperación Técnica

Cooperación Economica

Cooperación Social

Codesarrollo

Cooperación Técnica

Cooperación Economica

Ayudas emergencia

Educación al desarrollo

Modalidades
Directa

Indirecta

Directa: bilateral 
multilateral

Indirecta

Directa: bilateral 
multilateral

Indirecta

Directa

Indirecta

Evaluación Plan anual fija criterios
Elaboración anual de 
seguimiento

Y cada 4 años el Plan General

Se promoverán 
evaluaciones de las 
acciones y su impacto

Se establecerán 
procedimientos

Otros Colaboración con AECID 
y con FEMP

Colaboración AECID, UE, 
CC AA y EE LL.

Órganos y Agentes de la CD: capítulos 3 y 5 LCIDEx, capítulos 5 y 6 LCIDCastilla y León, capítulos III y V LCIDCV 
y capítulo 3 LCIDCM 

Extremadura

Distingue entre:

•	 Órganos rectores: 

–– Asamblea de Extremadura que aprueba el Plan General y que será informada al menos una vez al 
año sobre el grado de ejecución del Plan General y del Plan Anual

–– El Consejo de Gobierno que propone el Plan General y aprueba el Plan Anual.

•	 Órgano ejecutivo: Consejería competente en materia CD, que es la responsable de la CD. Y elabora los ante-
dichos Planes, correspondiendole la gestión y coordinación de los proyectos y acciones, como la aprobación 
de las ayudas, la evaluación del conjunto de la CD, convoca y concede ayudas y subvenciones.

•	 Órganos consultivos y de coordinación:

–– El Consejo Asesor de CD, que tiene carácter consultivo, participativo y deliberante en la materia. 
Formando parte representantes de las Administraciones Públicas de la Comunidad, Universidad, el 
Consejo de la Juventud, los interlocutores sociales y expertos.

•	 Otros sujetos de la CD:

–– La sociedad extremeña, se consagra así la participación de la sociedad civil en la definición y desa-
rrollo de la CD.

–– Las ONG de desarrollo, establecidas en la comunidad, como expresión organizada de la solidaridad 
de los extremeños con los pueblos más desfavorecidos, constituyéndose interlocutores permanen-
tes en materia de CD.

–– Las empresas en la Cooperación Extremeña para el desarrollo, aportando su experiencia y recursos

–– Los cooperantes y los voluntarios vinculados a instituciones sin ánimo de lucro.



 | 23

Con posterioridad a la promulgación de la ley de CD de Extremadura, en el año 2008 se crea la Agencia Extremeña 
de Cooperación Internacional al Desarrollo, AEXCID, como el órgano que gestiona las políticas de la Junta de Extre-
madura en materia de cooperación para el desarrollo, construcción de la paz y acción humanitaria.

Castilla y León

•	 Órgano rector: Junta de Castilla y León, que es órgano de gobierno, aprueba el Plan Director dando cuenta 
en las Cortes.

•	 Órgano ejecutivo: La consejería competente que tiene competencias muy similares a la extremeña, aunque 
aquí es ella la que aprueba el Programa Ejecutivo Anual. 

•	 Órganos consultivo: Consejo de Castilla y León de CD, en el que participan también las organizaciones em-
presariales, sindicatos, ONGs.

•	 Órgano de colaboración: Comisión Interterritorial de Castilla y León de CD que es un órgano de colaboración 
y coordinación entre la Administración de la Comunidad y las Entidades locales de Castilla y León.

No se hace una clasificación tan sistemática como en Extremadura, como singularidades destacar que dentro de los 
agentes se reconoce a las entidades locales de dicha comunidad y se destaca la participación de las universidades y 
otras instituciones de enseñanza e investigación en la CD, mediante el fortalecimiento institucional de las universi-
dades y transferencia de conocimiento.

Se reconoce también el papel en CD,  de las comunidades castellanoleonesas asentadas fuera del territorio de Castilla 
y León.

También se resalta la participación social, a la que se dedica un capítulo, de la sociedad castellanoleonesa.

Comunidad Valenciana

•	 Órgano rector: El Consell que define y dirige la política de CD, correspondiendo aprobar el Plan Director y el 
Plan Anual.

•	 Órgano ejecutivo: La consellería competente en la materia, tiene competencias muy similares a las anteriores.

•	 Órganos de coordinación y asesoramiento:

–– Comisión interdepartamental de CD, como órgano interdepartamental del Consell en este ámbito. 

–– Comisión interterritorial de CD como órgano de coordinación, colaboración y asistencia recíproca 
entre la Generalitat y las demás administraciones valencianas que incluyan en sus presupuestos 
partidas computables como ayudas de cooperación al desarrollo. 

–– Comité Permanente de Acción Humanitaria de la Comunitat Valenciana es el órgano de coordina-
ción de las instituciones públicas y entidades privadas de la Comunidad Valenciana que destinen 
fondos a la acción humanitaria y tiene por objeto integrar sinergias y concretar recursos para logar 
la efectividad de las ayudas que se presten.

•	 Órgano consultivo, es el Consejo Valenciano de CD, que añade al resto de sus “hermanos” que es de com-
posición intersectorial.

La participación social también merece un capítulo completo, que alcanza a la planificación y ejecución.

Participación que pretende fomentar la actividad e interrelación con los ciudadanos, la relación de los agentes de la 
cooperación con las administraciones e instituciones públicas, así como con las ONGD. Reconociéndose también como 
tales agentes, a los cooperantes y voluntarios y a la población inmigrante residente por su papel en el codesarrollo. 
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Comunidad de Madrid

Al igual que Extremadura, distingue entre:

•	 Órganos rectores:

–– La Asamblea de Madrid que es la que como hemos visto aprueba el Plan General, a través de la Co-
misión Parlamentaria correspondiente, será informada por el Gobierno sobre el grado de ejecución 
del Plan General y del Plan Anual.

–– El Gobierno que propone el Plan General para su aprobación. Y le corresponde aprobar el Plan 
Anual de cooperación.

•	 Órgano Ejecutivo: La Consejería competente en materia de cooperación para el desarrollo, que es la respon-
sable de la CD. Y elabora los antedichos planes, correspondiendo la gestión, coordinación de los programas, 
proyectos y acciones. Asi mismo realiza la aprobación de las ayudas y la evaluación del conjunto de la CD.

•	 Órganos Consultivo y de Coordinación:

–– El Consejo de Cooperación para el Desarrollo, es el órgano consultivo en materia de CD del que for-
man parte representantes de la Administración Autonómica, interlocutores sociales relacionados 
con la cooperación para el Desarrollo y expertos en este campo. Informará de los Planes Generales 
y Anuales, los anteproyectos de leyes y demás disposiciones generales que se refieran a la coope-
ración para el desarrollo.

–– La Comisión Regional de Cooperación para el Desarrollo es el órgano de coordinación y colabora-
ción entre las Administraciones Públicas de la Comunidad de Madrid, que ejecutan gastos compu-
tables de cooperación para el desarrollo.

También se resalta la participación social, a la que se dedica un capítulo. Con el fin de favorecer la implicación de la 
sociedad madrileña en la cooperación para el desarrollo, la Comunidad de Madrid fomentará la actividad y partici-
pación de organizaciones no gubernamentales, universidades, empresas y organizaciones empresariales y sindicales 
madrileñas en dicho ámbito. Reconociéndose también un papel relevante a las empresas, tanto públicas como pri-
vadas, a los voluntarios y cooperantes.

CUADRO COMPARATIVO

 Extremadura Castilla-León C. Valenciana C. Madrid

Org. Rector Asamblea
Consejo Gobierno

Junta de Castilla-León Consell
Asamblea
Gobierno

Órg. Ejecutivo Consejería Consejería Consejería Consejería

Org. consultivo y 
coordinacion Consejería Asesor

Consejo CyL de cooperacion 
al desarrollo
Comisión Interterritorial

Consejo Valenciano  
cooperacion al desarrollo
Comisión interdepartamental
Comité permanente
Acción Humanitaria

Consejo cooperacion al 
desarrollo
Comisión Regional CD

Participación y 
Agentes

Sociedad
ONGD
Empresas
Cooperantes y 
voluntarios

Sociedad
ONGD
Entidades locales.
Universidades
Comunidades castellanas 
fuera de Castilla y León

Sociedad
ONGD
Cooperantes y 
voluntarios
Inmigrantes residentes

Sociedad
ONGD
Universidades
Empresas
Organización 
Empresarial y sindicatos
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Recursos humanos y económicos

Extremadura

Los recursos materiales son los previstos en sus presupuestos anuales de acuerdo con la planificación, que podrán nutrirse de subvencio-
nes y contribuciones de otros organismos e instituciones nacionales e internacionales públicos y privados de personas físicas o jurídicas.

Para las subvenciones a programas y proyectos de cooperación para el desarrollo, cuando estos se incluyan en el Plan Anual, no será 
necesario establecer bases reguladoras.

Los recursos humanos se nutrirán de su personal funcionario y laboral. Se podrá contratar personas físicas o jurídicas especialistas en 
cooperación al desarrollo. Pudiéndose organizar acciones formativas dirigidas al personal adscrito al área de trabajo de cooperación al 
desarrollo

Castilla y León

También es el presupuesto el que fija anualmente los créditos destinados a CD, de acuerdo con el Plan Director y se 
marca como objetivo, alcanzar progresivamente el 0.7 por 100 de los recursos propios de los presupuestos de cada 
año en un plazo máximo de dos legislaturas. 

Se recoge la posibilidad de programas plurianuales siempre que su ejecución se inicie en aquel plazo en que han sido 
autorizados.

Como medidas de fomento está la concesión de ayudas y subvenciones, a programas y proyectos de cooperación a 
las ONGD y demás agentes de la CD. Igualmente podrá financiar programas y proyectos de CD a través de convenios 
de colaboración y cooperación con los agentes de CD. En las ayudas y subvenciones, anuales y plurianuales se podrán 
anticipar el 100 por 100 de su importe, sin que se puedan en este último caso, superar el importe concedido para 
cada anualidad en curso. 

Los recursos humanos, son los propios del personal adscrito al centro directivo, que tenga atribuidas las competencias 
en la materia. Pudiendo participar el personal dependiente de otros departamentos de la comunidad autónoma.

Se fomentará la participación del personal autonómico para la colaboración en acciones, proyectos, programas de coope-
ración y ayuda humanitaria de organismos oficiales, organizaciones internacionales gubernamentales y ONGs acreditadas. 

También se podrá contratar personas físicas y jurídicas especializadas en CD, provenientes del sector privado o de otras 
instituciones.

Comunidad Valenciana

Los recursos económicos también se presupuestarán anualmente, de acuerdo con las orientaciones del Plan Director, 
con un importe mínimo equivalente al 0,7 por 100 de los presupuestos de la Generalitat para cada ejercicio. Pese a la 
redacción inicial este mínimo ha sido eliminado en 2013.

La financiación se hará también mediante la concesión de ayudas o subvenciones a los agentes de cooperación o 
mediante convenios de colaboración con administraciones e instituciones nacionales o internacionales.

Hay una remisión a que reglamentariamente se regularán las bases para la financiación de acciones en el ámbito de 
CD, especificando el régimen de participación financiera de la Generalitat, los procedimientos y el régimen específico 
de transferencias y justificación de los gastos de las acciones subvencionadas.

Se contempla también la posibilidad de anticipar las subvenciones sin garantías.

La actividad en materia de CD será llevada a cabo principalmente por el personal descrito al centro directivo. Y se 
fomentará la participación del personal de otros centros. También se podrá contratar personas externas especia-
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listas en cooperación al desarrollo. Se contempla la realización de materias formativas dirigidas al personal de la 
Generalitat en esa materia.

Comunidad de Madrid

Por lo que se refiere a los recursos materiales de acuerdo con el Plan General, la Ley de Presupuestos fijará anualmen-
te los créditos destinados a la cooperación para el desarrollo. Que podrá nutrirse de subvenciones y contribuciones 
de otros organismos e instituciones nacionales e internacionales, públicos y privados, y de personas físicas o jurídicas.

No siendo necesario establecer, con carácter previo, bases reguladoras para la concesión de subvenciones a progra-
mas y proyectos de cooperación para el desarrollo cuando éstos se incluyan en el Plan Anual de cooperación para el 
desarrollo. Admitiendo el pago anticipado, sin necesidad de autorización.

En cuanto a los recursos humanos, la CD será ejecutada por su personal funcionario y laboral. Pudiéndose por razones 
de especificidad de la materia, contratar personas físicas o jurídicas especialistas en esta materia. Pudiéndose organi-
zar acciones formativas dirigidas al personal adscrito al área de trabajo de CD.

CUADRO COMPARATIVO

 Extremadura Castilla-León C. Valenciana C. Madrid

Recursos 
materiales

Presupuesto anual 
conforme planificación
Subvenciones de otros 
organismos

Presupuesto anual 
conforme planificación
Objetivo 0,7 por 100 de 
los recursos propios en 2 
legislaturas
Posibilidad programas 
plurianuales

Presupuesto anual 
conforme planificación 

Presupuesto anual 
conforme Subvenciones 
de otros organismos.

Medios de 
fomento

Subvenciones
No es necesario bases 
cuando están en el Plan 
Anual

Ayudas y subvenciones a 
agentes cooperación al 
desarrollo
Convenios colaboración 
agentes cooperación al 
desarrollo
Admite pago anticipado 100 
por 100

Ayudas y subvenciones a 
agentes cooperación al 
desarrollo
Convenios colaboración 
con organismos nacionales 
o internacional.
Admite pago anticipado 
100 por 100

Subvenciones
No es necesario bases 
cuando están en el Plan 
Anual
Admite pago anticipado 
100 por 100

Recursos 
humanos

Personal funcionario y 
laboral propio
Personas físicas y jurídicas 
contratadas especialistas

Personal funcionario y 
laboral propio

Personal funcionario y 
laboral propio

Personal funcionario y 
laboral propio

Si bien es importante el análisis de la legislación autonómica en materia de cooperación al desarrollo, entendemos 
que esta se debe complementar con el examen de sus bases reguladoras en materia de cooperación al desarrollo, si 
queremos tener una visión completa en la materia. Por ello, a continuación procedemos a un análisis comparativo 
de las bases.

1.2 Las bases reguladoras de las ayudas en materia de cooperación para el desarrollo de las 
CCAA de Extremadura, Castilla y León, Comunidad de Valencia y Comunidad de Madrid.

Bases reguladoras de Extremadura, elementos principales:

Se han examinado las Bases reguladoras de las ayudas en materia de cooperación internacional para el año 2013 que 
fueron aprobadas por Decreto de la Consejería de Administración Pública 74/2013, de 14 de mayo.
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Objeto:

Su objeto es, establecer las bases reguladoras de las subvenciones de la comunidad autónoma de Extremadura des-
tinadas a financiar acciones de cooperación internacional para el desarrollo.

Modalidades:

Cooperación directa: aquélla en la que el cooperante directo es la Junta de Extremadura y la Administración regional 
se implica directamente en las distintas fases del ciclo del proyecto —identificación, ejecución, seguimiento y eva-
luación—, siendo ella misma su principal agente.

Cooperación concertada: aquella en la que la Junta de Extremadura, a través de la AEXCID, asume un papel activo en 
la identificación, diseño y formulación de los proyectos.

Cooperación indirecta: aquella que se realiza a través de agentes externos a la Junta de Extremadura, de tal manera 
que la labor fundamental de la AEXCID se refiere a la financiación y a la evaluación y seguimiento de los proyectos, 
delegando la identificación, diseño y formulación de los mismos.

Beneficiarios: Cooperación inderecta

Las Organizaciones No Gubernamentales de Desarrollo y otras entidades privadas sin ánimo de lucro residentes en 
la Unión Europea, inscritas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales de Desarrollo de la comunidad 
autónoma de Extremadura que tengan sede en Extremadura y cuenten con una antigüedad de, al menos, 2 años 
desde su constitución legal.

Las Administraciones Públicas y las entidades privadas sin ánimo de lucro de los países socios, también pueden ser 
beneficiarias los Organismos Internacionales sin ánimo de lucro, la Administración General del Estado, las Universida-
des y las Entidades dependientes o vinculadas de la Junta de Extremadura 

Compatibilidad:

Las ayudas reguladas en el decreto serán compatibles con las ayudas otorgadas por otras personas físicas o jurídicas 
públicas o privadas, nacionales o internacionales para el mismo fin, siempre y cuando las mismas hayan sido comuni-
cadas al órgano gestor o bien en el momento de la solicitud o bien inmediatamente después de la concesión de las 
mismas y, en todo caso, antes de la finalización del plazo de presentación del informe justificativo. El importe de las 
subvenciones, en ningún caso, podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones, 
ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la actividad subvencionada.

Participación financiera:

Como norma general la cuantía solicitada no podrá exceder el 80 por 100 del importe del proyecto.

Podrá ser igual al 100 por 100 del importe del proyecto en algunos supuestos como cuando se trate de Acciones 
Humanitarias, o los solicitantes sean Organismos Internacionales sin ánimo de lucro, la AGE u otros.

Aportación recursos ajenos a la subvención: 

Se podrán considerar como aportación de la entidad solicitante los recursos humanos y materiales con los que se 
contribuya a la ejecución de la acción subvencionada. Además como aportaciones externas a la subvención concedi-
da, se aceptarán valorizaciones sobre terrenos, locales, equipos, materiales de los beneficiarios y personal voluntario 
que estén directamente vinculadas a la ejecución de las actividades presupuestadas. 

Forma de pago

El abono de la cuantía concedida se efectuará en pagos anticipados, como norma general. Si el proyecto es duración 
inferior o igual a 12 meses se abonará el 100 por 100 de la subvención a la firma de la resolución de concesión.

En el caso de proyectos de duración superior a 12 meses, se abonará el 100 por 100 de las actividades subvencionadas 
al realizarse en el primer periodo de ejecución a la firma de la resolución de la concesión. Y el correspondiente al 
segundo periodo de ejecución se abonará previa justificación de la ejecución del proyecto por el importe anticipado. 
Siendo la duración del segundo periodo de ejecución, como máximo, de 12 meses.
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Modificación del proyecto:

Excepcionalmente, durante su ejecución, podrán producirse modificaciones que revestirán el carácter de sustanciales 

o no sustanciales.

Se entiende por modificación sustancial, entre otras, las que suponga una ampliación del plazo de un mes, en el caso 

de los proyectos de duración inferior o igual a 12 meses y dos meses, en los proyectos de duración superior a 12 meses.

O cuando hay un incremento del presupuesto, cuando la diferencia entre el importe aprobado para alguna partida 

presupuestaria y la cantidad real a invertir en ella sea superior al 10 por 100 y no exceda del 40 por 100 del total

Gastos subvencionables:

Con carácter general se consideran gastos subvencionables sólo aquellos que estén ligados de manera indubitada a 

la intervención y a la ejecución de las actividades presupuestadas y autorizadas y que resulten estrictamente necesa-

rios para la implementación de las mismas, siempre que cumplan las normas sobre justificación y control estableci-

das, que se destinen a la financiación de los objetivos concretados en el proyecto aprobado por la AEXCID.

Aplicación de los rendimientos financieros:

Los rendimientos financieros que se generen por los fondos librados a los beneficiarios incrementarán el importe de la 

subvención concedida y se aplicarán igualmente a la actividad subvencionada, con las mismas condiciones que aquella. 

Subcontratación:

El beneficiario de las subvenciones reguladas en las presentes bases, podrá subcontratar hasta un porcentaje que no 

exceda del 50 por 100 del importe subvencionado por la AEXCID.

Modalidades de justificación:

Como regla general, las entidades beneficiarias, al objeto de cumplir la obligación de justificación de la subvención, 

deberán presentar cuenta justificativa firmada por el representante legal de la entidad, con aportación de los justifi-

cantes de gastos y pagos, que contendrá como mínimo: Informe de Seguimiento o Informe Final, de carácter técnico 

y económico, de acuerdo con el modelo.

Cuando la cuantía de la subvención concedida sea inferior a 60.000 euros, la justificación de los gastos y de los pagos 

podrá revestir la forma de cuenta justificativa simplificada.

La justificación documental puede ser con el original o copia compulsada de los gastos y pago realizados para la 

ejecución del proyecto en el periodo cubierto. 

Ejecución y seguimiento:

La AEXCID velará para que la elaboración, ejecución y seguimiento de los proyectos, se adecuen a lo dispuesto en las 

bases reguladoras, en la resolución de concesión y en las normas de seguimiento y justificación de las ayudas.

Cuando se trate de proyectos de duración superior a 12 meses, en un plazo de dos meses, a contar desde la 

finalización del periodo de ejecución cubierto por el primer abono, la entidad beneficiaria estará obligada a 

presentar un informe de seguimiento. Y en todo caso se tiene que presentar un informe final cuando concluya 

el proyecto. 

Asimismo, podrá comprobar el empleo de las cantidades recibidas en los proyectos subvencionados mediante los 

mecanismos de inspección y control que crea conveniente, según la naturaleza de la subvención. 

Las entidades beneficiarias, los socios locales y los terceros relacionados con el objeto de la subvención o su jus-

tificación, estarán obligados a prestar colaboración y facilitar cuanta documentación les sea requerida. Cuando se 

proceda a una verificación del desarrollo del proyecto en el lugar de ejecución, la entidad beneficiaria garantizará y 

facilitará el acceso al lugar de la acción y a sus inmuebles, así como a los libros, cuentas y documentos justificativos 

correspondientes.
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Bases reguladoras de la Junta de Comunidades de Castilla y León, elementos principales:

Por Orden de Presidencia 443/2012 de 25 de mayo, se aprueban las bases de concesión de subvenciones para pro-
yectos de desarrollo y microacciones en el exterior.

Objeto:

La orden tiene por objeto establecer las bases reguladoras para la concesión de subvenciones para colaborar en la financia-
ción de proyectos de desarrollo y microacciones en el exterior que mejoren las condiciones de vida y el desarrollo sostenible 
de la población de los países empobrecidos, fomentando actuaciones dirigidas a la erradicación de la pobreza en todas sus 
manifestaciones a través de proyectos de inversión cuya finalidad sea la de mejorar el capital físico de los países beneficiarios. 

Beneficiarios:

Podrán ser beneficiarios de las subvenciones las organizaciones no gubernamentales de desarrollo con sede en Cas-
tilla y León, así como las comunidades castellanas y leonesas asentadas fuera del territorio nacional, como entidades 
de carácter privado y sin ánimo de lucro, constituidas como agentes de cooperación, que tienen que figurar inscritas 
en el Registro de Agentes de Cooperación al Desarrollo de Castilla y León. Y no podrán tener relaciones de dependen-
cia, ni directa ni indirecta, de instituciones públicas, sean autonómicas, estatales o internacionales.

Compatibilidad:

Las subvenciones concedidas al amparo de estas bases son compatibles con otras subvenciones, ayudas, ingresos o 
recursos para la misma finalidad otorgada por otras administraciones o entidades, pública o privada, nacional o inter-
nacional, siempre que su importe total no supere el coste total del proyecto de inversión

Participación financiera:

Las subvenciones otorgadas no podrán superar el 80 por 100 del presupuesto total del proyecto de desarrollo y el 90 
por 100 en el caso de microacciones en el exterior, sin que en ningún caso este porcentaje pueda exceder del importe 
máximo que se determine en la correspondiente orden de convocatoria.

Aportación recursos ajenos a la subvención: 

Se distingue entre;

•	 Proyectos de desarrollo, con un presupuesto total de ejecución mínimo de 50.000 €. Que han ser de cofinan-
ciados al menos en un 20 por 100 con recursos ajenos a las subvenciones concedidas con arreglo a la presente 
orden. Se podrán considerar como aportaciones los recursos humanos y materiales con los que se contribuya 
para la ejecución de la acción a subvencionar y realizarse a través de un socio local en el país donde se va a de-
sarrollar la acción objeto de la subvención, teniendo que ser viables económica, social y administrativamente.

•	 Microacciones en el exterior, complementarias a proyectos de desarrollo, con un presupuesto total de eje-
cución mínimo de 20.000 y máximo de 50.000 €, Cofinanciados al menos en un 10 por 100 con recursos 
ajenos a las subvenciones concedidas, también deben realizarse a través de un socio local en el país donde 
se va a desarrollar la acción objeto de la subvención

Forma de pago

•	 Concedida la subvención, podrá autorizarse, previa solicitud por la entidad interesada un anticipo del impor-
te total de la subvención

Modificación del proyecto:

•	 Cualquier modificación sustancial del proyecto, que no comporte la modificación de la cuantía global conce-
dida, ni la naturaleza del mismo, deberá ser solicitada previa y expresamente. La autorización de modificación 
del proyecto nunca puede significar que la subvención concedida financie más del 80 por 100 del presupues-
to en el caso de los proyectos de desarrollo y del 90 por 100 en el caso de microacciones en el exterior.

•	 Se consideran, a estos efectos, modificación sustancial del proyecto, aquellas circunstancias que afecten a 
los objetivos, resultados, socio local, localización y los beneficiarios. Asimismo, se consideran modificaciones 
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sustanciales del proyecto los cambios de más de un 10 por 100 de las partidas presupuestarias vinculadas a 
la subvención concedida, así como los producidos en el cronograma y actividades vinculados a la subvención

Gastos subvencionables:

Serán gastos subvencionables los realizados durante el período de ejecución de las intervenciones que hayan sido 
efectivamente pagados con anterioridad a la finalización del período de justificación, así como los gastos derivados 
de los costes indirectos y de la auditoría de la intervención que sean necesarios realizar durante el período de justifi-
cación de cada una de las fases de la subvención.

Los gastos indirectos incluyen, los gastos asociados a la administración de la entidad solicitante y no podrán exceder 
del 9 por 100 de la subvención solicitada ni concedida en su caso

Aplicación de los rendimientos financieros: 

No se dispone nada sobre este tema

Subcontratación:

No se regula nada.

Comprobación y justificación:

La justificación por el beneficiario del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los obje-
tivos previstos en el acto de concesión de la subvención, podrá revestir las siguientes formas según la cuantía de la 
subvención concedida sea inferior, o igual o superior a 60.000 euros: 

•	 Cuenta justificativa simplificada, para el supuesto de las microacciones en el exterior y los proyectos de de-
sarrollo cuya cuantía concedida sea inferior a 60.000 euros

•	 Cuenta justificativa con aportación de informe de auditor. Cuando la cuantía concedida sea igual o superior 
a 60.000 euros

•	 En el supuesto de organismos dependientes de Naciones Unidas se estará a lo dispuesto en la normativa que 
les sea de aplicación

El órgano concedente de la subvención revisará la documentación que obligatoriamente debe aportar la entidad be-
neficiaria con arreglo a lo dispuesto. A tal efecto, se incorporará en el expediente la certificación del Jefe del Servicio 
de Cooperación al Desarrollo que acredite la ejecución de la actividad subvencionada.

Ejecución y seguimiento:

Los proyectos de desarrollo podrán ser anuales o bienales. 

En las microacciones en el exterior las actividades para las que se solicita subvención podrán comprender las actua-
ciones realizadas dentro del período subvencionable y tendrán un carácter anual, no pudiendo superar el período 
máximo de 12 meses de ejecución.

La Administración de la Comunidad de Castilla y León podrá realizar misiones de seguimiento y evaluaciones ex-
ternas en el terreno, para verificar el grado de cumplimiento de las actuaciones, el impacto de las mismas, así como 
recabar informes valorativos siempre que se considere necesario.

Bases reguladoras Comunidad Valenciana, elementos principales:

Se rigen por el Decreto 135/2010, de 10 de septiembre, de la Consellería de Solidaridad y Ciudadanía por el que se 
aprueban las bases para la concesión de ayudas en materia de cooperación internacional para el desarrollo.

Objeto:

Su objeto es establecer el régimen jurídico de las ayudas y las bases reguladoras para la concesión de subvenciones 
en materia de cooperación internacional para el desarrollo.
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Modalidades:

•	 Cooperación bilateral, directamente por la Generalitat con las entidades e instituciones de los países be-

neficiarios, o a través de organizaciones no gubernamentales o cualquier otro agente de cooperación que 

tenga como finalidad la consecución de los objetivos y prioridades establecidos en la Ley de la Cooperación 

al Desarrollo de la Comunitat Valenciana.

•	 Cooperación multilateral a través de la aportación de fondos a organismos internacionales o nacionales

•	 Cualquier otra modalidad de cooperación para el desarrollo que contribuya al cumplimiento de los objetivos 

previstos en la Ley de la Cooperación al Desarrollo de la Comunitat Valenciana.

Beneficiarios:

Para tener acceso a la subvención, las entidades solicitantes deberán cumplir los requisitos de capacidad financiera y 

de gestión que se señalan y estar inscritas en el Registro de Agentes de la Cooperación Internacional al Desarrollo de 

la Comunitat Valenciana.

Compatibilidad:

Se admite la compatibilidad con otras ayudas siempre que la totalidad de ellas no supere la totalidad del importe 

del proyecto.

Participación financiera:

Los proyectos podrán recibir de la Generalitat ayudas y subvenciones hasta un máximo del 80 por 100 del coste total 

del proyecto, siempre que las disponibilidades presupuestarias lo permitan. En el caso de los proyectos de formación 

e investigación subvencionados, el máximo financiable por la Generalitat será del 50 por 100 del coste total del 

proyecto.

Aportación recursos ajenos a la subvención: 

La entidad solicitante deberá aportar, al menos, el 20 por 100 del coste total de proyecto, directamente o a través de 

financiación externa. Pudiéndose considerar las contribuciones de los socios locales y de los beneficiarios finales las 

realizadas en especie, debidamente valoradas.

Forma de pago

Las subvenciones se podrán abonar con carácter previo a la justificación de la finalidad para la que fueron concedidas. 

Y se ingresará en una cuenta bancaria, abierta exclusivamente para las subvenciones de la Generalitat en materia de 

cooperación internacional.

Modificación del proyecto:

Cuando concurran circunstancias sobrevenidas durante la ejecución del proyecto que alteren o dificulten gravemente 

el desarrollo de la misma, la entidad beneficiaria estará obligada a solicitar por escrito, de forma motivada y con ca-

rácter inmediato a la aparición de las circunstancias que la justifiquen y, en todo caso, con antelación a la finalización 

del plazo de ejecución del proyecto, autorización de modificación sustancial del proyecto al órgano directivo en ma-

teria de cooperación internacional para el desarrollo. Se entiende por modificación sustancial aquellas que afecten a 

objetivos, resultados, población beneficiaria, zona de ejecución, socio local o variación de las partidas presupuestarias 

en más del 15 por 100 del presupuesto inicialmente aprobado o reformulado.

Gastos subvencionables:

Se entiende por gasto subvencionable aquel que responda a la naturaleza de la actividad subvencionada, y se realice 

exclusivamente en el período señalado por las diferentes órdenes de convocatoria. En ningún caso el coste de adqui-

sición de los gastos subvencionables podrá ser superior al valor de mercado.
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Aplicación de los rendimientos financieros:

Previa comunicación al órgano directivo competente, los rendimientos financieros que se generen por los fondos 
transferidos a las entidades beneficiarias incrementarán el importe de la subvención concedida y se aplicarán exclu-
sivamente a la financiación de gastos directos de la actividad

Subcontratación:

Se admite la subcontratación de la actividad sin que pueda exceder del porcentaje que se fije en las bases. En el 
supuesto de que tal previsión no figure, el beneficiario podrá subcontratar hasta un porcentaje que no exceda del 50 
por 100 del importe de la actividad subvencionada.

Modalidades de justificación:

Las entidades beneficiarias deberán presentar una cuenta justificativa que adoptará alguna de las siguientes formas:

a) Cuenta justificativa con aportación de los justificantes del gasto o con aportación de informe de auditoría, o 
mediante la combinación de estas modalidades, según se establezca en la convocatoria en atención a la natura-
leza de la ayuda o de las características especiales concurrentes en las entidades.

b) Cuenta justificativa simplificada, cuando la subvención sea inferior a 60.000 euros.

c) Cuenta por módulos, cuando la actividad subvencionable sea medible en unidades físicas, con un valor de mer-
cado y que el valor se pueda determinar en función de un informe técnico. 

Ejecución y seguimiento:

Las órdenes de convocatoria, los convenios o los actos de concesión de la subvención determinarán los plazos máxi-
mos y/o mínimos de ejecución de los proyectos de cooperación. Atendiendo a la naturaleza del objeto de las distintas 
subvenciones y a la duración máxima de la ejecución de los proyectos, las órdenes reguladoras de las convocatorias 
pueden exigir la presentación por la entidad beneficiaria de dos tipos de informes:

•	 Informes de seguimiento.

•	 Informe final.

Sin perjuicio de estos informes, la realización y gestión de un proyecto podrá ser examinada en cualquier momento, 
tanto durante su ejecución como con posterioridad a la finalización del mismo, por el órgano directivo en materia de 
cooperación internacional para el desarrollo. 

Bases reguladoras Comunidad de Madrid, elementos principales:

Por Orden 1910/2011, de 5 de diciembre, de la Consejería de Asuntos Sociales, por la que se establecen las bases 
reguladoras de subvenciones a Organizaciones No Gubernamentales de Desarrollo (ONGD) en materia de cooperación 
al desarrollo y se convocan subvenciones mediante tramitación anticipada.

Objeto:

Establecer el régimen jurídico de las ayudas y las bases reguladoras, para la concesión de subvenciones que tienen 
por objeto la cofinanciación de proyectos, micro proyectos y diagnósticos de desarrollo. Todos ellos deberán tener 
como finalidad contribuir a la erradicación de la pobreza en el mundo. Asimismo, mediante dichas subvenciones se 
cofinanciará la realización de proyectos de educación para el desarrollo y sensibilización de la población madrileña. 
En todos los casos se tratará de acciones realizadas por Organizaciones No Gubernamentales de Desarrollo.

Modalidades:

•	 Proyectos de desarrollo, que entre otros requisitos el coste total de la acción deberá ser superior a 30.000 
euros. Y un plazo máximo de ejecución de 24 meses. La subvención máxima para los proyectos de desarrollo 
subvencionados mediante convocatoria no podrá superar los 240.000 euros en el caso de ONGD que concu-
rran aisladamente y 384.000 euros en el caso de agrupación de ONGD.
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•	 Microproyectos de desarrollo: que son acciones de presupuesto reducido que responden a necesidades muy 

delimitadas. Su presupuesto no podrá superar los 30.000 euros y la subvención máxima será de 22.500 

euros tanto si las ONGD concurren individualmente como en forma de agrupación. Su plazo de ejecución no 

superará los 12meses.

•	 Diagnósticos de desarrollo. Son aquellas acciones dirigidas al análisis de necesidades y alternativas para la 

posterior formulación de proyectos; deben elaborarse con técnicas participativas. Su plazo de ejecución será 

como máximo, de doce meses. El importe máximo de la subvención será de 12.000 euros en el caso de 

ONGD que concurran aisladamente y 19.200 euros en el caso de agrupación de ONGD.

•	 Proyectos de educación para el desarrollo o de sensibilización; su plazo de ejecución no superará los 12 

meses. La subvención máxima que, en su caso, se conceda a un proyecto de educación para el desarrollo o 

sensibilización no podrá superar los 40.000 euros en el caso de ONGD que concurran aisladamente y 64.400 

euros en el caso de agrupación de ONGD.

Beneficiarios:

Solo pueden concurrir ONGD que sean entidades de derecho privado, sin ánimo de lucro y que dentro de sus fines 

esté la realización de actividades relacionadas con la cooperación internacional para el desarrollo y/o la educación 

para el desarrollo que estén inscritas en el Registro de Organizaciones No Gubernamentales de Desarrollo adscrito a 

la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, que tengan su sede central o delegación en la 

Comunidad de Madrid (entendiendo por delegación aquella que cuente con personal permanente de la organización, 

ya sea contratado o voluntario, y local fijo donde realizar sus actividades) y que lleven un año inscritas en el Registro 

que proceda, debiendo tener capacidad técnica y económica para el cumplimiento del proyecto.

Podrán también concurrir agrupaciones de ONGD cuando hagan constar expresamente la voluntad de las partes de 

presentarse conjuntamente a la convocatoria, así como los compromisos de ejecución asumidos por cada miembro 

de la agrupación, debiendo todas las ONGD agrupadas cumplir los antedichos requisitos.

Compatibilidad:

Estas subvenciones son compatibles con otras ayudas que tengan la misma finalidad. En ningún caso, el importe 

conjunto de las subvenciones recibidas, podrá superar el coste de la actividad subvencionada.

Participación financiera:

La Comunidad de Madrid financiará un máximo del 75 por 100 del coste total de los proyectos, micro proyectos o 

diagnósticos aprobados.

Aportación recursos ajenos a la subvención: 

El aporte de la ONGD podrá ser en efectivo y en elementos valorizados. La aportación en efectivo deberá ser como 

mínimo del 5 por 100 del importe de la subvención, se destinará en su totalidad a costes directos.

Y por lo que se refiere a los costes indirectos, los derivados del funcionamiento de la ONGD y su socio local que facili-

tan la ejecución de los proyectos, su imputación a la subvención podrá realizarse con un límite de un 10 por 100 del 

importe solicitado o, en su caso, concedido para la financiación de los costes directos.

Forma de pago

Los gastos correspondientes a las subvenciones concedidas se aplicarán a los créditos presupuestarios de las partidas 

40500 y 70500 del programa 918. La distribución del crédito total se determinará en la convocatoria de subvenciones.

El pago de las subvenciones se realizará de forma anticipada a la justificación de la finalidad para la que se concedieron.

Con anterioridad al pago de la subvención el beneficiario deberá acreditar que se encuentra al corriente de sus obli-

gaciones con la Seguridad Social y que no tiene deudas de carácter tributario, en los términos establecidos por la Ley 

General de Subvenciones y la Ley de Subvenciones de la Comunidad de Madrid. 
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Modificación del proyecto:

Se puede modificar el proyecto cuando se produzca una alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la con-
cesión y, en todo caso, la obtención concurrente de subvenciones concedidas.

Al igual que en todas las bases, las modificaciones pueden ser sustanciales o no. Siendo sustanciales, entre otras 
causas, las que suponga una alteración de partidas del presupuesto cuya suma total suponga más del 10 por 100 
de la subvención, para las cuales se deberá solicitar autorización y no se autorizarán, salvo circunstancias excepcio-
nales, modificaciones que supongan el traspaso de fondos entre partidas destinadas a gastos de inversión y gastos 
corrientes. Ni se autorizarán modificaciones sustanciales que se deriven de circunstancias que, de haber sido cono-
cidas previamente a la concesión de la subvención por la Comunidad de Madrid, hubieran supuesto la denegación o 
revocación de la misma.

Gastos subvencionables:

Son subvencionables los costes directos vinculados de manera necesaria al desarrollo de la acción o derivados de ella.

Y los costes indirectos que son los derivados del funcionamiento de la ONGD y su socio local que facilitan la ejecución 
de los proyectos. 

Aplicación de los rendimientos financieros:

Pueden destinarse a sufragar los costes directos de la actividad subvencionados o reintegrarlos a la comunidad au-
tónoma. 

Subcontratación:

Se podrá subcontratar por un importe total que no podrá superar del 50 por 100 del importe de la actividad subven-
cionada. Si la subcontrata supera el 20 por 100 del importe de la subvención y dicho importe es superior a 60.000 
euros, la subcontratación debe ser autorizada previamente y el contrato se debe celebrar por escrito.

Modalidades de justificación:

El informe final deberá presentarse en el plazo máximo de tres meses para proyectos de desarrollo y de dos meses 
para proyectos de educación para el desarrollo y sensibilización, microproyectos y diagnósticos y se comunicará for-
malmente a la ONGD la aprobación, en su caso, del informe final. Dicha aprobación dará lugar a la extinción de las 
obligaciones generadas por la concesión de la subvención.

Por otra parte la Dirección General de Cooperación al Desarrollo podrá establecer anualmente y por muestreo la 
comprobación de la ejecución de las acciones. 

Toda acción cuya subvención destinada a gasto de inversión supere el importe establecido será susceptible de com-
probación material del gasto. 

No regulándose a diferencia de las restantes CCAA analizadas la presentación de cuenta justificativa que obviamente 
deberá presentarse.

Ejecución y seguimiento:

Cuando la duración del proyecto sea de dieciocho meses o superior, se deberá presentar un informe anual de ejecu-
ción, que deberá reflejar la situación del proyecto aprobado, tanto desde el punto de vista técnico como económico. 
Este informe deberá presentarse en el plazo de dos meses desde la finalización del primer año.

El informe final deberá presentarse en el plazo máximo de tres meses para proyectos de desarrollo y de dos meses 
para proyectos de educación para el desarrollo y sensibilización, y de micro proyectos.



 | 35

CUADRO COMPARATIVO BASES DE EJECUCIÓN

 Extremadura Castilla-León C. Valenciana C. Madrid

Objeto Subvenciones
cooperación directa.

Subvenciones para 
la financiación de 
proyectos de desarrollo 
y microacciones en el 
exterior

Subvenciones 
cooperación directa

Proyectos,
Microproyectos, 
Diagnósticos desarrollo

Compatible Si Si Si Si

Modalidades

Coop. Directa
Coop concertada
Coop Indirecta

Proyectos min. 50.000
Microacción entre 
20.000 y 50.000

Gst directa
Gst indirecta
Otra gestion

Proyectos entre 30.000-
240.000
Microproyectos menor 
30.000
Diagnóstico no superior 
12.000
Educación no superior 
40.000

Beneficiario

ONGD inscritas Rgto Sede 
Extremadura 2 años
Administraciones públicas.
organizaciones 
internacionales

ONGD
organizaciones Catellano-
leonesas asentadas fuera 
de España, Inscritas en el 
Registro
No depender 
administraciones publicas

Capacidad
Inscrito registro

ONGD inscritas registro  1 año
Sede Madrid
Admite agurpaciones

Porcentaje 
Subvención

80 por 100 regla general
100 por 100 acción. 
Humanitaria, AGE, org. 
Internacional..

80 por 100 proyectos
90 por 100 
microacciones

80 por 100 regla gral.
50 por 100 educación 
desarrollo

75 por 100 del coste 
total de los proyectos, 
microproyecto o 
diagnósticos aprobados

 Aportación 
recursos 
ajenos a la 
subvención

Solo aportación del 
beneficiario de los 
recursos humanos y 
materiales empleados 
para la ejecución 
actividad subvencionada 
beneficiarios y personal 
voluntario que estén 
directamente vinculadas 
a la ejecución de la 
actividad 

20 por 100 en proyectos
10 por 100 
microacciones

20 por 100 coste total

ONGD aportará al 
menos 5 por 100 costes 
directos y 15 por 100 en 
indirectos

Gasto 
subvencionable

Sólo aquellos que estén 
ligados a la intervención 

Cost directo e 
indirecto incuidos el 
financiamiento ONGD 
hasta 9 por 100

Gasto que responda a 
la ejecucion actividad 
subvencionada

coste directo e indirecto 
del financiamiento 
ONGD

Rendimientos 
financieros Financiación actividad No se regula Financiaran actividad

Financiación coste 
directo

Forma pago Anticipo 100 por 100
Anticipo 100 por 100 
previa solicitud

Anticipo 100 por 100
prepagable partidas 
40500 y 70500 del 
programa 918.

Ejecución 
Seguimiento

Informe final
Informe seguimento 
proyecto +12 meses
comprobacion en 
cualquier momento

Proyectos 1 ó 2 años
microacciones 1 año 
max.

Info final
informe seguimiento
Comprobaciones en 
cualquier momento

Informe de seguimiento 
proyecto 18 meses.
informe ejecución final
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Modificación 
proyecto

Sustancial +10 por 100 y 
no superar 40 por 100.
Necesita autorizacion

10 por 100 de las partida 
presupuestaria, así 
como los producidos 
en el cronograma y 
actividades vinculados a 
la subvención

Sustancial +15 por 100 
necesita autorización

Suntacial +10 por 100 
necesita autorización

Subcontratac Como norma general no 
superar 50 por 100

No se regula
Como norma general no 
superar 50 por 100

Como norma general no 
superar 50 por 100

Modalidades 
justificación

Cuenta justificativa con 
aportación
cuenta justificatíva
C.J. simplific (-60.000 
€ subvención) cuenta 
justificativa simplificada 

Cuenta justificativa 
simplificada, para 
microacciones y los 
proyectos de desarrollo 
-60.000 

Cuenta justificativa. 
Auditor cuenta justificativa 
con informe de auditor. 
Organismos NN.UU. a lo 
dispuesto en la normativa 
que les sea de aplicación.
Certificado ejecución

Cuenta justificativa 
con aportac cuenta 
justificativa con auditoría
C.J. simplificada 
(-60.000 € subvencion)
Cuentas por módulos

Informe final que ha de 
ser aprobado.
Anualmente y por 
muestreo comprobación 
ejecución de las acciones

1.3 Análisis comparativo de la legislación en materia de cooperación para el desarrollo de las 
cuatro comunidades autónomas estudiadas

En la legislación autonómica reguladora de la Cooperación Internacional al Desarrollo estudiada, en general no se 

aprecian diferencias sustanciales, si bien se aprecia que la de Madrid, que es del año 1999 ha sido la primera. Todas 

las leyes autonómicas son posteriores a la Ley 23/1998 de Cooperación Internacional para el Desarrollo, La LCIDCM 

señala que una de las razones de su promulgación es la promulgación de la ley estatal. 

Las leyes analizadas, si bien no mantienen una misma estructura, todas siguen un patrón común. En general regulan 

las mismas cuestiones, teniendo más similitudes que diferencias. Estas diferencias aparecen más como cuestiones de 

estilo que de fundamentos. Unas regulan más detalladamente que otras algunas cuestiones, pero todas comparten 

esa línea general y común.

Disposiciones generales. Principios

Las cuatro legislaciones recogen una referencia a los principios, objetivos y referencias de la legislación estatal de 

Cooperación Internacional para el Desarrollo respecto a esos principios a la vez que manifiestan su respeto a la polí-

tica exterior del Estado.

Las cuatro también reconocen la gran importancia del ser humano como protagonista y destinatario de las políticas 

de cooperación para el desarrollo, con especial énfasis en la defensa de la igualdad de género sobre todo en pobla-

ciones especialmente desfavorecidas, donde la mujer sufre una doble discriminación: la social y la de género.

Otro aspecto que las cuatro recogen dentro de las prioridades es el fortalecimiento de las estructuras democráticas, 

especialmente las descentralizadas tanto regionales como locales.

Todas abogan por la articulación de formas de colaboración con las administraciones regionales y locales de los paí-

ses receptores, dando especial relevancia a la transmisión de experiencia de las administraciones regionales y locales 

españolas, en la administración pública descentralizada.

 Extremadura Castilla-León C. Valenciana C. Madrid
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La Comunidad Valenciana incide dentro de sus objetivos el favorecer la participación de la población inmigrante en 

el desarrollo de sus pueblos de origen, al igual que hace Castilla y León. Comunidades donde su legislación regula el 

“codesarrollo” dentro de las modalidades de cooperación para el desarrollo.

Planificación

Las cuatros se decantan, en cuanto a la planificación, por un Plan General de carácter cuatrienal unas veces aprobado 

por la Asamblea Legislativa (Extremadura y Madrid) y otras por el Gobierno como es el caso de Valencia y Castilla y 

León. Planes que contendrán los objetivos que deben regir la política de cooperación en sus áreas de intervención.

Los planes cuatrienales extremeño y madrileño reconocen que debe estar bajo los principios del Plan Director de la 

Cooperación Internacional del Estado español.

Las cuatro legislaciones disponen que estos cuatro planes deben incluir a modo indicativo los recursos presupuesta-

rios durante su plan de vigencia.

Por otra parte el plan castellano prevé un informe al final de los cuatro años sobre el cumplimiento de sus objetivos.

El plan cuatrienal es desarrollado en las cuatro comunidades autónomas por los Planes Anuales que detallarán los 

objetivos, prioridades y recursos presupuestarios, establecidos previamente por el Plan General, y que son aprobados 

por sus gobiernos.

Una peculiaridad que presenta Madrid y Extremadura respecto a su Plan Anual es que no será necesario establecer, 

con carácter previo, bases reguladoras para la concesión de subvenciones a programas y proyectos de cooperación 

para el desarrollo cuando éstos se incluyan en el Plan Anual de cooperación para el desarrollo

Así mismo Madrid y Valencia contemplan que se informará a la Asamblea sobre el seguimiento del Plan General y 

del Anual. En el caso de Castilla y León se establece como una obligación de la Consejería el seguimiento del Plan 

General y del anual. Seguimiento que también está recogido en Extremadura.

En el caso de Extremadura los Planes Anuales contemplarán no sólo los gastos previstos para el ejercicio presupues-

tario correspondiente, sino también, en el caso de programas plurianuales que resulten aprobados, el compromiso 

de gasto para ejercicios sucesivos, previo informe de la Consejería competente en materia de Economía y Hacienda.

La Comunidad Valenciana prevé un tercer plan de carácter opcional, que es el Plan Estratégico que desarrolla los 

objetivos, prioridades o recursos establecidos en el Plan Director en sectores y áreas geográficas prioritarias.

Modalidades e instrumentos: 

Extremadura y Madrid como modalidades de cooperación distinguen entre la directa y la indirecta. Castilla y León y 

Valencia distinguen la Cooperación Bilateral que puede ser directa o indirecta, y la Cooperación Multilateral.

En cuanto a los instrumentos en general, con algunas peculiaridades todos recogen la cooperación técnica, social 

económica financiera, acción humanitaria y educación para la cooperación. Castilla y León y Valencia recogen además 

como instrumentos el codesarrollo. Castilla además la promoción del llamado “comercio justo”.

Evaluación

Sobre esta materia ninguna de las leyes recoge medidas concretas, efectuando una remisión a los Planes Anuales, 

como es el caso de Extremadura.

Valencia y Madrid contienen una enunciación declarativa de las evaluaciones. Los mecanismos de evaluación se re-

cogen más detalladamente en las Bases reguladoras.

Órganos

La estructura organizativa, con las peculiaridades de sus respectivas organizaciones, es muy similar, distinguiendo 

entre órganos rectores, ejecutivos, consultivos y de coordinación.
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Presupuestos

En las cuatro Autonomías, se indican que en los Presupuestos anuales se establecen los créditos anuales asignados. 

Permitiendo Castilla y Extremadura programas plurianuales.

Castilla establece como objetivo que en el plazo de dos legislaturas el destinar a CD el 0,7 por 100 de los recursos 

propios. En Valencia este 0,7 por 100 es el compromiso del importe que como mínimo se ha de destinar a CD (actual-

mente se ha derogado esta obligación).

Medidas de fomento

Todas recogen como medidas de fomento las subvenciones principalmente a las ONGD. Las leyes de Castilla, Valencia 

y Madrid contemplan el pago anticipado. En el caso de Extremadura este pago anticipado se recoge en sus bases.

Castilla contempla convenios de colaboración con los agentes de la CD y Valencia con organismos nacionales o inter-

nacionales con competencias en materia de CD. 

Recursos humanos

Las cuatros se refieren a los mismos recursos humanos: empleados públicos. Y la posibilidad de contratación de con-

tratistas o expertos especializados en materia de CD. 

1.4 Análisis comparativo de las bases reguladoras de las ayudas y subvenciones en materia de 
cooperación internacional

Al igual que ocurre con la legislación las bases reguladoras no presentan grandes diferencias entre ellas, e incluso se 

puede decir que tienen rasgos comunes, que son mayores que las diferencias.

Objeto e instrumentos

Como no puede ser de otra forma, el objeto de las bases es el mismo en las cuatro. Fijar las reglas para la concesión 

de subvenciones en el ámbito de la cooperación para el desarrollo.

Las singularidades en los instrumentos son que Castilla y Madrid, distingue los proyectos de desarrollo y los micropro-

yectos. Madrid además contempla el diagnósticos de los proyectos.

Las diferencias están en el importe de los presupuestos y así en Castilla los proyectos son como mínimo de 50.000 € 

y en Madrid comprende entre 30.000 y 240.000 euros, los microproyectos que son complementarios a los proyectos 

ocuparían la franja inferior, si bien las microacciones de Madrid pueden tener autonomía de un proyecto.

Los diagnósticos de proyectos de Madrid, son aquellas acciones dirigidas al análisis de necesidades y alternativas para 

la posterior formulación de proyectos y su presupuesto no puede exceder de 12.000 euros. 

Modalidades

Ya se recogen en la legislación autonómica, pero en el caso de Extremadura a partir de la creación de la AEXCID, junto 

a la cooperación directa e indirecta, se incorpora la cooperación concertada.

Beneficiarios

Todas tienen como puntos en común el de exigir que sean entidades con plena capacidad jurídica y de obrar, sin 

ánimo de lucro y el estar inscritas en algún registro. Generalmente en el de la AECID. 

Extremadura incluye dentro de los beneficiarios a las Administraciones públicas, cosa que excluye completamente 

Castilla y León al señalar que excluye a las entidades de derecho público y sus entes dependientes.



 | 39

Extremadura y Madrid piden además tener sede o delegación en su ámbito territorial con una antigüedad de 2 y 1 año 
respectivamente. El resto lo hace en las convocatorias.

Como peculiaridad en este campo citaremos la que presenta Madrid que admite que la agrupación temporal de 
ONGD, agrupación que no tendrían que tener personalidad jurídica distinta de las de las ONGD integradas.

Porcentaje subvencionado

La regla general es que se cubra el 80 por 100 de la actividad subvencionada, salvo Madrid que es el 75 por 100 del 
importe del proyecto.

Aportación recursos ajenos a la subvención, y gastos subvencionables

Todas exigen la aportación de recursos ajenos a la subvención, en general del 20%, también en general no se ad-
miten estos aportes en cuanto a ese porcentaje en gastos indirectos igualmente se admiten aportes valorizados en 
concretos conceptos y siempre por las contrapartes locales y no por las ONGD solicitantes en España. 

Los costes indirectos subvencionables son del 8%, 9% o 10%, según la comunidad. 

Forma de pago y compatibilidad con otras ayudas

Todas las comunidades autónomas contemplan el anticipo del 100 por 100 de la subvención, en Castilla previa pe-
tición.

Y también todas, admiten la compatibilidad con otras ayudas siempre que no se supere en conjunto el 100 por 100 
del coste de la acción subvencionada.

Rendimientos financieros

En los tres casos que se regula, Castilla no lo regula, los rendimientos se tienen que aplicar para la financiación de la 
actividad en gastos directos. La Comunidad de Madrid contempla la posibilidad de optar por devolverlos o reinver-
tirlos. 

Ejecución, seguimiento y modificación proyecto

Se admiten en todos los casos proyectos de ejecución plurianual, generalmente se remiten a la convocatoria para 
determinar la duración máxima de ejecución.

Las formas de seguimiento y comprobación son muy similares en los cuatro casos: informe final, informe de segui-
miento en los casos que el plazo de ejecución supere los 12 meses. Cabe la posibilidad de efectuar comprobaciones 
en cualquier momento.

También en las cuatro se distingue entre las modificaciones sustanciales y las que no lo son. Coinciden en los criterios 
para considerar sustancial o no una modificación, (cambio de contraparte, de ubicación, de objetivos, etc.) en cuanto a 
lo aspectos económicos la modificación sustancial se remite al incremento de cada partida inicial o reformulada que 
como norma general es el 10 por 100 salvo en el caso de Valencia el 15 por 100. Siendo necesaria en las modificacio-
nes sustanciales la autorización previa.

Subcontratación

En las tres comunidades que la regulan no se apartan del criterio de la LGS que marca un límite del 50 por 100, no 
teniendo la consideración de subcontrata la ejecución de las actividades realizadas por el socio local, lo que también 
se ajusta al Real Decreto 794/2010, por el que se regulan las ayudas y subvenciones de cooperación internacional.

Modalidades de justificación

Es en este apartado donde se aprecian más peculiaridades, aunque se pueden decir que sobre todo Extremadura, 
Castilla y Valencia comparten la misma filosofía al basar como núcleo de la justificación la presentación de cuentas 
justificativa, si bien a partir de aquí empiezan las diferencias.
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Extremadura, Castilla y Valencia admiten la cuenta justificativa simplificada para los proyectos de menos de 60.000 
euros. 

En Extremadura y Valencia para presupuestos superiores a esta cuantía la modalidad de justificación es la cuenta 
justificativa con aportación de justificantes, en Valencia la cuenta justificativa es con auditoría, además esta última 
comunidad contempla la justificación mediante cuenta por módulos, cuando la actividad subvencionable sea medi-
ble en unidades físicas, con un valor de mercado. 

El caso de Madrid es el más diferenciado en el que la justificación es mediante un informe final, informe que ha de ser 
aprobado por la autoridad autonómica competente.

CONCLUSIÓN: Tal como se señala al principio todos los modelos presentan un patrón común, donde las singularida-
des, se pueden considerar que provienen más de la propia experiencia o de una especial sensibilidad en determinadas 
cuestiones, que en aspectos del fondo o estructurales.
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CAPÍTULO 2

ANÁLISIS DE LA NORMATIVA DE TRES MODELOS DE GESTIÓN 
INDIRECTA DE COOPERACIÓN DE LOS AYUNTAMIENTOS DE 
VALENCIA, VALLADOLID Y TARRAGONA

Autor: Rafael Salgado Gimeno

2.1 Las bases reguladoras de las ayudas en materia de cooperación para el desarrollo de los 
ayuntamientos de Valencia, Valladolid y Tarragona.

Bases Ayuntamiento de Valencia
Bases de la convocatorio de 2011: Subvenciones para la realización de proyectos de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo (BOPV de 20 de marzo de 2011). 
Objeto:

El objeto de las subvenciones es:

•	 Potenciar la realización de Proyectos de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

•	 Apoyar la iniciativa y participación de las ONGD ubicadas en el municipio de Valencia en la cooperación con 
los países menos desarrollados, mediante la cofinanciación de proyectos específicos.

•	 Contribuir al desarrollo sostenible e integral de la zona destinataria de la Cooperación.

Régimen:

La concesión de la subvención se realizará mediante el procedimiento ordinario en régimen de concurrencia com-
petitiva

El importe de la subvención se abonará en concepto de pago anticipado.

Requisitos de los solicitantes:

Que la entidad esté legalmente constituida y formalmente inscrita en el Registro de Agentes de la Cooperación Inter-
nacional al Desarrollo de la Comunidad Valenciana o en el Registro de ONGD adscrito a la AECID, acreditar experiencia 



42 |

en al menos dos proyectos de CD (salvo que ya haya sido beneficiario en otras convocatorias del Ayuntamiento) care-

cer de ánimo de lucro, reflejar que dentro de su objeto está la realización de actividades y proyectos orientados a la 

Cooperación y la Solidaridad Internacional y que se cumplan los restantes requisitos de la LGS en su art. 13. 

Si bien en el epígrafe correspondiente a los solicitantes no se dice nada sobre las agrupaciones, entendemos que si se 

admite en cuanto en las obligaciones del beneficiario hay una referencia específica a las obligaciones de las agrupa-

ciones: “En el caso de tratarse de una agrupación de varias entidades; el acuerdo de cada una de ellas por el que se 

designa a la que actuará como responsable de la agrupación ante la Administración”.

Obligaciones del beneficiario:

Dentro de las obligaciones, están como es lógico, el ejecutar el proyecto y realizar las actividades programadas en el 

mismo. Habilitar cuentas bancarias para la gestión del proyecto, aportar la diferencia entre el coste total del proyecto 

y la ayuda concedida, bien por sus propios medios o por financiación de terceros. Comunicar el inicio de las activida-

des, presentar informes semestrales, las posibles modificaciones a los proyectos y la justificación final tal y como se 

estipula en las presentes bases, etc. 

Financiación y gastos subvencionables:

El importe de la ayuda no superará en ningún caso el 80 por ciento del presupuesto total del proyecto. El resto deberá 

ser cubierto con aportaciones de la propia entidad beneficiaria o por la contraparte o por otros financiadores. 

El porcentaje no financiado por el Ayuntamiento de Valencia que resulte, podrá cubrirse con aportaciones en espe-

cie únicamente cuando correspondan a las Contrapartes del País de destino. A los beneficiarios que se les apliquen 

los conceptos de adquisición de terrenos o inmuebles, infraestructuras, construcción o reforma de inmuebles o 

personal local.

Las bases se remiten a las “Instrucciones de Justificación” de la Convocatoria, para la justificación de los ingresos y 

gastos.

En lo que se refiere a los gastos subvencionables, también hay una remisión a esta Instrucción Justificativa, donde se 

distingue los costes directos y los indirectos que son los gastos administrativos de la entidad y de la contraparte local: 

material de oficina, comunicaciones, suministros, auditorías externas, exclusiva y directamente relacionados con la 

formulación, seguimiento y evaluación de cada uno de los proyectos. Así como los de gastos de personal para la for-

mulación, seguimiento y evaluación de los proyectos, los gastos del proyecto para sensibilización.

Eso sí, se establece un límite de los costes indirectos imputados a la subvención del Ayuntamiento de Valencia que 

no sobrepasarán el 10 por 100 de la misma.

Periodicidad de las subvenciones:

Las ayudas tienen carácter anual, requiriéndose nuevas convocatorias con asignaciones presupuestarias específicas 

en el caso de que existan varias fases de ejecución de los proyectos presentados. Así mismo, se tendrá en cuenta 

favorablemente la aprobación de una fase posterior si la anterior se ha realizado cumpliendo todos los requisitos 

exigidos.

Ubicación presupuestaria:

La aplicación presupuestaria donde se consigna el gasto es ECI 1500/231/48910 Bienestar Social Proyecto de Coo-

peración Ayuntamiento de Valencia.

Compatibilidad:

Se admite una compatibilidad con otras ayudas para la misma finalidad de otras Administraciones Públicas, siempre 

que no supere el 95 por 100 del coste de la actividad subvencionada. 
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Control, seguimiento y justificación:

Dentro de las bases e instrucciones, se distinguen tres clases de informes:
•	 Informe de seguimiento; a presentar por el beneficiario como mínimo cada seis meses. Certificado firmado 

por el Director del proyecto y conformado por el Presidente o Tesorero de la entidad beneficiaria de ejecu-
ción del proyecto.

•	 Informe de reformulación; obligatorio presentar cuando se presenta solicitud de reformulación del proyecto. 
•	 Informe Final; se tendrá que presentar en un plazo máximo de 3 meses desde la finalización del proyecto 

financiado, donde la justificación de los gastos imputados a la subvención del Ayuntamiento de Valencia 
deberán acreditarse mediante facturas u otros documentos equivalentes en los que haya habido un pago 
real por contraprestación de bienes o servicios. Informe final que deberá ser aprobado por el Ayuntamiento.

Control: 

La entidad beneficiaria y la contraparte local están obligadas a facilitar la fiscalización de la gestión económica de la 
totalidad del proyecto en cualquier fase de ejecución del mismo y en el país de su ejecución y facilitar la documenta-
ción que requieran los supervisores designados. Supervisión que podrá realizar el Ayuntamiento de Valencia durante 
un período de cuatro años desde la comunicación de la aprobación del informe final.

Bases del Ayuntamiento de Tarragona

Bases reguladoras que han de regir la convocatoria de adjudicación de subvenciones del Ayuntamiento de Tarragona 
para los proyectos de Cooperación al Desarrollo internacional y para proyectos de sensibilización y educación para el 
desarrollo. (BOPT de 29 de julio de 2009)

Objeto:

El objeto de las subvenciones es:
•	 Subvenciones para proyectos de Cooperación Internacional para el Desarrollo
•	 Subvenciones para proyectos de educación para el desarrollo.

Régimen:

La concesión de la subvención se realizará mediante el procedimiento ordinario en régimen de concurrencia compe-
titiva. Con carácter general, tendrá carácter de pago anticipado, salvo que se determine otra cosa en la convocatoria.

Requisitos de los solicitantes:

Que la entidad esté legalmente constituida y formalmente inscrita en el Registro de Entidades del Ayuntamiento 
de Tarragona, con sede o delegación en el municipio, y su objeto o finalidad coincida con la finalidad de estas bases, 
junto a los restantes requisitos de la LGS. 

Obligaciones del beneficiario:

Prácticamente son las mismas que las del Ayuntamiento de Valencia como la de cumplir el proyecto o actividad que 
fundamentó la concesión de la subvención, disponer de los libros contables, conservar los documentos justificativos.., 
lo que no se requiere es abrir una cuenta bancaria específica para la subvención .

Financiación y gastos subvencionables:

Con carácter general, la subvención de CD concedida por el Ayuntamiento, no excederá el 80 por 100 del coste total 
de la intervención contemplada, salvo que la convocatoria determine otro porcentaje.

En las subvenciones para proyectos de cooperación internacional, como norma general los costes directos son aque-
llos que se encuentran directamente vinculados a la ejecución de la intervención y que hacen posible la consecución 
de los objetivos y los fines que fundamentan la concesión. Se tomará en consideración para la subvención los costes 
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definidos como “gastos subvencionables que deben ser gastos reales y no pueden adoptar la forma de una cantidad 

a mano alzada, excepto en los supuestos de gastos de viajes, dietas y costes indirectos”. 

La imputación de los costes indirectos no podrá exceder el 8 por 100 del total de la subvención otorgada por el Ayun-

tamiento. A estos efectos se entenderá por costes indirectos aquellos que son propios del funcionamiento regular de 

la entidad y de su contraparte, y se deberán imputar durante el período de ejecución del proyecto.

La subvención deberá cubrir, también, los gastos para dar a conocer el proyecto a la ciudad que no podrá superar el 

2 por 100 del total de la subvención otorgada.

Se dispone como regla general que cuando para la ejecución de las acciones subvencionadas las entidades tuvieran 

que recurrir a la contratación, se deberá adjudicar el contrato a la oferta económica que presente la mejor relación 

entre calidad y precio, en cumplimiento a los principios de transparencia, igualdad de trato a los posible contratistas 

y procurando que no exista conflicto de intereses. 

Periodicidad de las subvenciones:

La duración de la ejecución de los proyectos no podrá exceder del año, más tres meses para la redacción de las con-

clusiones del proyecto a contar desde el momento en que se ha realizado el ingreso de la subvención.

Ubicación presupuestaria:

La aplicación presupuestaria donde se consigna el gasto se determinará en la propia convocatoria. En otro apartado 

se indica con cargo a la partida “Fondo de Cooperación 0,7 por 100 “.

En la convocatoria correspondiente al año 2012 se asignaba a la cuenta 03085/23162/48900

Compatibilidad:

Se admite una compatibilidad con otras ayudas para la misma finalidad de otras Administraciones Públicas, siempre 

que no supere el 100 por 100 del coste de la actividad subvencionada. 

Control, seguimiento y justificación:

Hay una remisión a los art. 14.1 c) y 32.1 de la LGS, las entidades beneficiarias de la subvención se someterán a las 

actuaciones de comprobación, seguimiento y evaluación que determine el departamento competente en materia de 

Cooperación, con quien se delega el ejercicio de esta competencia, facilitando toda la información requerida, con la 

finalidad de verificar la correcta ejecución de los proyectos subvencionados.

Igualmente las entidades beneficiarias se someterán a las actuaciones de control financiero que corresponde a la 

Intervención General del Ayuntamiento.

Las entidades subvencionadas deberán facilitar periódicamente el grado de cumplimiento de los proyectos, de acuer-

do con el calendario e instrucciones de seguimiento dictadas.

La forma de justificación se documentará en todo caso, con una memoria justificativa del cumplimiento de las con-

diciones impuestas con indicación de las actividades realizadas y los resultados obtenidos, o en la forma que se 

dispongan en las bases de ejecución del Presupuesto Municipal vigente en el momento de la convocatoria, y necesa-

riamente deberá ser mediante una de las modalidades previstas en la LGS:

Cuenta justificativa con aportación de justificantes de gasto.

Cuenta justificativa con aportación de informe de auditor, que debe ser conforme a la Orden EHA/1434/2007, de 17 

de mayo, por la que se aprueba la norma de actuación de los auditores de cuentas en la realización de los trabajos 

de revisión de cuentas justificativas de subvenciones, y en las bases de ejecución del presupuesto municipal vigentes.

Cuenta justificativa simplificada, para subvenciones menores de 12.000 euros o de la cantidad que se determine en 

las bases de ejecución del presupuesto que se encuentre en vigor. 
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La falta de justificación y la justificación insuficiente, como consecuencia de la existencia de deficiencias en la justifi-

cación de cualquier de estos aspectos comportará el inicio del expediente de reintegro. 

Ayuntamiento de Valladolid

Convocatoria y bases reguladoras para la concesión de subvenciones del año 2013. 

Objeto:

Subvenciones dirigidas a ONGD para la ejecución de actuaciones asistenciales y paliativas dirigidas a aliviar el sufri-

miento y contribuir a la supervivencia de la población altamente vulnerable de los países empobrecidos.

Régimen:

Estas subvenciones se concederán en régimen de concurrencia competitiva.

Se abonará un único anticipo del 100 por 100 de la subvención concedida, liberándose a las entidades subvenciona-

das del establecimiento de garantías. El anticipo deberá ser debidamente justificado.

Requisitos de los solicitantes:

Pueden solicitar subvenciones las ONGD que vayan a ejecutar directamente el proyecto con el que concurren a la 

convocatoria, o bien que actúen en representación de un socio local que se encargue de la realización del mismo. En 

todo caso, el socio local deberá de ser otra ONG u organización de carácter privado sin ánimo de lucro en los países 

empobrecidos.

Las ONG deben estar legalmente constituidas. Estar inscritas en el Registro Municipal de Asociaciones o en el 

caso de no tener forma jurídica asociativa en los Registros que correspondan, carecer de fin de lucro, con sede 

abierta o delegación permanente en el municipio de Valladolid, justificable documentalmente y con un año 

de antelación a la publicación de la convocatoria, teniendo presencia activa en Valladolid, justificada mediante 

la presentación de memoria de actividades u otro tipo de documentación que avale la misma y el resto de las 

exigencias de la LGS. 

Obligaciones del beneficiario: 

Solicitarán la autorización previa y expresa del Ayuntamiento de Valladolid para cualquier modificación sustancial 

del proyecto, entendiendo por tal, aquella que afecta a los objetivos, población destinataria, zona, plazo de ejecución, 

diferencias presupuestarias de hasta un 20 por 100 entre partidas con respecto a lo presupuestado.

Financiación y gastos subvencionables:

Con carácter general, la subvención de CD concedida por el Ayuntamiento, a nivel porcentual, no excederá el 75 por 

100 del presupuesto total del proyecto, estableciéndose un límite máximo de subvención de 15.000,00 € para cada 

uno de los proyectos. 

La entidad beneficiaria de la subvención financiará el 25 por 100 restante con recursos ajenos a la subvención con-

cedida por el Ayuntamiento.

 Será considerada como cofinanciación aquellas aportaciones necesarias para el desarrollo de la totalidad del proyec-

to, tanto si provienen de la entidad solicitante, como de la contraparte y de otras subvenciones públicas aportadas a 

la ONGD solicitante o a la contraparte.

Las aportaciones de las contrapartes pueden consistir en recursos humanos, materiales, terrenos e infraestructuras así 

como en mano de obra de los destinatarios finales. En el caso en que éstas realicen contribuciones en especie, deben 

presentar documentación acreditativa de su valorización de los aportes, incluyendo la acreditación sobre titularidad 

y régimen de propiedad de los terrenos e inmuebles vinculados al proyecto.



46 |

Podrán imputarse como gastos directos del programa subvencionado los empleados directamente para la ejecución 
del proyecto, poniéndose límites por ejemplo para los gastos de personal expatriado, en su caso, que puedan finan-
ciarse y no podrán exceder en concepto de gasto bruto los 2.000 € por persona y mes (incluidos sueldos y cotizacio-
nes a la Seguridad Social). Y en todo caso los gastos de personal expatriado (remuneración, más desplazamientos en 
el terreno, no deberán de exceder del 10 por 100 de la subvención otorgada). También se incluyen como directos los 
gastos de evaluación y auditoría

Cuando el gasto de ejecución de una obra supere la cuantía de 50.000 €, deberán de solicitar como mínimo 3 ofertas 
de diferentes proveedores, con carácter previo a la contratación del compromiso para la prestación del servicio, salvo 
en casos excepcionales. La elección entre las ofertas presentadas que deberán aportarse en la justificación o, en su 
caso, en la solicitud de subvención se realizará conforme a criterios de eficiencia y economía, debiendo justificarse 
expresamente en una memoria la elección cuando no recaiga en la propuesta económica más ventajosa. 

Cuando el gasto sea relativo a suministros de bienes de equipo o prestación de servicios, como criterio general serán 
adquiridos siempre en los mercados locales de los países receptores, en cuyo caso, y para gastos de cuantía superior a 
18.000 €, la entidad subvencionada deberá solicitar como mínimo 3 ofertas de diferentes proveedores, salvo que por 
las especiales características de los gastos subvencionables no exista en el mercado suficiente número de entidades 
que lo suministren o presten, o salvo que el gasto se hubiera realizado con anterioridad a la solicitud de la subvención. 
En caso de no ser posible la adquisición en los países receptores, deberán de justificarlo mediante informe razonado.

Podrán justificar en costes indirectos hasta un máximo del 8 por 100 de la subvención concedida; porcentaje que se 
incrementará hasta un 9 por 100 de la subvención concedida en aquellos en que el proyecto lleve ligado acciones 
de sensibilización en la ciudad. Pudiéndose imputar como gastos indirectos del programa subvencionado tales como 
el personal técnico de la ONGD encargada de la gestión, administración, funcionamiento de los proyectos; funciona-
miento de la ONGD (gastos corrientes, etc.). 

Periodicidad de las subvenciones:

Se subvencionarán proyectos cuyas acciones sean realizadas desde el día 1 de enero del ejercicio correspondiente a 
la respectiva convocatoria, hasta la fecha de finalización de la justificación, salvo que se soliciten prórrogas para la 
ejecución y justificación final de cada proyecto, en cuyo caso las acciones subvencionadas llegarán hasta la prórroga 
concedida.

Ubicación presupuestaria:

El crédito presupuestario asignado es con cargo a la aplicación presupuestaria 10/2311/490 (Área de Bienestar Social 
y Familia)/Acción Social/Transferencias corrientes al exterior), del presupuesto municipal del ejercicio 2013.

Compatibilidad:

La concesión de estas subvenciones será compatible con otras concedidas para el mismo fin siempre que la cuantía 
total de las ayudas concedidas no supere la totalidad del coste del proyecto que se subvenciona. 

Control, seguimiento y justificación:

La justificación de la subvención concedida contendrá, además de las memorias de ejecución del proyecto, la justi-
ficación de gastos de la totalidad de la subvención concedida más la acreditación de la cofinanciación que concurre 
en el proyecto.

Los gastos se acreditarán mediante facturas y excepcionalmente a través de otros documentos de valor probatorio 
equivalente con validez en el tráfico jurídico mercantil o con eficacia administrativa, en los términos establecidos 
reglamentariamente y siempre que en la documentación justificativa se acredite que los perceptores del pago no 
están sujetos a obligación de emitir factura en el país en el que se ha efectuado el gasto. Se presentarán tanto los 
documentos originales como copias, siendo devueltos los originales tras su compulsa.
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En caso de no poder presentar facturas o documentos originales acreditativos del gasto, deberán aportar copias com-
pulsadas del original que cuente con un sello específico de la ONG o contraparte estampado en la propia factura y 
acreditativo de que ese gasto ha sido imputado al Ayuntamiento de Valladolid, indicando el año de la convocatoria y 
el proyecto subvencionado.

2.2 Análisis comparativo de las bases reguladoras de la concesión de subvenciones para coope-
ración al desarrollo de los Ayuntamientos de Valencia, Tarragona y Valladolid

Cuadro Comparativo

Ayto Valencia Ayto. Tarragona Ayto. Valladolid

Objeto

Proyectos cooperacion al 
desarrollo
confinanciacion proyectos  
específico
Desarrollo sostenible

Proyectos cooperacion al 
desarrollo
Educacion desarrollo

Actuaciones esistenciales 
paliativas para contribuir 
supervivencia de la población 
vulnerable de los países 
empobrecidos

Pago Anticipo 100 por 100 Anticipo 100 por 100 Anticipo por 100 por 100

Beneficiarios

Requisitos 13 LGS
Inscrito en registro
Experiencia
Sede Valencia
Se admiten agrupados 

Requisitos LGS,
Inscrito Registro
Sede Tarragona

Requisitos LGS
Inscrito Registro
Sede Valladolid con +1 año.
Socios locales tienen que ser 
ONGD o similiar

Obligaciones
Ejecutar proyecto
Abrir cuentas diferenciadas
Conservar 4 años justificantes

Ejecución Pedir autorización modificación 
sustancial (+20 por 100)

Financiacion 80 por 100 presupueso. 80 por 100 presupuesto 75 por 100 presupuesto

Costes directos Empleados directamente en la 
ejecución proyecto

Coste real Empleado ejecución proyecto

Costes indirectos

Administrativos y personal 
del beneficiario y contraparte, 
funcionamiento de las 
mismas relacionadas con la 
formulación, seguimiento y 
evaluación
Límite. 10 por 100

Los que son propios de los 
funcionamiento regular 
beneficiarios y contraparte 
durante el período de ejecución 
del proyecto
Límite. 8 por 100

Funcionamiento de la ONGD
Personal técnico empleado en 
el seguimiento del proyecto.
Límite. 8 por 100, ó 9 por 100 
en educación para el desarrollo

Periódo 1 año 1 año 1 año

Compatibilidad Si Si Si

Control y 
seguimiento

Informe seguimiento
Informe formulación
Informe final

Cuenta justificativa aportación 
de justificantes de gasto
Cuenta justificativa informe 
auditor
Cuenta justificativa simple

Facturas o copias de las mismas

Como decíamos en el caso de la legislación y las bases autonómicas, se puede decir que la filosofía de las tres bases 
es muy similar y las peculiaridades que presentan pueden ser más por cuestiones de la propia experiencia de cada 
Ayuntamiento particular, que por una sistemática diferenciada.
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Objeto:

El objeto en el caso de las bases del Ayuntamiento de Valencia si se quiere, entra más en el detalle los distintos cam-
pos de la CD: realización de proyectos, apoyo mediante cofinanciación de proyectos específicos, contribución al desa-
rrollo de zonas destinatarias de la CD. Pero esto no quiere decir que en los otros municipios no tenga este contenido. 
Incluso en el caso de Tarragona están dentro del objeto la educación para el desarrollo. El resto también dispone de 
convocatoria para Educación y Sensibilización pero lo hacen a través de otras bases.

Beneficiarios. Sus obligaciones

Los tres municipios, también en estas materias comparten un patrón común, así todas exigen los requisitos esta-
blecidos por el art. 13 de la LGS, como es preceptivo, el estar inscritos en algún Registro, tener sede o delegación en 
el Municipio, etc. Valencia ha incorporado en sus últimas bases, en el caso de beneficiarios que no hayan obtenido 
anteriormente subvenciones de este Ayuntamiento, están obligados a tener una experiencia de haber ejecutado al 
menos dos proyectos de cooperación.

Valencia como ya decíamos también presenta para nosotros la mayor singularidad en esta materia al admitir las 
agrupaciones como beneficiarios, lo que es totalmente conforme a derecho.

Con las obligaciones de los beneficiarios, también pasa lo mismo, que la diferencia viene más en el grado de detalle, 
que en el propio contenido de las mismas. 

Por indicar singularidades, Valencia obliga a habilitar cuentas bancarias específicas para la gestión del proyecto. Valla-
dolid recoge como única obligación el solicitar autorización a las modificaciones esenciales, lo que quiere decir que 
para las restantes obligaciones se remite a la legislación general.

Régimen:

En los tres casos, como exige la LGS, la concesión de la subvención se realizará mediante el procedimiento ordinario 
en régimen de concurrencia competitiva.

Estableciéndose, también en los tres casos, la posibilidad del pago anticipado por 100 por 100

Financiación y gastos subvencionables

En el caso de Valencia y Tarragona se llega al 80 por 100 del proyecto y en Valladolid el 75 por 100, lo que no se puede 
considerar más que un hecho circunstancial más que diferencial.

Las singularidades pueden venir en el alcance de los costes indirectos, así en Valencia se incluye los gastos admi-
nistrativos y personal pero relacionados directamente con la formulación, seguimiento y evaluación del proyecto, 
estableciéndose un límite del 10 por 100. Sin embargo en Tarragona siendo el límite menor, ya que se fija en el 8 por 
100, si bien son considerados costes indirectos aquellos que son propios del funcionamiento regular de la entidad y 
su contraparte, 

En el caso de Valladolid, donde el límite general para costes indirectos es el 8 por 100, son considerados coste indi-
recto el personal técnico encargado de la gestión y el propio funcionamiento de la ONGD. 

Lo que si contemplan Tarragona y Valladolid es a partir de ciertas cantidades el solicitar tres presupuestos para con-
tratar obras o suministros, lo que tienen que documentar a la hora de la justificación de la subvención. 
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CAPÍTULO 3

ASPECTOS GENERALES SOBRE LA COOPERACIÓN DIRECTA

Autor: Rafael García Matíes

3.1 Lineamientos generales de la cooperación directa

La cooperación, etimológicamente significa “Acción simultánea de dos o más agentes que obran juntos y producen 

un mismo e idéntico efecto”. Según el artículo 1 de la Ley 23/1998, de 7 de julio de Cooperación para el Desarrollo, la 

cooperación para el desarrollo puede definirse como: “El conjunto de recursos y capacidades que se ponen a disposi-

ción de los países en vías de desarrollo, con el fin de facilitar e impulsar su progreso económico y social, y para contribuir 

a la erradicación de la pobreza en el mundo, en todas sus manifestaciones”.

Existen varios criterios para distinguir las numerosas formas de llevar a cabo la cooperación para el desarrollo. Se 

pueden realizar distinciones según la naturaleza y tipo de los agentes y entre las clasificaciones según dichos criterios 

se encuentra la cooperación descentralizada. En sentido amplio, la cooperación descentralizada es la que hacen o 

promueven los poderes y entes locales descentralizados (Ayuntamientos, Comunidades Autónomas, Diputaciones 

Provinciales, etc.), bien directamente, bien a través de asociaciones, grupos de ciudadanos, ONGDs, sindicatos o cual-

quier instancia social o económica de la sociedad civil.

La cooperación municipal, es parte de la cooperación descentralizada. Es la que se hace desde el espacio social, po-

lítico, económico y cultural del municipio. Dentro de esta se distingue la cooperación municipalista que es la que se 

establece entre las Corporaciones locales del Norte y del Sur. Es una cooperación bilateral de ente local a ente local y 

se refiere en general a los mecanismos e instrumentos de gestión y administración. Esta sería la cooperación directa 

más adecuada desde lo municipal que podría extrapolarse a lo provincial o lo autonómico, en cuyo caso hablaríamos 

de cooperación provincialista y cooperación autonómica. 

Por cooperación directa debemos entender las actuaciones de desarrollo realizadas por la propia institución pública 

sin intervención de terceros (al menos formalmente). Suele referirse a la ejecución de proyectos, formación, pasantías 

etc. cuya responsabilidad y gestión es asumida por la propia institución financiadora. Por lo general, se enmarca en 
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un Plan de Cooperación y su cobertura legal viene dada por la firma de algún convenio interinstitucional o un her-
manamiento, aunque no necesariamente.

Una importante singularidad de la cooperación internacional para el desarrollo directa, al menos la que plantea más 
problemas a la hora de su gestión, es la referida a que la mayoría de los recursos se gestionan fuera de España y eso, 
especialmente cuando se trata de la Cooperación directa de un municipio o una comunidad autónoma a otros entes 
de los países en desarrollo, plantea algunas singularidades que analizaremos seguidamente. 

La cooperación directa es mucho más compleja que cuando se ejecutan proyectos en el exterior a través de una ONGD, 
porque, en este último caso, la responsabilidad de la justificación del cumplimiento y de la rendición de cuentas es de 
la organización española. Cuando quién ejecuta proyectos o realiza acciones en el exterior es directamente el ente 
local o autonómico, quién ha de justificar tanto el cumplimiento de los objetivos como la justificación de los fondos 
es un ente situado en el exterior y esto complica bastante la gestión, sobre todo si no se cuenta con una ONGDs u 
otro actor intermedio en el terreno. La cooperación directa entre administraciones supone asumir gran cantidad de 
riesgos, en la justificación de los proyectos por los efectos que tienen los cambios de gobierno y porque en general 
no se dispone por las administraciones del sur de personal capacitado y formado en los instrumentos exigidos por las 
rigurosas normas españolas para la justificación.

Los hermanamientos solidarios con países del sur son también una forma de cooperación directa. Los hermana-
mientos en su formulación como hermanamientos solidarios, requiere de acuerdo plenario y el seguimiento de un 
protocolo que está a disposición de los municipios Españoles en la FEMP. 

La ayuda humanitaria puede ser también un supuesto de cooperación directa y se realiza en ocasión de desastres y 
conflictos, debiendo ser ejecutada según los principios de neutralidad, humanidad e imparcialidad e independen-
cia. La gestión de la ayuda humanitaria implica la donación directa de recursos para esa causa, en algunos casos 
también la realización de actos locales para recaudar fondos, apertura de cuentas y, finalmente, su entrega a orga-
nizaciones especializadas en este tipo de ayuda o bien a grupos de Administraciones Públicas que se constituyen 
para esa concreta finalidad y que posteriormente se disuelven o no hasta que llega otra catástrofe o calamidad. En 
el caso de algunas comunidades autónomas funcionan comités de emergencia. En la ayuda humanitaria la cuestión 
más compleja es la económica referida a la justificación, ya que este tipo de gastos se realizan en lugares y condi-
ciones muy precarias. Casi siempre acaban consistiendo en un mero recibo de la organización intermediaria. Por eso 
lo aconsejable es que los entes locales y autonómicos se apoyen en las grandes organizaciones que tienen medios 
y experiencia en estas actuaciones y en general tienen personal en el terreno que hace más eficiente la ayuda. 
Gestionar la ayuda humanitaria directamente por entes locales o autonómicos puede resultar extremadamente 
complejo. Por ello salvo que existan comités de emergencia en el territorio de la propia comunidad autónoma, se 
aconseja canalizar esta ayuda a través de instituciones públicas especializadas como la AECID o bien a través de 
ONGDs, expertas en canalizar este tipo de ayudas. En este caso las normas de justificación deben flexibilizarse al 
máximo, por razones obvias. 

La cooperación directa se puede realizar, diseñando el propio municipio o comunidad autónoma su política de coo-
peración, mediante un programa, un proyecto o sencillamente resolviendo en un acuerdo del órgano competente, 
con quién, qué, donde, cómo y cuándo y con qué medios se va a llevar a cabo una actuación y qué objetivos se per-
siguen. Lo más apropiado es justificar en un documento la elección y hacer un planteamiento a medio o largo plazo, 
estableciendo unos objetivos a conseguir en ese periodo. La ejecución de esta política propia, puede hacerse por la 
propia entidad, si bien también sería cooperación directa si se encarga, mediante el oportuno contrato a un tercero, 
que la ejecuta conforme se le encomiende. En cualquier caso si se lleva a cabo directamente por el ente local o auto-
nómico, lo exigible es que se suscriba un convenio, en el que se detallen al máximo, los objetivos, acciones, resultados, 
medios, cronograma de ejecución, recursos a aportar, forma de justificación, y cuantos requisitos exige la LGS.
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El procedimiento que estimamos más adecuado como cooperación directa de los entes autonómicos y locales, es 
la cooperación bilateral que para la LCID consiste en el conjunto de actividades de cooperación para el desarrollo 
realizadas por las Administraciones Públicas directamente con el país receptor o bien las instrumentadas a través 
de organizaciones de desarrollo desprovistas de carácter oficial. En esta forma de cooperación directa los muni-
cipios y las comunidades autónomas pueden llevar a cabo actividades de cooperación al desarrollo utilizando 
recursos económicos y también el instrumento de la Cooperación Técnica es decir prestando asistencia, refuerzo 
en la formación y capacitación de recursos humanos, asesoramiento técnico con asistencia de expertos. La coo-
peración multilateral a través de organismos internacionales se desdibuja y se estima no es la más adecuada para 
los entes subnacionales.

Donde mejor pueden actuar los municipios y las CCAA en la cooperación directa es en el campo del fortalecimiento 
municipal e institucional, ya que no sólo disponen de instrumentos jurídico administrativos y de personal cualificado 
sino que tenemos muy reciente la experiencia derivada de la Constitución de 1978, que creó a las comunidades autó-
nomas e hizo que los municipios pasaran de ser Administraciones subalternas del Estado a ser titulares de autonomía 
para la gestión de gran parte de competencias y de instrumentos de consolidación de la democracia y constituyó a 
las CCAA como entes descentralizados. Las comunidades autónomas, disponen de una amplia experiencia y recursos 
relativos al establecimiento de una estructura descentralizada del Estado y de gestión de gran cantidad de materias 
que pueden trasladar con gran eficacia al sur. 

El uso de este instrumento puede hacerse mediante el propio personal de la institución, que incluso puede par-
ticipar voluntariamente. Mediante la sensibilización del personal propio puede hacer que este aporte también 
parte de su tiempo libre, dedicándolo a esta actividad. Con ello los recursos que pueden movilizarse son mucho 
más amplios. Aquí tampoco hay excesivos problemas de gestión. Por una parte los recursos del personal se 
gestionan en la nómina ordinaria, con ello en este tipo de cooperación técnica no hay recursos económicos que 
gestionar en el exterior, las dietas y gastos de locomoción se gestionan igualmente como gastos propios del ente 
local. Aquí lo que se transfiere al exterior son recursos personales, transferencia de conocimientos. El personal 
según la LCID, cuando sea funcionario quedará en la situación administrativa que corresponda. (Art. 87.1.b) del 
Estatuto Básico del Empleado Público, cuando va a participar en un programa por más de seis meses esta situa-
ción administrativa es la de activo si va comisionado por el propio municipio o la de servicios especiales cuando 
vaya voluntariamente. 

La cooperación directa en esta modalidad de cooperación técnica no está sujeta a la Ley General de Subvenciones, ya 
que esta dice en su artículo 2, que se entiende por subvención, a los efectos de esta ley, “toda disposición dineraria 
realizada por cualesquiera de los sujetos contemplados en el artículo 3 de esta ley, a favor de personas públicas o 
privadas, y que cumpla los siguientes requisitos” (…).

Es una ayuda pero no es una subvención. No obstante, en muchas ocasiones, la cooperación técnica puede llevar 
a la vez aportes dinerarios, por lo que en este caso los aportes dinerarios sí que estarán sometidos a la LGS, por 
ejemplo, cuando se conceden recursos para construir una infraestructura y para su puesta en funcionamiento se 
envía a técnicos para capacitar a quienes la han de poner en marcha. El dinero para la construcción de la infraes-
tructura supone una transferencia dineraria a la que aplicaríamos la ley General de Subvenciones, mientras que al 
personal que se desplaza para capacitar no, salvo que el gasto de este personal se contemple en la concesión de 
la subvención.

Este tipo de actuaciones de cooperación técnica directa debe planificarse y programarse adecuadamente para evitar 
que se trate de un mero intercambio de visitas. Se debe establecer un programa de trabajo, con actividades, previsión 
de resultados y logro de objetivos y efectuar al final la correspondiente evaluación.
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3.2 Problemas que plantea la ejecución de los convenios cuando se suscriben entre un munici-
pio o una comunidad autónoma con un ente del sur (municipio, ente regional o incluso estatal)

Otra forma de cooperación directa son los convenios. En realidad hablar de convenios es hablar en definitiva de 
un negocio jurídico que establece derechos y obligaciones entre las partes. La Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa del Ministerio de Hacienda ha dicho que la forma normal de contratar las Administraciones Pú-
blicas entre sí, es el convenio. Según el artículo 4 Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos los convenios que cita están excluidos de su ámbito de 
aplicación.

Como principio general, el convenio, no es un instrumento para eludir la concurrencia competitiva para obtener una 
subvención económica, sino que será el instrumento donde se regulen aspectos concretos de una adjudicación de 
una subvención directa, esta regulación no puede contrariar lo establecido en la LGS, así el artículo 21.2 de la LGS 
establece que podrán concederse directamente. 

a) Las previstas nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado, de las comunidades autónomas 
o de las entidades locales, en los términos recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas 
subvenciones. 

El artículo 28.1 de la LGS referido al procedimiento de concesión de las subvenciones directas establece que: la reso-
lución de concesión y, en su caso, los convenios a través de los cuales se canalicen estas subvenciones (las directas) 
establecerá las condiciones y compromisos aplicables de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

Los convenios serán el instrumento habitual para canalizar las subvenciones previstas nominativamente en los Pre-
supuestos Generales del Estado, o en los de las Corporaciones locales o CCAA, sin perjuicio de lo que a este respecto 
establezca su normativa reguladora.

Así pues, cuando se trate de subvenciones nominativas, las condiciones y compromisos se establecerán en un con-
venio, en el resto podrán establecerse en un convenio o bien, en la propia resolución de concesión. En todo caso, el 
convenio no sustituye a la resolución de concesión de la subvención, esta debe derivar de otro acto, salvo en el caso 
de la ayuda humanitaria.

¿Cuál es la naturaleza de la relación?

Cuando el convenio se suscribe entre un municipio o una comunidad autónoma española y un ente público del 
sur, estamos ante una relación contractual de naturaleza privada en el sentido de que ni la comunidad autónoma 
ni el ente local representan al Estado, ni obligan al Estado. Sino que es una relación que se establece en nombre 
de los ciudadanos de dos países (de la comunidad local o provincial o autonómica según los casos). Sin perjuicio 
de lo cual, son de aplicación internamente para cada firmante las normas generales que regulan el manejo de los 
asuntos públicos.

Los entes locales y autonómicos no son sujetos del derecho internacional. Reiterada doctrina del Tribunal Constitu-
cional ha declarado (resolviendo conflictos entre el Estado y las Comunidades Autónomas) que toda la acción exterior 
no puede calificarse de política internacional y por tanto el alcance de “Relaciones Internacionales” atribuida como 
competencia exclusiva al Estado comprende las materias relativas a la celebración de Tratados (ius contrahendi), a la 
representación exterior del Estado “ius legationis”, a la creación de obligaciones internacionales y a la responsabilidad 
internacional del Estado. 

Por tanto los convenios de los entes locales y autonómicos no tienen la naturaleza de Tratado, ni obligan al estado 
ni lo representan. 
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¿De qué instrumentos se dispone para conseguir imponer el cumplimiento o alternativamente la devolución 
para el caso de incumplimiento?

Esta es la parte más compleja de la cooperación directa, la de la exigencia del cumplimiento y correlativamente la 
devolución de los recursos no empleados o empleados inadecuadamente. 

Aquí la respuesta es compleja. 

En principio se puede decir que si se firma un documento y se hace por los órganos capacitados de ambas insti-
tuciones, (una española y la otra en un país del tercer mundo, por ejemplo Africana o de América Latina, siempre 
existirá la remisión a los tribunales del país, es decir la posibilidad de acudir ante estos para exigir o el cumplimiento 
o la devolución de los recursos. No obstante si tenemos en cuenta que se actúa en países que no siempre cuentan 
con sistemas judiciales ágiles, la lentitud y la complejidad y el coste que supondría una demanda, hace que haya de 
prever otras actuaciones alternativas para asegurar el cumplimiento o la devolución. Porque en principio las reglas 
que rigen, salvo que se disponga otra cosa, serían las previstas para el reintegro en España, que sería difícil de lograr.

Una de las recomendaciones es que una vez diseñada toda la actuación, encomendar a través de un contrato con un 
tercero que haga la coordinación y el seguimiento, incluyendo que asegure el buen fin y asuma alguna responsabi-
lidad respecto a la adecuada ejecución del proyecto y control del gasto. Esto además agilizará la gestión. También se 
podría encomendar la ejecución a una ONGD que actuaría aquí como contratista. 

No obstante como es tan complejo, lo aconsejable para imponer el cumplimiento y asegurar la devolución, es en 
primer lugar, detallar muy claramente, las formas y plazos de ejecución, exigiendo datos, informes y documentos 
acreditativos, solicitar a las Oficinas Técnicas de Cooperación de la AECID que hagan el seguimiento o al menos que 
nos informen y en su caso solicitarles la colaboración en ello, y sobre todo, no remitir los fondos adelantados en gran-
des cantidades, (aquí se aconseja no efectuar el pago total al inicio) sino hacerlo poco a poco, exigiendo para remitir 
la siguiente remesa que la anterior este justificada mediante documentos tales como informes técnicos, certificados, 
y también mediante facturas acreditativas del pago. 

Como se ha señalado cuando se actúa en convocatoria a través de una ONGD, esta es la responsable ante el financia-
dor y como está en España siempre es posible obtener un reintegro. Cuando quien ha de reintegrar alguna cantidad 
esta en un país del Sur, esto es muy complejo. 

La posibilidad de exigir avales o garantías que sería otra posibilidad es también muy difícil porque en general se trata 
de países pobres que no disponen de recursos para ello. 
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Capítulo 4

LA COMPETENCIA DE LOS MUNICIPIOS EN MATERIA DE 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO

Autor: Rafael García Matíes

La modificación efectuada por la ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Adminis-
tración Local, en adelante LRSAL, ha afectado a la atribución de competencias a las entidades locales. La regulación 
resultante de la modificación, ha venido a introducir dudas acerca de cómo ha afectado a muchas de las competen-
cias hasta ahora ejecutadas por los entes locales. La aprobación de la LRSAL ha sido aprobada durante la elaboración 
del presente documento y si ha considerado oportuno efectuar el siguiente aporte en lo que se refiere a las compe-
tencias en materia de Cooperación Internacional para el Desarrollo. 

4.1. La competencia de las comunidades autónomas

La Constitución Española de 1978 no contiene en su articulado ninguna referencia explícita a la Cooperación Interna-
cional para el Desarrollo. El fundamento constitucional de la Cooperación, se encuentra para la Ley estatal 23/1988 
de 7 de julio de Cooperación Internacional para el Desarrollo (en adelante LCID) en el preámbulo de la Constitución 
Española, en el que la Nación Española proclama su voluntad de colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones 
pacíficas y de eficaz cooperación entre los pueblos de la Tierra.

Igualmente para las comunidades autónomas el fundamento está conforme al artículo 20 de la LCID en la solida-
ridad de las respectivas sociedades con otros pueblos, respetando los principios, los objetivos y las prioridades de la 
política española establecidos por la LCID y los principios de coherencia y complementariedad previstos en la norma-
tiva de aplicación de la Unión Europea. 

Contrariamente a lo ocurrido respecto a los municipios, tal y como se señala más abajo, nada ha modificado la com-
petencia de las comunidades autónomas que disponen título jurídico suficiente mediante sus respectivas leyes de 
Cooperación, además de en el artículo 20 de la Ley 23/1988, de 7 de julio de Cooperación Internacional para el De-
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sarrollo (en adelante LCID). No obstante, cabe señalar que los entes locales y autonómicos no son sujetos del derecho 
internacional. Reiterada doctrina del Tribunal Constitucional ha declarado (resolviendo conflictos entre el Estado y 
las Comunidades Autónomas) que toda la acción exterior no puede calificarse de política internacional y por tanto 
el alcance de “Relaciones Internacionales” atribuida como competencia exclusiva al Estado comprende las materias 
relativas a la celebración de Tratados (ius contrahendi), a la representación exterior del Estado (“ius legationis”), a la 
creación de obligaciones internacionales y a la responsabilidad internacional del Estado.

Por tanto la actuación de las comunidades autónomas y obviamente también de los entes locales en esta materia no 
tiene la naturaleza de Tratado, ni obliga al Estado ni lo representa. Se trata de una actuación “expresión de la solida-
ridad de la sociedad local y autonómica”, 

4.2. La atribución de competencia de los entes locales por la Legislación Básica

Hasta el 31 de diciembre de 2013 fecha en que entro en vigor la Ley 27/2013 de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local, y salvo un pequeño paréntesis en sus inicios, era pacíficamente admitida la competencia de las 
entidades locales para actuar en el campo de la cooperación internacional para el desarrollo.

La ley 7/1985 de 2 de abril Reguladora de las bases del Régimen Local, (en adelante LRBRL), diseñó una atribución 
competencial general y muy abierta para los municipios. El apartado 1 del artículo 25 establecía que “El Municipio 
para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede promover toda clase de actividades y 
prestar cuantos servicios públicos contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal”. A 
las provincias, el artículo 36 les atribuía el fomento y la administración de los intereses peculiares de las provincias. El 
artículo 2 de la misma ley, por su parte se refería a que las leyes debían asegurar a las entidades locales su derecho a 
participar en cuantos asuntos afecten al círculo de sus intereses. El apartado 2 del artículo 25, enumeraba una serie de 
materias reservadas a los municipios, dentro de las cuales debían ejercer competencias, las cuales debían concretarse 
“en los términos de la legislación del Estado o de las comunidades autónomas”. En este marco tanto el Estado como 
las comunidades autónomas atribuyeron competencias a los entes locales.

La Sentencia del Tribunal Constitucional (TC) 214/1989 de 21 de diciembre, señaló que el fin del artículo 2 de la 
LRBRL era el concretar el alcance de la garantía constitucional de la autonomía local desde la perspectiva de las 
competencias locales, y que a tal efecto correspondía al legislador estatal, la fijación de los principios básicos en 
orden a las competencias que deba reconocerse a las entidades locales estableciendo y garantizando, “su derecho 
a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses” y que la concreción última de las 
competencias locales queda remitida a la correspondiente legislación sectorial, ya sea estatal o autonómica, según 
el sistema constitucional de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Esta mis-
ma sentencia interpretando el párrafo 2 de este artículo 2, que establece que “Las Leyes básicas del Estado previstas 
constitucionalmente deberán determinar las competencias que ellas mismas atribuyan o que, en todo caso, deban 
corresponder a los entes locales en las materias que regulen”, declaró que las leyes básicas deberán establecer que 
competencias corresponden en una materia compartida a las entidades locales, por ser ello necesario para garan-
tizarles su autonomía, sin que ello asegure que la ley básica estatal o la ley sectorial que tal cosa dispongan sea, 
sin más, constitucional, porque si excede de lo necesario para garantizar la institución de la autonomía local, habrá 
invadido competencias comunitarias, y será por ello, inconstitucional, correspondiendo al propio TC ponderar en cada 
caso si las competencias atribuidas a los Entes locales son o no necesarias para asegurar su autonomía. 

La Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo (LCID), dictada en el marco de las competencias del Estado, 
determina las competencias que corresponden a las CCAA y a los entes locales, en cooperación internacional para 
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el desarrollo al señalar: “1. La cooperación para el desarrollo que se realice desde las comunidades autónomas y las 
entidades locales, expresión solidaria de sus respectivas sociedades, se inspira en los principios objetivos y prioridades 
establecidas en la sección 2.a del capítulo I de la presente Ley. 2. La acción de dichas entidades en la cooperación para 
el desarrollo se basa en los principios de autonomía presupuestaria y autorresponsabilidad en su desarrollo y ejecu-
ción, debiendo respetar las líneas generales y directrices básicas establecidas por el Congreso de los Diputados a que 
se refiere el artículo 15.1 de la presente ley y el principio de colaboración entre Administraciones públicas en cuanto 
al acceso y participación de la información y máximo aprovechamiento de los recursos públicos.” 

Ya cabe adelantar aquí que la competencia se atribuye clara y concretamente, no es una atribución genérica de 
competencias, se dice que se realice, es decir que la norma da por supuesto que los municipios y las CCAA están 
facultados para realizar, no está atribuyendo competencia genéricamente en cooperación, sino que está atribuyendo 
las competencias concreta y específicamente.

Además la LCID en este precepto va más allá de atribuir competencias en la materia:

a) por una parte al decir “Que se realice desde CCAA y entes locales...” como se ha dicho les está atribuyendo 
competencias.

b) A la vez lo que hace además es reconocer que los ciudadanos “locales y autonómicos” son solidarios y lo 
manifiestan y exteriorizan (a través de sus sociedades dice la ley), y, al hacerlo, la ley estatal está reconociendo 
expresamente que hay un interés relevante de la sociedad local, es decir de los ciudadanos, en la materia.

c) Consecuentemente la ley está reconociendo que la cooperación internacional para el desarrollo es una materia 
que afecta directamente al círculo de los intereses locales, por lo que de conformidad con el artículo 137 de la 
Constitución (que declara la autonomía local “Para la gestión de sus intereses”) y al artículo 2 de la LRBRL (que 
señala “Deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su derecho a intervenir en cuantos asuntos afec-
ten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las competencias que proceda”), les reconoce la com-
petencia, y que aunque no le atribuyera directamente competencias, como hace, debería hacerlo porque existe un 
interés local en la materia expresamente reconocido en norma con rango de ley Estatal.

La atribución competencial a las CCAA y entidades locales se configura y delimita por la remisión que hace el propio 
artículo 20 de la LCID, mediante su remisión a otros preceptos de la ley y a las directrices del Congreso de los Diputa-
dos. No se declara y reconoce la competencia sino que, por la remisión a los principios, las directrices del Congreso de 
Diputados, configura y regula plenamente la competencia, sometiéndola a todos esos requerimientos. 

No puede por tanto el legislador estatal en la modificación de la Ley 7/1985 desconocer:

a) El contenido de la autonomía municipal, que como ha declarado el Tribunal Constitucional no es soberanía, 
sí que supone el derecho a participar en la gestión de sus propios intereses (artículo 137 de la Constitución) y 
conforme a la Carta Europea de la Autonomía Local, que la define como el derecho y la capacidad efectiva de las 
entidades locales de ordenar y gestionar una parte importante de los asuntos públicos, en el marco de la ley, bajo 
su propia responsabilidad y en beneficio de sus habitantes” 

b) Que la competencia sectorial de las comunidades autónomas, supone otro límite que el legislador estatal tam-
poco puede desconocer, en los términos señalados más arriba y que nada se opone, que las comunidades autó-
nomas en el ejercicio de sus competencias puedan atribuir competencias propias a los municipios de su territorio.

c) Que no toda la legislación básica estatal que afecta a las entidades locales se contiene en la LRBRL. También 
otras leyes estatales pueden atribuir competencias. 

d) El contenido del artículo 10.3 de la Carta Europea de la Autonomía Local, ratificada por España que establece: “Las 
Entidades locales pueden, en las condiciones eventualmente previstas por la ley, cooperar con las Entidades de otros 
Estados”.
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4.3. El nuevo marco competencial: la clasificación de las competencias

El nuevo artículo 7 en la redacción que le da la LRSAL, clasifica las competencias locales en propias, delegadas y en 
otras diferentes de unas y otras, que no denomina. Las propias son las que mediante norma con rango de ley se atribu-
yan; las delegadas, las que le deleguen, es decir son competencias de otros que ejercerán en su nombre y bajo la direc-
ción del delegante. Finalmente, esa otra tercera categoría para cuyo ejercicio se precisará de dos informes vinculantes:

a) Económicos de no poner en riesgo la hacienda local.

b) Donde se señale la inexistencia de duplicidades y aunque esta tercera categoría no son competencias delega-
das, también deberán ejercerse (realizarse dice la ley), en los términos previstos en la legislación del Estado y de 
las Comunidades Locales. 

En realidad de una lectura de este precepto, en relación con el art. 25, deja muy poco margen a lo que hasta ahora 
hemos entendido como autonomía local.

Las competencias propias, pese a que se afirma que se ejercen en régimen de autonomía y bajo la propia responsa-
bilidad se dice también que en este ejercicio debe atenderse siempre a la debida coordinación en su programación y 
ejecución con las demás Administraciones Públicas.

Las competencias delegadas, siguen el régimen de las delegaciones, el delegante determinará como se ejercen y 
además preverán técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia. Se afirma que la delegación deberá ir 
acompañado de la correspondiente financiación. Aunque no se dice de suficiente, sino correspondiente y además que 
no podrá suponer mayor gasto para las administraciones.

Finalmente las otras competencias distintas de las dos anteriores, dejan poco margen también porque se las somete, 
a disponer de recursos, a no comprometer la sostenibilidad financiera del resto de la hacienda municipal y finalmente 
a que se emitan informes (vinculantes), por la administración competente por razón de la materia en el que se señale 
la inexistencia de duplicidades y de la que ejerza la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera.

Es cierto que en el marco anterior a la LRSAL había también competencias propias, y otras a las que se les denominó 
impropias y también se producían delegaciones y que las leyes del Estado y de las comunidades autónomas distribuían 
y regulaban competencias locales, pero el marco de actuación para los entes locales era mucho más amplio y el res-
peto a la autonomía local mucho más claro. Algunos excesos que ciertamente se llevaron a cabo por algunos entes 
locales puntualmente, creo que no debieron dar lugar a esta regulación, sin duda más restrictiva. Ahora, en la nueva 
regulación todas las competencias están profundamente “participadas” por las comunidades autónomas y el Estado. 

Los excesos debieron resolverse con controles, singularmente judiciales y sólo respecto a los contraventores. 

4.4. Las competencias propias municipales

La redacción actual del artículo 25.1, dice ahora que “1. El Municipio para la gestión de sus intereses y en el ámbito 
de sus competencias, puede promover actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las 
necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal en los términos previstos en este artículo” 

La anterior redacción no incluía el párrafo: “En los términos previstos en el artículo”, por lo que si existía interés 
municipal y ello contribuía a satisfacer alguna necesidad o aspiración de la comunidad, unido a la fórmula general 
contenida el artículo 2, el municipio podía considerar que tenía competencias sobre ello, porque no era difícil fundar 
la existencia de competencia en alguna de las materias que le atribuía el artículo 25.2. Se decía que solo la ley deter-
minaba las concretas competencias en las materias del apartado 2, pero ya la ley 7/1985 en ese primer párrafo estaba 
reconociendo o atribuyendo competencias, genéricamente pero competencias. 
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Ahora en la nueva redacción, los términos de configuración de esas competencias propias serán las que se atribuyan 
de entre las materias del apartado 2 y además se sometan a los requisitos que se contienen en los apartados siguien-
tes del precepto:

“3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se determinarán por ley debiendo eva-
luar la conveniencia de la implantación de servicios locales conforme a los principios de descentralización, eficiencia, 
estabilidad y sostenibilidad financiera.

4. La ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acompañada de una memoria económica que refleje el im-
pacto sobre los recursos financieros de las Administraciones Públicas afectadas y el cumplimiento de los principios 
de estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la actividad. La ley debe prever la dotación de los 
recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera de las entidades locales sin que ello pueda conllevar, en 
ningún caso, un mayor gasto de las Administraciones Públicas.

Los proyectos de leyes estatales se acompañarán de un informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públi-
cas en el que se acrediten los criterios antes señalados.

5. La ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no se produce una atribu-
ción simultánea de la misma competencia a otra Administración Pública”.

Por tanto, a partir de ahora, las competencias propias “en las materias enunciadas” las determinarán las normas con 
rango de ley material (autonómicas o estatales), las cuales deben valorar si es conveniente o no la implantación de 
servicios locales en atención a los principios que enumera, deberán valorar el impacto económico sobre las Adminis-
traciones afectadas, y deberán prever los recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera.

Nótese que el artículo 25.2 no atribuye competencias, sino que dice que en esas materias se atribuirán competencias 
y que las competencias que se atribuyan en esas materias serán propias. O dicho de otro modo, las materias enume-
radas no facultan a los municipios por si sólo para intervenir en esas materias, deberá ser una ley autonómica o estatal 
la que atribuya la concreta competencia sobre cada materia, dentro del marco de esta ley, tal y como se ha señalado 
por la STC citada 214/1989. Además tampoco dice este precepto que las únicas competencias propias serán las que 
enumera.

4.5. La falta de una disposición transitoria general

A la entrada en vigor de la LRBRL en 1985, los entes locales venían ejerciendo sus competencias en el marco de la 
legislación vigente que en muchos casos era la preconstitucional. Para conectar la vieja con la nueva legislación y dar 
tiempo para la transición entre las anteriores normas y las que había que dictar conforme al apartado 25.2 de la Ley 
7/1985, la disposición transitoria segunda estableció “Hasta tanto la legislación del Estado y la de las comunidades 
autónomas que se dicte de conformidad con lo establecido en los artículos…. 25, apartado 2 y 36 de esta ley, no dis-
ponga otra cosa, los municipios, las provincias y las islas conservarán las competencias que les atribuye la legislación 
sectorial vigente en la fecha de entrada en vigor de esta ley. Los municipios ostentarán, además, en las materias a 
que se refiere el artículo 28 de esta ley, cuantas competencias de ejecución no se encuentren conferidas por dicha 
legislación sectorial a otras Administraciones públicas”. El artículo 28 (suprimido ahora por la LRSAL) facultaba a los 
municipios para realizar actividades complementarias de las propias de otras administraciones públicas.

Una ley nueva, la 7/1985, modificaba el régimen local existente y preveía la transición entre la vieja y la nueva regu-
lación. 

Esta era la situación antes de la promulgación de la Ley 27/2013, de 27 LRSAL, ley que viene a modificar sustancial-
mente el marco competencial de las entidades locales. 
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La modificación mediante la LRSAL de la Ley 7/1985 de 2 de abril RBRL sin embargo, no ha previsto el régimen 
transitorio de la aplicación de las modificaciones que introduce singularmente en este campo de las competencias, 
lo que no impidió que la norma entrara en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 

No es posible considerar que está vigente la disposición transitoria de la ley 7/1985, porque aquella hay que entenderla 
referida a las situaciones que modificaba la propia Ley 7 en 1985, lo cual viene reforzado porque en aquellos aspectos 
que el legislador ha querido regular la transitoriedad, lo ha hecho (salud, educación y servicios sociales entre otras).

Conforme al artículo 2.2 del código civil “2. Las leyes sólo se derogan por otras posteriores. La derogación tendrá el 
alcance que expresamente se disponga y se extenderá siempre a todo aquello que en la ley nueva, sobre la misma 
materia, sea incompatible con la anterior. Por la simple derogación de una ley no recobran vigencia las que ésta 
hubiere derogado”.

La disposición derogatoria de la Ley 27/2013 establece “A la entrada en vigor de esta ley quedan derogadas cuantas 
disposiciones de igual o inferior rango se opongan a o contradigan lo en ella establecido”.

Con esta disposición derogatoria alguien podría entender, respecto a las competencias, que todas las normas que se 
refieran a materias o actividades no previstas en la propia ley tal y como resulta de la modificación operada por la 
LRSAL, habrían quedado sin efecto, y en este sentido como, entre otras, la Cooperación Internacional para el Desarro-
llo no figura en el listado del artículo 25.2 actual como propia municipal, solo podría ser ejercida o como delegada 
o como distinta de las delegadas o propias y para su ejercicio se precisarían de las autorizaciones a que se refiere el 
artículo 7.4. Esta norma habría derogado no sólo la anterior regulación contenida en la LRBRL, sino también toda la 
contenida en la legislación sectorial autonómica y estatal que no encontrara su reconocimiento en la modificación 
de la LRBRL, lo que incluiría no sólo a las materias excluidas, sino a todas las leyes sectoriales autonómicas y estatales 
que no se dictaran conforme a los requisitos 3, 4 y 5 del artículo 25. Es decir la práctica totalidad de las competencias 
que actualmente desempeñan las entidades locales. 

Si admitiéramos esta interpretación, como se ha dicho, ello no solo afectaría a las competencias en Cooperación In-
ternacional para el Desarrollo, sino a muchas otras materias ahora desarrolladas o ejercidas por las entidades locales 
al amparo de normas con rango de ley dictadas por el propio Estado y por las comunidades autónomas en el ámbito 
de sus competencias y además afectaría sobre materias de la competencia de las comunidades autónomas que por 
el principio de la competencia son indisponibles para el legislador estatal ordinario. 

La inexistencia de una disposición transitoria general en la Ley 27/2013 para la aplicación de la norma que hubiera 
sido deseable en términos análogos a los de la actual segunda de la Ley 7/1985, hace necesario encontrar el sentido 
del alcance de la modificación competencial.

En primer lugar es importante señalar que el artículo 25, no dice que las únicas competencias que serán propias de 
los municipios serán las que se atribuyan de las materias del propio artículo, sino que dice que “ejercerá en todo caso 
como competencias propias…” Por tanto no niega que haya, ni tampoco que pueda haber, más competencias que se 
ejerzan como propias, sino que en estas materias ejercerá competencias y que las que se atribuyan en el futuro de las 
del listado deberán someterse ahora a más requisitos para garanticen la sostenibilidad y la estabilidad financiera (los 
apartados 3 y siguientes).

La ley entró en vigor a todos los efectos, incluido el de las competencias, el día 31 de diciembre de 2013 y es aplicable 
desde esa fecha y no antes. El principio constitucional de irretroactividad de las normas no favorables impide su re-
troactividad (en este caso deben entenderse no favorables aquellas disposiciones de la ley que limiten la autonomía 
municipal para la gestión de sus intereses declarado en el artículo 137 de la Constitución). Por tanto que la nueva 
regulación, en aquellos aspectos que se pueda entender que restringe competencias, solo es aplicable respecto a las 
leyes sobre las materias enumeradas en el artículo 25.2 actual que se dicten con posterioridad a su vigencia, y corre-
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lativamente que subsistirán las normas contenidas en las leyes del Estado o de las comunidades autónomas dictadas 
con anterioridad a su vigencia en el marco de sus respectivas competencias. 

A la entrada en vigor de la LRSAL los municipios ejercían: 

a)	 Competencias atribuidas por leyes sectoriales del Estado y de las comunidades autónomas de las materias 
incluidas en el listado del artículo 25. 2.

b)	 Competencias atribuidas por leyes sectoriales del Estado y de las comunidades autónomas de materias no 
incluidas en el listado del artículo 25.2.

c)	 Competencias asignadas por normas de rango inferior a la ley atribuidas por el Estado o las comunidades 
autónomas, estuvieran o no dentro del listado.

d)	 Actividades no atribuidas por norma estatal o autonómica alguna.

e)	 Actividades complementarias de las de otras administraciones al amparo del artículo 28.

Con respecto a dichos grupos de competencias:
•	 La LRSAL no ha afectado a las competencias a que se refirieren los apartados a) y b). En el caso del apartado 

b) porque la clausula del artículo 25 es abierta. “En todo caso” en esas materias, pero no excluye más. Basta 
que sea “en los términos” de la Legislación del Estado o de las comunidades autónomas.

•	 En el caso del apartado c) las competencias que se hayan atribuido por norma con rango inferior a la ley 
de las del listado del art. 25.2, deben considerarse inválidas, por contrarias al principio de legalidad exigido 
tanto antes como ahora por el artículo 25. Aunque tal y como resulta tanto de la anterior como de la actual 
redacción, las competencias que se exige que se atribuyan por ley son las que correspondan con las materias 
del artículo 25.2.

•	 En cuanto a los apartados d) y e), en esos casos se habla de realizar actividades y prestar servicios públicos y 
no de ejercer competencias. Esta diferencia es importante. Las competencias facultan para realizar activida-
des y prestar servicios, pero no al revés. En el caso del apartado d) el artículo 25.1 se configuraba como una 
norma estatal que atribuía directamente actividades a los municipios. Esta norma ahora desaparece por lo 
que si le afectaría la disposición derogatoria, aunque subsisten las dudas respecto a las actuaciones realiza-
das o que se realizan a su amparo con anterioridad. Estimamos que las que han sido asumidas reglamen-
tariamente por el propio municipio en todo caso subsistirían y respecto al resto deberían examinarse una a 
una. En el caso del apartado e) no hay duda alguna, lo que se disponía en el artículo 28 era la posibilidad de 
realizar actividades complementarias, y por tanto, la derogación elimina esa facultad a los municipios. Ya no 
hay título jurídico para realizar esas actividades complementarias actualmente más que por la vía de la de-
legación o del artículo 7.4. En cualquier caso, será necesario examinar una a una las actividades y comprobar 
cuantas de las actividades del apartado d) no son a la vez del apartado e).

La disposición derogatoria de la LRSAL hay que interpretarla en el sentido de que quedan derogadas las disposiciones 
que se opongan a o contradigan lo en ella establecido conforme a lo señalado. 

Singularmente deben considerarse derogadas aquellas normas en que la propia LRSAL concrete o excluya una com-
petencia. Aunque con una técnica defectuosa, así debe ser considerado el listado de las competencias que se pueden 
delegar del artículo 28, sin perjuicio de que pudiera tratarse en algún caso de competencias autonómicas indisponi-
bles por el legislador ordinario estatal que estaría invadiendo competencias de las comunidades autónomas, aunque 
pronunciarse sobre esto no sea el objeto de este informe. 

Aquellas competencias que se atribuyeron por leyes estatales o autonómicas a los entes locales al amparo de las 
materias que figuraban expresamente en la anterior redacción del artículo 25.2 y que también figuran ahora deben 
considerarse como propias municipales, incluidas aquellas competencias que se otorgaron en virtud de “la materia” 
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contenida en el genérico apartado 1 del artículo 25 y con el mismo motivo aquellas otras materias que se atribuyeron 
o reconocieron por leyes singulares aunque no estuvieran en el listado de materias del artículo 25.2, como es el caso 
de las atribuidas por la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo entre otras muchas.

El nuevo listado de materias del actual artículo 25.2 ha eliminado algunas de las contenidas en la anterior redacción 
y añadido otras.

a)	 Sobre las que elimina, esa sola desaparición no supone que queden sin efecto las atribuciones efectuadas por 
normas con rango de ley por el Estado o las comunidades autónomas, sino que se ha eliminado su carácter 
básico de garantía de la autonomía municipal respecto esa materia. La legislación sectorial que atribuyó las 
competencias sigue estando vigente, si bien, ahora el legislador autonómico o estatal puede derogar las com-
petencias otorgadas al haberse eliminado la exigencia que se le atribuyan competencias en esas materias. 

b)	 Respecto a las materias que añade la nueva ley, y también respecto a las anteriores que se desarrollen a partir 
de su entrada en vigor, ahí es aplicable plenamente la nueva regulación. El legislador sectorial deberá atribuir 
competencias en esas materias y además hacerlo con la observancia de todos los requisitos del artículo.

Hay que tener en cuenta que las leyes de las comunidades autónomas han atribuido durante la vigencia de la LRBRL, 
muchas competencias a las entidades locales y lo han hecho en el marco de las competencias reconocidas por sus 
Estatutos de Autonomía y que por tanto estas competencias subsisten en la actualidad, pese al tenor de la adicional 
tercera de la LRSAL que señala que la regulación es aplicable a todas las comunidades autónomas, porque lo será o 
no en la medida en que respete la distribución competencial entre el Estado y las comunidades autónomas. 

Una cosa son las materias del artículo 25.2 y otra las competencias. Lo que se dice, consecuentemente con el artículo 
2 de la ley, que garantiza el derecho a intervenir en los asuntos que les afectan, es que en todas esas materias los mu-
nicipios deberán ejercer competencias, y estás tendrán la naturaleza de propias. Pero las competencias que deberán 
ejercer de las relacionadas serán aquellas que una norma con rango de ley les atribuya, siempre que se dicten en el 
marco de sus competencias por el Estado o por las comunidades autónomas. 

Si interpretamos la disposición derogatoria literalmente, deberíamos efectuar una revisión de todas las competencias 
atribuidas a las entidades locales, y considerar derogadas a) todas las atribuidas en el marco de las materias que, aún 
estando en el listado del anterior y del actual artículo 25.2 no se hayan dictado con los requisitos de los apartados 2, 
3 y 4 de la redacción actual y b) y también todas aquellas que no figuraban en el listado anterior ni en el actual, y se 
asignaron sin las previsiones relativas a los recursos y/o autorizaciones. Ello no es así.

Del tenor literal de la disposición derogatoria resulta que:

Los apartados 3, 4 y 5 del artículo 25, se refieren al futuro, es decir a que las competencias que dentro de esas materias 
se atribuyan después de su entrada en vigor lo serán solo por ley y deberán contener las previsiones sobre la conve-
niencia, y acompañadas de la memoria económica, y la garantía de que no se produce una atribución simultanea. Por 
tanto no se está refiriendo a las situaciones nacidas con anterioridad que subsisten en principio. Claramente todas 
aquellas que se referían a materias que también estaban relacionadas en el artículo 25.2 anterior a la modificación. 
Así todas las atribuciones efectuadas por Leyes del Estado y de las Comunidades Autónomas respecto a materias del 
listado del artículo 25.2, tanto en su redacción anterior, como en la actual entiendo que subsisten actualmente.

Igualmente, las competencias que se atribuyeron con normas con rango de ley fundadas en el artículo 25.1 en la re-
dacción anterior, subsisten igualmente. También las asumidas por los propios municipios en normas reglamentarias 
al amparo del artículo 25.1 y respecto a las restantes asumidas sin norma alguna en base a este precepto (25.1) será 
necesario examinarlas una a una. 

Respecto a las previsiones que expresamente se han excluido o incluido en la nueva ley, esta entra en vigor ya, inme-
diatamente, aunque necesariamente debe producirse una transitoriedad de facto. Hay previsiones presupuestarias y 
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también personal y medios en funcionamiento y previsiones que, como en el caso de la coordinación de los servicios 
del artículo 26, en tanto no se coordinen deben continuar en servicio conforme la interpretación expuesta más arriba. 

Las competencias que expresamente enumera ya el artículo 27, como que pueden delegarse, suponen que el legisla-
dor no las considera ya expresamente competencias municipales, así resulta al decir que podrán ser delegadas, pero 
mientras no se delegan ni asumen por la Comunidad Autónoms o el Estado, de facto hay que continuar prestándolas. 
Todo ello sin perjuicio de que alguna de las competencias que se declaran como delegables, puedan en realidad se 
competencias indisponibles para el legislador estatal, al tratarse de competencias sectoriales atribuidas por los Esta-
tutos de Autonomía, extremo cuya declaración corresponde al Tribunal Constitucional.

4.6. La Cooperación Internacional para el Desarrollo y las entidades locales

La Ley 23/1988 de Cooperación Internacional para el Desarrollo, vigente actualmente establece en su artículo 20:

“1. La cooperación para el desarrollo que se realice desde las comunidades autónomas y las entidades locales, ex-
presión solidaria de sus respectivas sociedades, se inspira en los principios objetivos y prioridades establecidas en la 
sección 2. a del capítulo I de la presente ley.

2. La acción de dichas entidades en la cooperación para el desarrollo se basa en los principios de autonomía presu-
puestaria y autorresponsabilidad en su desarrollo y ejecución, debiendo respetar las líneas generales y directrices 
básicas establecidas por el Congreso de los Diputados a que se refiere el artículo 15.1 de la presente ley y el principio 
de colaboración entre Administraciones públicas en cuanto al acceso y participación de la información y máximo 
aprovechamiento de los recursos públicos”.

Igualmente las normas dictadas por las comunidades autónomas reconocen a los entes locales como actores de la 
Cooperación Internacional para el Desarrollo.

La competencia de Cooperación Internacional para el Desarrollo al no estar incluida en el listado de materias del 
artículo 25.2, podría ser considerada, del tercer grupo del artículo 7, es decir distinta a las propias o delegadas. Para 
ellas se establece en el apartado 4 del citado precepto que:

“4. Las entidades locales solo podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación 
cuando no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal, de acuerdo con 
los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y no se incurra en un 
supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público con otra Administración Pública. A estos efectos, serán 
necesarios y vinculantes los informes previos de la Administración competente por razón de materia, en el que se 
señale la inexistencia de duplicidades, y de la Administración que tenga atribuida la tutela financiera sobre la soste-
nibilidad financiera de las nuevas competencias.

En todo caso, el ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los términos previstos en la legislación del Es-
tado y de las comunidades autónomas”.

Si se tratara de una competencia que se comenzara a desempeñar ahora por los entes locales, y no se hubiera dictado 
la LCID ni ninguna ley por la comunidad autónoma, efectivamente, estaríamos en el supuesto de este apartado y 
serían necesarios esos informes vinculantes previos al ejercicio.

No obstante, la materia de la Cooperación Internacional para el Desarrollo es ya una competencia atribuida con ante-
rioridad a los entes locales, mediante ley, no solo al amparo del artículo 25.1 de la ley 7/1985 y normas autonómicas, 
sino por una ley sectorial Estatal, además de que como hemos visto la regulación introducida por la LRSAL no se refiere 
a las situaciones que nacieron al amparo de la anterior normativa. Por ello la competencia en Cooperación ha sido 
otorgada por una ley sectorial, ha nacido con anterioridad y está vigente en estos momentos respecto a los municipios.
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No se trata de una competencia atribuida por una norma básica como es el artículo 25.2 ni una competencia obli-
gatoria, incluida en el artículo 26 de la LRBRL, por lo que podrá o no prestarse por el ente local. Es una competencia 
voluntaria (ejercida bajo su responsabilidad dice la LCID) y obviamente habrá de someterse a la ley de estabilidad 
presupuestaria. Pero en estos momentos es una competencia municipal, porque la redacción del artículo 25.2 dice 
que ejercerán, en todo caso como competencias propias las que enumera. No dice que se ejercerán exclusivamente 
esas como competencias propias, ni tampoco que solo esas competencias sean propias sino que tal y como se ha di-
cho más arriba, esas las ejercerá como propias, pero puede haber otras que se ejerzan también como propias. Sin que 
pueda entenderse que las del apartado 4 del artículo 7 son propias, porque si lo fueran no sería necesario el control 
y los informes que se establece. 

La Cooperación Internacional para el Desarrollo es una competencia que el legislador estatal en la LCID, como se ha 
señalado anteriormente, lo que hace es reconocer la incardinación de la competencia en Cooperación Internacional 
para el Desarrollo tanto de las CCAA como de los entes locales, en la expresión solidaria de sus sociedades, es decir, 
reconoce expresamente el interés local, en esa materia y eso sí, señala que su ejercicio se efectuará bajo su respon-
sabilidad y otros requisitos, por tanto le atribuye la competencia y le reconoce el derecho a intervenir en esa materia 
y se hace claramente.

Alguna interpretación de estos preceptos, considera que si un Ayuntamiento con anterioridad a la entrada en vigor de 
la LRSAL, viniera ejerciendo competencias distintas de las que la LRSAL enumera como materias propias o delegadas 
y deseara seguir haciéndolo, deberá promover el oportuno expediente para justificar que el ejercicio de esas compe-
tencias no pone en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal y que no se incurre en 
un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público con otra Administración Pública.

Discrepo de esa interpretación, al menos en parte, por las razones ya expuestas más arriba. Lo que hace esa interpretación 
no es aplicar la norma a partir de su vigencia sino que la aplica retroactivamente, porque se pretende aplicar a un servicio 
que ya se está prestando, al amparo de una ley dictada anteriormente. Podría admitirse esta retroactividad respecto a 
actividades o servicios que se estuvieran prestando, sin título jurídico alguno o aunque tuvieran título este no estuviera 
contenido en una norma estatal o autonómica con rango de ley, pero no así en el caso de que haya una ley que haya atri-
buido esa competencia, como es el caso de la Cooperación Internacional para el Desarrollo que además de fundamentarse 
en la genérica atribución competencial del anterior artículo 25.1 lo hacen en normas estatales y autonómicas vigentes. 

El artículo 25.2 de la LRBRL en la redacción dada por la LRSAL, lo que hace es relacionar las “materias” en que podrán 
atribuirse competencias a los municipios, no atribuye el, las competencias, sino que señala el cauce y el contenido 
para otorgarlas, por eso no cabe entender que ese precepto está derogando normas vigentes que sí otorgan compe-
tencias y además lo hicieron conforme al ordenamiento jurídico vigente. 

De admitirse esta interpretación, respecto a estas competencias, igualmente deberían revisarse todas y cada una de 
las competencias que se ejercen actualmente por los entes locales, al amparo del artículo 25.1 y 25.2 anteriores y 
someterlas al régimen actual para su regulación, incluida la de prever la dotación de recursos suficientes como señala 
el artículo 25 en su totalidad. Con ello actualmente serían pocas las competencias a ejercer por los entes locales. Esa 
no parece haber sido la voluntad del legislador, desde luego no se ha expresado así.

Por todo ello se estima que las entidades locales mantienen la competencia actual en materia de cooperación inter-
nacional para el desarrollo, reconocida por la LCID y por las leyes de las Comunidades Autónomas, debiendo obvia-
mente someterse en su ejercicio a la normativa actual, es decir a la LCID estatal, a la de la correspondiente Comuni-
dad Autónoma y obviamente a la ley de Estabilidad Presupuestaria. 

Alguna interpretación intermedia, entiende que, los servicios obligatorios del artículo 26 LRBRL son ya competencias 
propias para cada tramo de población y respecto al artículo 25.2, se pueden considerar propias, las competencias atri-
buidas por norma con rango de ley por el Estado o la Comunidad Autónoma, de las contenidas o no en el artículo 25.2, 
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siempre que esta atribución sea concreta, clara y efectuada por una ley material. Es decir, no una atribución genérica 
o inconcreta. En este sentido la Cooperación Internacional para el Desarrollo municipal y autonómica, contiene una 
regulación amplia en la LCID, que establece que no solo se puede realizar CID sino además su regulación, incluida la de 
la sostenibilidad, al decir autonomía presupuestaria.

En cualquier caso, aunque aceptáramos, que no aceptamos, la interpretación más restrictiva, es decir la de considerar 
la inexistencia de competencia por resultar derogada la LCID en este aspecto municipal y también las autonómicas, 
estimo que en el supuesto de tener que obtener los informes del artículo 7.4 en esta materia, tan solo sería necesario 
el de sostenibilidad presupuestaria, dado que ya la propia LCID, en su artículo 20.2 al establecer que la actuaciones 
han de someterse a determinadas líneas generales y directrices básicas ya está admitiendo que no hay duplicidad. Así 
el art. 20.2 LCID dice que la acción de dichas entidades en la cooperación para el desarrollo se basa en los principios de 
autonomía presupuestaria y autorresponsabilidad en su desarrollo y ejecución, debiendo respetar las líneas generales 
y directrices básicas establecidas por el Congreso de los Diputados a que se refiere el artículo 15.1 de la presente ley y 
el principio de colaboración entre Administraciones públicas en cuanto al acceso y participación de la información y 
máximo aprovechamiento de los recursos públicos. 

Además se añade por el apartado 1 del mismo artículo que esta actividad se inspira en los principios objetivos y prio-
ridades establecidas en la sección 2.a del capítulo I de la presente ley.

En cualquier caso si aún pese a lo anterior hubiera de solicitarse el informe sobre la inexistencia de duplicidad, se 
estima que el Ministerio no debería tener ninguna dificultad en dictar una disposición general que declarará esta 
circunstancia respecto a todas las entidades locales, porque desde luego la duplicidad podría predicarse o aparecer 
en cuanto a actuar en un concreto territorio, en un concreto proyecto que colisionara con otro en ejecución o plani-
ficado por otros actores, pero las necesidades en el ámbito de la cooperación para el desarrollo son tan amplias que 
no hay duplicidad, en cualquier caso, esta puede ser una muy buena ocasión para profundizar en la coordinación de 
las acciones de Cooperación Internacional para el Desarrollo que se lleven a cabo por las Comunidades Autónomas y 
los entes locales. Este es un camino ya iniciado y que sería muy fácil retomar. 

Por lo tanto y como conclusión hay que señalar:

a)	 Que la ley 27/2013 LRSAL no ha afectado al ejercicio de la Cooperación Internacional para el Desarrollo de 
los municipios y demás entes locales y por tanto que es una actividad que puede ser ejercida actualmente 
conforme a lo establecido en el artículo 20 de LCID, 

b)	 Que se trata de una competencia propia que además de atribuida por el legislador estatal, en el artículo 20 
de la LCID, ha sido reconocida en este precepto, al conceptuarla “como expresión solidaria de sus socieda-
des” y al hacerlo así ha reconocido la existencia de un interés propio en Cooperación Internacional para el 
Desarrollo tanto de las CCAA como de los entes locales.

c)	 Que consecuentemente y conforme al artículo 2 de la Ley 7/1985 de 2 de abril RBRL, al reconocer ese in-
terés propio y tratarse de un asunto que afecta directamente al círculo de sus intereses (la sociedad local) 
los municipios y demás entes locales tienen derecho a intervenir en esta materia y por tanto a ostentar 
competencias en ella.

d)	 Otra cosa es el alcance de estas competencias, que obviamente se ejercerán con autonomía presupuestaria y 
autorresponsabilidad debiendo respetar las directrices básicas y líneas generales establecidas por el Congreso 
de los Diputados, la colaboración con otras entidades y el máximo respecto a los recursos públicos e inspirán-
dose en los principios objetivos y prioridades establecidas en la sección 2.a del capítulo I de la presente ley.

e)	 Para concluir, se trata de una competencia no obligatoria, cuyo ejercicio, al igual que el resto de competen-
cias municipales se somete a la Ley Orgánica de Estabilidad y Sostenibilidad Presupuestaria. 
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4.7 La cooperación descentralizada, la competencia municipal en Cooperación Internacional 
para el Desarrollo y la ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado

La poco clara redacción de la LRSAL en cuanto a las competencias municipales, está siendo objeto de estudio por los 
expertos. En estos momentos y pese a una nota informativa al respecto del propio Ministerio, la confusión entre los 
operadores jurídicos continua y va desde quienes consideran que la LRSAL apenas ha modificado las competencias a 
quienes estiman que se ha producido un recorte competencial de tal nivel que ahora solo son competencias propias 
ejercitables por los municipios las del artículo 26 de la LRBRL y las de las materias del artículo 25 contenidas en una 
norma con rango de ley desarrollando las materias que se citan en su apartado 2.

Otros sin embargo, estimamos que es posible mantener la interpretación efectuada en este documento. Que la dis-
posición derogatoria debe interpretarse en el sentido señalado ya que de otro modo habría que interpretar que 
deroga también a las leyes que no se dictaron conforme a los apartados 3, 4 y 5 del vigente artículo.25 de la LRBR, 
además de que no puede derogar competencias de las CCAA que están atribuyeron a los municipios al amparo de 
sus competencias

En esta materia de la cooperación, una norma dictada con posterioridad a la LRSAL, ha venido a aclarar si hubiera 
dudas la cuestión.

El Boletín Oficial del Estado de 26 de marzo publica la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior 
del Estado que viene a reafirmar que los entes locales pueden actuar en el campo de la Cooperación internacional 
para el desarrollo.

Lo hace, porque recordemos que el artículo 3 LCID incluye a la política de cooperación internacional para el desarrollo 
como parte de la acción exterior del Estado y se basa en el principio de unidad de acción del Estado en el exterior. 
Pese al artículo 1.

La ley de Acción y del servicio exterior del Estado, señala en su artículo 1 que su objeto es regular la Acción Exterior 
del Estado, enumerar sus principios rectores, identificar los sujetos y ámbitos de la misma, establecer los instru-
mentos para su planificación, seguimiento y coordinación y ordenar el Servicio Exterior del Estado, para asegurar la 
coordinación y coherencia del conjunto de actuaciones que la constituyen y su adecuación a las directrices, fines y 
objetivos de la Política Exterior. Se define la acción exterior (en la que conforme al artículo 1 de la LCID se enmarca 
la Cooperación para el desarrollo) como el conjunto ordenado de las actuaciones que los órganos constitucionales, 
las Administraciones públicas y los organismos, entidades e instituciones de ellas dependientes llevan a cabo en el 
exterior, en el ejercicio de sus respectivas competencias, desarrolladas de acuerdo con los principios establecidos 
en esta ley y con observancia y adecuación a las directrices, fines y objetivos establecidos por el Gobierno en el 
ejercicio de su competencia de dirección de la Política Exterior. Sin duda las entidades locales son administraciones 
públicas por lo que esta ley las está regulando, y no solo genéricamente sino como veremos seguidamente refi-
riéndose a ellas. 

Se declara por la ley que la Acción Exterior del Estado, como elemento esencial para la ejecución de la Política 
Exterior, se desarrollará en el marco de los instrumentos de planificación regulados en esta ley, y se sujetará a 
los principios, directrices, fines y objetivos de dicha política. Esta referencia en relación a la CID, es a la planificación 
contenida en la misma, a la que como se ha dicho se ha de someter la CID de las entidades locales y las comunidades 
autónomas, conforme al artículo 20 LCID. 

En cuanto a los sujetos, además de las referencias a las Administraciones públicas en general entre las que sin duda 
se encuentran las entidades locales, el artículo 5 señala que son sujetos de la Acción Exterior del Estado, los órganos 
constitucionales, las Administraciones públicas y los órganos administrativos, instituciones y entidades que, en el 
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ejercicio de sus propias competencias, actúan y se proyectan en el exterior, concretando en su apartado 2 que los 
órganos constitucionales, las comunidades autónomas, las Ciudades Autónomas, las entidades que integran la Ad-
ministración Local y los organismos, entidades e instituciones de ellas dependientes mantendrán informado al Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores y de Cooperación de las propuestas sobre viajes, visitas, intercambios y actuaciones con 
proyección exterior, para que este departamento pueda informar y, en su caso, emitir recomendaciones motivadas 
sobre la adecuación de la propuesta de actuación a las directrices, fines y objetivos de la Política Exterior fijados por el 
Gobierno y los instrumentos de planificación establecidos por esta ley. A la luz de este precepto, no cabe duda que las 
entidades locales pueden realizar actuaciones en el exterior, actuaciones entre las que sin duda está la Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, sobre todo en cuanto que se adecue a los requisitos exigidos por la LCID en el artículo 
20, se inspire en los principios objetivos y prioridades establecidas en la sección 2. a del capítulo I de la LCID y se base 
en los principios de autonomía presupuestaria y autorresponsabilidad en su desarrollo y ejecución, se respeten las 
líneas generales y directrices básicas establecidas por el Congreso de los Diputados a que se refiere el artículo 15.1 de 
la citada ley y el principio de colaboración entre Administraciones públicas en cuanto al acceso y participación de la 
información y máximo aprovechamiento de los recursos públicos.

El artículo 11 de la Ley de Acción Exterior por su parte señala que las actividades que las comunidades autónomas, 
las Ciudades Autónomas y las entidades que integran la Administración Local puedan realizar en el exterior en el 
marco de las competencias que les sean atribuidas por la Constitución, por los Estatutos de Autonomía y las leyes, 
respetarán los principios que se establecen en esta ley y se adecuarán a las directrices, fines y objetivos de la Política 
Exterior fijados por el Gobierno.

Asimismo, dichas actividades de las Comunidades y Ciudades Autónomas se adecuarán a los instrumentos de plani-
ficación de la Acción Exterior, elaborados y aprobados de conformidad con lo dispuesto en esta ley y establecidos por 
el Estado en el ejercicio de sus facultades de coordinación en este ámbito, cuando definan directrices de actuación 
propias de la Política Exterior del Estado o se inserten en el ámbito de las relaciones internacionales de España.

Las entidades que integran la Administración Local estarán sujetas a los instrumentos de planificación de la 
acción exterior que determinen sus respectivas comunidades autónomas.

Las actuaciones que se lleven a cabo en el ejercicio de la Acción Exterior no podrán comportar, en ningún caso, la 
asunción de la representación del Estado en el exterior, la celebración de tratados internacionales con otros Estados 
u organizaciones internacionales, la generación, directa o indirecta, de obligaciones o responsabilidades interna-
cionalmente exigibles al Estado, ni incidir o perjudicar la Política Exterior que dirige el Gobierno. Corresponde en 
cualquier caso al Gobierno establecer las medidas y directrices que regulen y coordinen las actividades en el exterior 
de las comunidades autónomas y Ciudades Autónomas con el objeto de garantizar el cumplimiento de lo dispuesto 
en esta ley. 

Las comunidades autónomas, las Ciudades Autónomas y las entidades que integran la Administración Local podrán 
celebrar acuerdos internacionales administrativos en ejecución y concreción de un tratado internacional cuando así 
lo prevea el propio tratado, les atribuya potestad para ello y verse sobre materias de su competencia. Asimismo, po-
drán celebrar acuerdos no normativos con los órganos análogos de otros sujetos de derecho internacional, no 
vinculantes jurídicamente para quienes los suscriben, sobre materias de su competencia.

El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación informará con carácter previo y de acuerdo con lo que disponga 
la legislación estatal que regule su celebración, los acuerdos internacionales administrativos y los no normativos que 
estas Administraciones pretendan celebrar con autoridades u órganos administrativos de un sujeto de derecho inter-
nacional. A tal efecto recabará el informe de los departamentos ministeriales competentes por razón de la materia.

Nuevamente todas estas referencias a la Administración Local vienen a confirmar las facultades de los municipios 
y demás entes locales para actuar en el exterior y por tanto en el campo de la Cooperación Internacional para el 
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Desarrollo. La referencia al informe del Ministerio de AAEE y Cooperación, se refiere y puede afectar a la Cooperación 
Directa, que es objeto de análisis también en este estudio. Es decir ahora los convenios, acuerdos, protocolos, etc. que 
se suscriban entre los entes locales y las autoridades de otros Estados, por ejemplo, entre dos municipios uno español 
y otro de un país en desarrollo, deberán ser informados previamente por el Ministerio. No así cuando ello se lleve a 
cabo por una ONGD para la ejecución de un proyecto de cooperación. 

El Artículo 24 de la ley de acción exterior, señala que la Acción Exterior en materia de cooperación para el desarro-
llo se orientará a contribuir a la erradicación de la pobreza, al desarrollo humano sostenible y al pleno ejercicio de los 
derechos, mediante la consolidación de los procesos democráticos y el Estado de Derecho, la reducción de las des-
igualdades, el fomento de los sistemas de cohesión social, la promoción de los derechos de las mujeres y la igualdad 
de género; dando una respuesta de calidad a las crisis humanitarias.

El artículo 35.3 de la ley de acción exterior señala que el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación recabará 
e integrará, en su caso, las propuestas de actuación exterior de los órganos constitucionales, de las Comunidades y 
Ciudades Autónomas y de las entidades locales. La no integración de las propuestas de los órganos y entes mencio-
nados en el párrafo anterior deberá ser motivada y fundarse en la adecuación a las directrices, fines y objetivos de la 
Política Exterior fijados por el Gobierno. Se está haciendo referencia aquí al principio de unidad de acción exterior. Este 
precepto puede interpretarse como propuestas de actuación genérica, como a propuestas de integrar sus acciones 
en las del Ministerio.

La Disposición final primera modificada de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desa-
rrollo LCID, para adaptarla a la nueva ley y esta modificación que afecta a los órganos de la Cooperación deja vigente 
en su totalidad el artículo 20 de la LCID que es en el que se fundamenta conforme se ha reiterado más arriba la 
competencia de los entes locales (y también de las CCAA) en materia de cooperación internacional para el Desarrollo. 
Así pues si no fuera suficiente con todos los argumentos señalados, esta ley viene a ratificar y fortalecer este plan-
teamiento. 

4.8 Institucionalizar a la Cooperación Internacional de los entes locales

Las entidades locales acometieron la Cooperación Internacional al Desarrollo como una respuesta a las demandas 
ciudadanas y lo hicieron con más voluntad que recursos tanto personales y materiales. El resultado ha sido desigual. 
Actualmente comparten el escenario entidades locales que han diseñado sus propios programas de Cooperación 
y los han ejecutado con resultados notables y otras muchas, que no lo han hecho demasiado bien y lo que es peor 
algunas que lo han hecho sin tener en cuenta ese principio de que la Cooperación es acción exterior y por tanto parte 
de la política exterior del Estado. 

Por eso en estos momentos, la propia literalidad del artículo 20 de la LCID unido a la disposición adicional primera del 
RD que desarrolla la disposición adicional 18ª de la Ley General de Subvenciones (que establece que “Acuerdos con 
comunidades autónomas y entes locales. En cumplimiento de la Declaración de París sobre la eficacia de la ayuda 
al desarrollo y de acuerdo con el mandato del artículo 20 de la Ley 23/1998, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación promoverá la formalización de acuerdos para el desarrollo de normativas convergentes con las comu-
nidades autónomas y con los entes locales o con las asociaciones de estos, de ámbito estatal o autonómico, previstas 
en las disposiciones adicionales quinta y decimotercera de la ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, 
en el marco de sus respectivas competencias y de acuerdo con lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, su Reglamento general de desarrollo y este Real Decreto”) requieren una mayor eficacia 
de la cooperación internacional de los entes locales.
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Estimo que, la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, junto con las previsiones del 
artículo 20 LCID que somete la actuación de los entes locales a los principios y directrices del estado y esta disposición 
adicional, deberían dar lugar a una regulación de la CID de las entidades locales, mediante una norma reglamentaria, 
al objeto de efectuar una planificación conjunta, en primer lugar con las acciones de CID de las respectivas comuni-
dades autónomas, para confluir posteriormente a través de estas con la del Estado. 

Con ello y sin perjuicio de que se trata de una actividad voluntaria y sometida a todas las consideraciones que se 
quiera, se conseguiría el diseño de lo que siempre ha estado claro, que las actuaciones en el exterior, cuanto menos 
deben estar coordinadas internamente, entre todos los poderes públicos que actúen en ese ámbito.
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Capítulo 5

SUGERENCIAS SOBRE ALGUNOS ASPECTOS DE LA COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO PARA MEJORAR SU GESTIÓN

Autor: Rafael García Matíes; Francesco Filippi

Seguidamente, se exponen algunas cuestiones, al objeto de en unos casos resolver dudas que se plantean en la 
gestión de la cooperación para el desarrollo (tales como la ubicación presupuesta de los fondos para la cooperación), 
en otros casos se tratará de meras recomendaciones para la mejora de las bases reguladoras de la Cooperación Inter-
nacional para el Desarrollo, cuyo objetivo es el de simplificar la gestión de la cooperación, sin merma de las garantías 
exigidas para la gestión de recursos públicos. Con ello se pretende lograr que los valiosos recursos que se dedican a 
la cooperación se empleen para el logro de los objetivos previstos.

Las recomendaciones que se contienen derivan de la experiencia en la participación en convocatorias de diversas 
entidades de todo el país, y del estudio de la multitud de regulaciones existentes. Todas las recomendaciones y opi-
niones que se vierten se hacen dentro del actual marco legal y su adopción o no, cuando el ordenamiento jurídico no 
lo hace preceptivo, es una cuestión que depende del órgano actuante. En cualquier caso, la Fundación MUSOL, solo 
pretende con este documento aportar su opinión a este campo, opinión que somete a otras mejor fundadas. 

5.1. La ubicación presupuestaria de la Cooperación Internacional para el Desarrollo en los pre-
supuestos

La Cooperación Internacional para el Desarrollo es todavía una actividad novedosa en los ámbitos autonómico y local 
en muchos de sus aspectos de gestión. 

Los fondos destinados a la Cooperación Internacional para el Desarrollo se pueden gastar:

a) Directamente por la administración española en el país destinatario.

b) La administración española los transfiere a otra persona pública o privada en España la cual a su vez los gasta 
directamente en el exterior.
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c) La administración española los transfiere a una organización pública o privada en España que a su vez los tras-
pasa a otra pública o privada en el exterior que es la que gasta en el exterior.

d) En otras ocasiones los fondos se transfieren directamente a organismos multilaterales 

e) Hay algunas actuaciones que como la sensibilización se gastan totalmente en España directamente o a través 
de otras organizaciones.

Caben algunas otras formas como integrarse en proyectos con otros entes, delegar el gasto en otras organizaciones 
internacionales, etc. Aunque no es esto último objeto de este documento.

Todo ello unido a que, al tratarse de gastos efectuados finalmente en el exterior, (salvo la sensibilización), la forma de 
gestionar y acreditar estos gastos es muy diferentes a la de los recursos que se gastan en el territorio español.

De todas las cuestiones que plantea el gasto en el exterior, se pretende abordar aquí, en qué capítulo de la vigente 
clasificación económica presupuestaria se deben ubicar los fondos que se destinan en cada ejercicio presupuestario 
a la CID.

La cuestión, además del cumplimiento de las normas presupuestarias que regulan la ubicación de los ingresos y 
gastos, es importante porque una adecuada ubicación permite una más eficaz y eficiente utilización de los recursos, 
como veremos. 

Actualmente la situación es de lo más diversa: unos sitúan los recursos en el capítulo IV, otros en el VII y algunos en 
ambos, separando dentro de cada proyecto una parte del mismo a cada capítulo o bien clasificando los proyectos que 
se presentan a las convocatorias en “IV” o “VII” según el contenido (cuando la mayor parte es inversión en el capítulo 
VII y cuando es gasto corriente en el IV). 

Hay una cuestión previa que debe tenerse en cuenta y es que los fondos que se destinan y gestionan en el exterior son 
siempre una transferencia, aún en el supuesto de que el gasto se realice directamente por el ente público español. Se 
transfieren siempre fondos a otros entes o personas, ahora en el exterior. 

Los fondos destinados a la sensibilización o a la educación para el desarrollo, que son fondos destinados a la coo-
peración, si se gestionan a través de ONGDs u otras organizaciones serán transferencias y no lo serán, si se gestionan 
directamente por el ente local.

Respecto a la Administración General del Estado, La resolución de 19 de enero de 2009, de la Dirección General de 
Presupuestos por la que se establecen los códigos que definen la clasificación económica, se refiere a los recursos 
mediante transferencias para la Cooperación Internacional para el Desarrollo en los capítulos IV y VII.

En los presupuestos generales del Estado, los fondos destinados a Cooperación Internacional para el Desarrollo que 
se gestionan a través de las ONGDs, se ubican en el Capítulo IV. 

La Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las entidades 
locales, refiere a los gastos de Cooperación Internacional para el Desarrollo los capítulos IV y VII conforme sigue: 

El capítulo IV del presupuesto: Comprende los créditos para aportaciones por parte de la entidad local o de sus organismos 
autónomos, sin contrapartida directa de los agentes perceptores, y con destino a financiar operaciones corrientes. Se inclu-
yen también las «subvenciones en especie» de carácter corriente, referidas a bienes o servicios que adquiera la entidad local 
o sus organismos autónomos para su entrega a los beneficiarios en concepto de una subvención previamente concedida. 
Posteriormente desglosa por artículos los distintos gastos y señala en el artículo 49 las transferencias al exterior, que define 
como sigue: Transferencias para gastos corrientes destinados a cooperación al desarrollo y a agentes económicos situados 
fuera del territorio nacional, o con estatuto de extraterritorialidad, o cuando deban realizarse en moneda distinta del euro.

El capítulo VII: comprende los créditos para aportaciones por parte de la entidad local o de sus organismos autó-
nomos, sin contrapartida directa de los agentes beneficiarios y con destino a financiar operaciones de capital. Se 
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incluyen también las «subvenciones en especie» de capital, referidas a bienes que adquiera la entidad local o sus 

organismos autónomos para su entrega a los beneficiarios en concepto de una subvención previamente concedida, 

debiendo imputarse al artículo que corresponda según su destinatario. La transferencias al exterior las ubica en el 

artículo 79 y las define: “En éstas se incluirán, entre otras, las transferencias de capital correspondientes a programas 

de cooperación al desarrollo o a agentes económicos situados fuera del territorio nacional, o con estatuto de extra-

territorialidad, o cuando deban efectuarse en moneda distinta del euro”.

De una primera lectura de ambos preceptos e influidos obviamente por cómo se califican los gastos efectuados 

directamente por los entes locales y por las CCAA en territorio Español, estaría claro que: cuando la subvención se 

destina a una actuación cuyo contenido en España sería un gasto corriente (por ejemplo la compra de alimentos o de 

material de papelería), estaría en el capítulo IV y seria una transferencia corriente. Si se destina a una actuación cuyo 

contenido en España sería una inversión (por ejemplo la construcción de una escuela), estaría en el capítulo VII como 

una transferencia de capital

Este mimetismo en la conceptuación del gasto efectuado directamente por la administración pública y el que se 

destina a financiar un proyecto en el exterior, podría admitirse, inicialmente, en el supuesto de que la actuación la 

ejecutará directamente la Administración, mediante la cooperación directa. 

 Pero si nos referimos a una actuación en materia de Cooperación Internacional para el Desarrollo, mediante la que 

lo que se financia no es singularmente un gasto sino un proyecto (es decir una serie de acciones, con las que obtener 

resultados concretos, con los que conseguir un objetivo), ahí estaremos siempre ante una inversión y por tanto el 

gasto debe recaer siempre en el capítulo VII. Los fondos son una inversión, para lograr revertir una situación concreta 

para conseguir otra estable y sostenible. Por ejemplo, cuando se financia un proyecto cuyas actividades consisten en 

realizar cursos y adquirir materiales, pagar desplazamientos y manutención, etc. el objetivo de la actuación no es dar 

un curso y comprar esos materiales, sino el que unas personas se hayan formado y con esa formación mejoren sus 

condiciones de vida y las de la comunidad y por tanto la reducción de la pobreza. Ese es el objetivo a conseguir me-

diante la inversión en capital humano en este caso. Con mucho más motivo estaremos con un proyecto de inversión, 

en el que nuevamente lo que se persigue no es construir un edificio, sino por ejemplo si es un hospital, la mejora de 

la salud de la población y con ello mejorar sus condiciones de vida. En la cooperación estamos siempre ante inversión 

en “estructuras humanas” o estructuras físicas para reducir o eliminar la pobreza.

Además, la literalidad de ambos artículos tampoco plantea demasiadas dudas, veamos:

El 49 señala transferencias para gastos corrientes destinados a cooperación al desarrollo y a agentes económicos 

situados fuera del territorio nacional, o con estatuto de extraterritorialidad, o cuando deban realizarse en moneda 

distinta del euro.

El 79 dice que se incluirán, entre otras, las transferencias de capital correspondientes a programas de cooperación 

al desarrollo o a agentes económicos situados fuera del territorio nacional, o con estatuto de extraterritorialidad, o 

cuando deban efectuarse en moneda distinta del euro.

Tanto uno como otro precepto, utilizan el término gastos corrientes y gastos de capital, pero lo hacen de distinto 

modo, en el primero, art. 49, dice gastos corrientes destinados a cooperación, es decir los gastos han de ir referidos a 

la actividad de cooperación, pero no a un concreto proyecto o una concreta actuación, serían por ejemplo los gastos 

de sensibilización o educación para el desarrollo. Estos son gastos destinados a la cooperación, porque el objeto de 

una actuación de sensibilización es sensibilizar en la cooperación. También podrían ubicarse en el capítulo IV los 

gastos relativos a la compra de material fungible que posteriormente se envía a un país en desarrollo así como los 

gastos destinados a aportes sobre el funcionamiento de órganos de la propia entidad concedente o aportes de esta 

naturaleza a organismos multilaterales. 
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El término que utiliza el artículo 79, es el de transferencias correspondientes a programas de cooperación al desa-
rrollo. Por tanto siempre que sean transferencias correspondientes a programas de cooperación al desarrollo serán 
transferencias de capital del capítulo 7 y del artículo 79

Se entiende por programa de desarrollo a “una serie de acciones organizadas con la finalidad de mejorar las condi-
ciones de vida en una determinada región o país en forma integral y sostenible. Algunas veces para ser más explícitos 
se les llama programa de desarrollo económico y social”

Si el legislador hubiera querido diferenciar los programas “corrientes” y los programas “de capital” se hubiera referido 
también a ellos en el capítulo IV. Por tanto, siempre que estemos ante un programa, los gastos deberán ubicarse en 
el capítulo VII. 

Es cierto que cuando se dice en el artículo 79 “transferencias de capital correspondientes a programas de cooperación 
al desarrollo”, parece estar diciendo que también habrá transferencias corrientes correspondientes a programas de 
cooperación, pero, como hemos visto, esto no es así, al referirse a las transferencias corrientes para cooperación dice 
“gastos” y no “programas”. Por ello, aunque nos parece por lo expuesto que la ubicación correcta es la del Capítulo 
VII, también cabría la siguiente interpretación respecto a los fondos que se gestionan a través de convocatoria pública 
a través de ONGDs españolas o incluso otros organismos públicos extranjeros:

El artículo 79 considera el programa como un gasto real porque lo trata como una inversión en la lucha contra la 
pobreza. Se podría considerar, en contra de lo que hemos mantenido más arriba que la lucha contra la pobreza no es 
una inversión, sino un gasto corriente, y por lo tanto ubicar la cooperación en el capítulo IV. 

O como otra posible interpretación para ubicarlo en el capítulo IV, se podría considerar que lo que se efectúa no es tanto 
una inversión o un gasto en el concreto proyecto, sino que es una transferencia a favor de las ONGDs que concurren 
a la convocatoria pública, para que esta cumpla sus fines. Por tanto sería una transferencia dedicada a un actor que 
la gastará para cumplir la finalidad comprometida que constituye su existencia, conforme a sus normas de funciona-
miento y será a cada ONGD, a la que corresponda la calificación del gasto. El único fin de examinar los proyectos en las 
convocatorias y valorarlos por los financiadores, sería comprobar que van dirigidos a esa lucha contra la pobreza. 

A los efectos de la ubicación presupuestaria municipal o autonómica lo que no tiene sentido es considerar que dentro 
de un programa único, es posible separar gastos corrientes de gastos de capital, imputando unos al capítulo IV y otros 
al VII y dado que se estima que la lucha contra la pobreza es siempre una inversión, una inversión en personas, en 
capital humano, debe ubicarse en capítulo VII. 

Por tanto y a modo de conclusión

a) Los fondos para la Cooperación Internacional para el Desarrollo que se gestionan, consumen o destinan al exte-
rior son siempre transferencias, incluso en el caso de que se adquieran bienes en España con destino al exterior o 
se contrate personal en España para actuar en el exterior. Y ello es así, tanto si la gestión se hace a través de otras 
organizaciones, incluidas las ONGDs como directamente por la administración. 

b) Cuando las actuaciones a llevar a cabo se contengan dentro de un proyecto o un programa de cooperación para el 
desarrollo, serán siempre gastos de capital, sea el programa de elaboración propia, como de elaboración de la entidad 
receptora o de la entidad contratada o adjudicataria de una subvención, tal y como resulta de la definición del artículo 79.

c) Las actuaciones de sensibilización o educación para el desarrollo, serán transferencias corrientes a ubicar en el 
capitulo IV si se ejecutan a través de otras entidades españolas que los ejecutan en España mediante convocatorias 
de ONGDS. La sensibilización ejecutada por la propia entidad, podría considerarse su ubicación en el capítulo II. 

d) Eventualmente, se podría ubicar todos los fondos para el exterior que se gestionan a través de ONGDs u otros 
agentes de la cooperación en el capítulo IV, si se considera que se trata de transferencias corrientes, a favor de 
entidades españolas o extranjeras para el cumplimiento de sus fines en los países destinatarios de la ayuda
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e) La distribución dentro de una misma convocatoria de los recursos, como transferencias corrientes y de capital, 
hace muy compleja la gestión de la cooperación, sin añadir ninguna garantía adicional, en el manejo de los re-
cursos, por lo que se recomienda a las escasas entidades que todavía la ubican en los dos capítulos para que los 
consignen en uno de ellos. Nos inclinamos por el VII.

5.2 El uso de recibos para la justificación de los gastos

Para acreditar las transacciones con los proveedores en la justificación de los gastos de los proyectos en el exterior, las 
facturas son el único justificante que se admite, en principio.

La legislación española exige que las facturas lleven los siguientes datos

Número

Datos del expedidor (nombre apellidos, denominación o razón social, CIF y domicilio)

Datos de quién realiza el pago (será la entidad subvencionada ejecutante o el socio local)

Descripción del suministro u obra

Precio unitario, y total

Importe en concepto de IVA o impuesto equivalente. Cuando la cuota se repercuta dentro del precio, la indicación 
IVA incluido

Lugar y fecha de emisión

Lugar y fecha de pago 

Firma y sello del emisor de la factura con la que se acredita la recepción de los fondos “sello o nota de pagado o 
cancelado”, que se puede sustituir con resguardo de la transferencia bancaria de pago.

Las facturas con estos requisitos son las que deben justificar los gastos realizados en España.

Para los gastos realizados en el extranjero, son facturas o los documentos que sean admitidos legalmente como 
tales en el tráfico mercantil en el lugar de realización del gasto, aunque estos no reúnan todos los requisitos de la 
legislación española.

Cuando en el país del gasto, la legislación no exige que los justificantes de gasto tengan todos los requisitos que exige 
la legislación española, se podrán usar esos justificantes, siempre que se adjunte la norma legal o documento oficial 
que acredite que así son las facturas en ese país o bien la acreditación de ello por parte de la OTC o la Embajada.

Singularmente si en algunos casos la legislación local no exige que en los justificantes consten los impuestos indi-
rectos, ello se `podrá acreditar mediante la norma local o acreditación por la OTC. 

En general se exige que en la factura conste también la prestación, y si hay varios productos, el número de ellos, el 
precio unitario y el total. La suma y los impuestos y el total. 

No obstante, en algunos países, es legal el uso de recibos o existen circunstancias en que es muy difícil obtener factu-
ras, tales como los mercados informales, lugares lejanos, pequeñas transacciones o servicios en lugares muy aislados, 
etc. y se admite que la justificación se haga mediante recibos. Se autoriza incluso que el recibo sea expedido por el 
propio socio local y que el proveedor solo lo firme y ponga sus datos. 

Se entiende por recibos: a) Los recibos emitidos por la misma entidad o sujeto que efectúa el pago, y que son firmados 
por los proveedores, acreditando de esta forma que ha recibido el importe indicado en el mismo, por los conceptos 
y cantidades que se señalan. b) Los recibos emitidos por los propios proveedores cuando éstos operan en mercados 
informales.
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Si la legislación local autoriza el uso de recibos bastará adjuntar la norma o el certificado de la AECID de que ello es 

así. En otro caso, se requerirá siempre autorización previa del órgano concedente de la ayuda.

Para que se puedan autorizar:

En todos los países, cuando se entreguen cantidades en metálico, no reembolsables, a los destinatarios finales de 

la ayuda, para la realización por sí mismo de determinadas actividades cuyo componente principal de gasto sea la 

adquisición de equipos, materiales o insumos o cuando se trate de compensaciones por desplazamientos para la 

participación en actividades formativas.

La AECID, ha elaborado un listado de países, señalando dentro de cada país los gastos que son susceptibles de jus-

tificar con recibos previa autorización de la AECID. Es decir pese a que el país y el gasto figuren en la lista además la 

AECID ha de autorizarlo. Las bases de la convocatoria pueden remitirse a estos listados.

Cuando el país no esté entre los incluidos en el listado, se autorizará cuando especiales circunstancias en el país o 

zona de ejecución (zonas muy aisladas en conflicto armado o inestabilidad social o política, inexistencia de facturas 

regladas, etc, se encuentren graves dificultades para obtener facturas o cuando se efectúen pequeñas compras, o se 

obtengan servicios de menos cuantía de sujetos particulares no profesionales.

No se puede autorizar el uso de recibos para el pago a establecimientos comerciales, empresas o profesionales a tí-

tulo individual, salvo que exista legislación local al respecto o que esta les exima de la emisión de facturas. Tampoco 

se pueden autorizar respecto a gastos realizados en España.

Requisitos para la autorización:

Para autorizar el uso de recibo, ya en el propio proyecto o programa presentado en la solicitud, se podrá describir 

la mercancía o mercancías, bienes, o servicios cuya adquisición se pretende justificar mediante recibo, las cuantías 

máximas que se prevé justificar mediante estos documentos para cada tipo de gasto. La autorización solo se referirá 

a los que tengan fecha posterior a la presentación de la solicitud del uso de recibo. 

Los recibos que se imputen a la subvención deberán ajustarse al modelo establecido por el financiador (el modelo 

de la AECID puede ser un buen modelo) y contener suficiente información para identificar al proveedor, destinatario, 

contraprestación, unidades, precio unitario, total, etc.

5.3. Los contratos de trabajo y la prestación de servicios en el exterior

Como sabemos, en España, aún después de las últimas reformas laborales, la legislación de trabajo es muy estricta. 

Los contratos deben hacerse por escrito, hay normas reguladoras que establecen salarios mínimos, las seguridad 

social es obligatoria, hay que realizar retenciones a cuenta del IRPF en las nóminas etc. Además hay una profunda 

separación entre los contratos de trabajo y la prestación de servicios de modo que, cuando se dan determinadas 

circunstancias los contratos han de ser de trabajo y no pueden ser contratos de prestación de servicios y viceversa, lo 

cual no exime de que en ocasiones se hagan contratos de servicios en fraude de ley, ya que en realidad son verdaderos 

contratos laborales disfrazados de servicios.

En materia de gastos de personal, no solo se requiere justificar el coste, sino que a la vez se requiere el contrato, 

justificar el pago de las cargas sociales, etc. En muchas ocasiones los requisitos de la legislación local en los países 

en desarrollo son semejantes a los españoles y no hay problema alguno la justificación se acredita con el contrato 

de trabajo, las nóminas, en la que constarán los descuentos efectuados, el recibí del trabajador o el justificante de la 

transferencia y el abono de las cargas sociales e ingreso de las retenciones. Igualmente, las nóminas deberán conte-

ner los descuentos o el pago de los impuestos.
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Sin embargo, hay países donde la legislación permite que algunas prestaciones personales, que en España serían 
contratos de trabajo, se puedan realizar mediante contratos de prestación de servicios y ello plantea problemas en 
la justificación. Cuando ello sea así lo que se ha de requerir es que se acredite mediante copia de la norma o bien 
mediante certificación de la OTC o de la Embajada en el país acreditar este extremo. 

Los contratos de servicios se justificarán, mediante la suscripción de un documento-contrato, en el que además de 
identificar a las partes firmantes, se enumeren las contraprestaciones con todo detalle y el precio, plazos y en su caso 
penalidades. El pago podrá ser de una vez o fraccionado, en cualquier caso el pago se acreditará mediante facturas 
o recibos conforme proceda, según lo señalado más arriba. Igualmente se efectuarán los descuentos pertinentes. 
Cuando la contraprestación en total exceda de 12.000 euros, se deberán solicitar tres ofertas a otros tantos profesio-
nales y si la adjudicación no recayera en la más barata acreditar porque se adjudica a esta y no a la más barata.

Tanto los contratos de trabajo como los de servicios deberán suscribirse por escrito. 

Lo más importante en cualquier caso, es el tener en cuenta las particularidades de las contrataciones laborales y de 
servicios locales en algunos países destinatarios de ayuda para el desarrollo y tener en cuenta la necesaria flexibilidad. 
Hay ocasiones en que al formular los gastos figuran como personal y, sin embargo, se justificarán como contratos de 
servicios. Ello es así porque esa es la realidad del país.

Una excesiva rigidez en esta cuestión complica mucho la gestión, por ello se precisa simplificarla al máximo y admitir 
el trasvase entre estos capítulos del presupuesto del proyecto. En cualquier caso es muy necesario dejar bien claras 
las prestaciones que se van a realizar con contratos de trabajo y con contratos de servicios, ya que la ubicación en el 
presupuesto del proyecto va a condicionar una u otra forma de prestación

5.4. Sobre los reintegros

Normativa general sobre reintegros.

El régimen de reintegros aplicable a los incumplimientos en materia de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
es el general de la Ley General de Subvenciones y su reglamento. 

Al respecto nos referiremos a algunas cuestiones puntuales sobre los reintegros.

Conforme al artículo 30.8 de la LGS, “El incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención en los 
términos establecidos en este capítulo o la justificación insuficiente de la misma llevará aparejado el reintegro en las 
condiciones previstas en el artículo 37 de esta ley”.

Conforme al artículo 37 de la LGS: Son causas de reintegro 

1. También (además de la invalidez de la resolución de concesión) procederá el reintegro de las cantidades percibidas 
y la exigencia del interés de demora correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en 
que se acuerde la procedencia del reintegro, en los siguientes casos:

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u ocultando aquéllas que lo hubie-
ran impedido.

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto o la no adopción del comportamiento 
que fundamentan la concesión de la subvención.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, en los términos establecidos en 
el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del artículo 
18 de esta ley.
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e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de comprobación y control financiero previstas 
en los artículos 14 y 15 de esta ley, así como el incumplimiento de las obligaciones contables, registrales o de 
conservación de documentos cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fon-
dos percibidos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o la 
concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las entidades colaboradoras y beneficia-
rios, así como de los compromisos por éstos asumidos, con motivo de la concesión de la subvención, siempre que 
afecten o se refieran al modo en que se han de conseguir los objetivos, realizar la actividad, ejecutar el proyecto o 
adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención.

g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las entidades colaboradoras y benefi-
ciarios, así como de los compromisos por éstos asumidos, con motivo de la concesión de la subvención, distintos 
de los anteriores, cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos percibidos, 
el cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o la concurrencia de 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones 
o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

h) La adopción, en virtud de lo establecido en los artículos 87 a 89 del Tratado de la Unión Europea, de una deci-
sión de la cual se derive una necesidad de reintegro.

i) En los demás supuestos previstos en la normativa reguladora de la subvención.

2. Cuando el cumplimiento por el beneficiario o, en su caso, entidad colaboradora se aproxime de modo significativo al 
cumplimiento total y se acredite por éstos una actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromi-
sos, la cantidad a reintegrar vendrá determinada por la aplicación de los criterios enunciados en el párrafo n) del apartado 
3 del artículo 17 de esta ley o, en su caso, las establecidas en la normativa autonómica reguladora de la subvención.

3. Igualmente, en el supuesto contemplado en el apartado 3 del artículo 19 de esta ley procederá el reintegro del exce-
so obtenido sobre el coste de la actividad subvencionada, así como la exigencia del interés de demora correspondiente.

El artículo 17.3.n) establece: la norma reguladora de las bases de concesión de las subvenciones concretará, como 
mínimo, los siguientes extremos:

n) Criterios de graduación de los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con motivo de la concesión de 
las subvenciones. Estos criterios resultarán de aplicación para determinar la cantidad que finalmente haya de percibir 
el beneficiario o, en su caso, el importe a reintegrar, y deberán responder al principio de proporcionalidad.

El artículo 19.3 establece 3. El importe de las subvenciones en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente 
o en concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la actividad subvencionada.

Por su parte Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, establece, respecto a los reintegros: 

Artículo 91 Reintegro por incumplimiento de las obligaciones establecidas con motivo de la concesión de la subvención 

1. El beneficiario deberá cumplir todos y cada uno de los objetivos, actividades, y proyectos, adoptar los comporta-
mientos que fundamentaron la concesión de la subvención y cumplir los compromisos asumidos con motivo de la 
misma. En otro caso procederá el reintegro total o parcial, atendiendo a los criterios establecidos en las bases regu-
ladoras de la subvención.

2. Cuando la subvención se hubiera concedido para financiar inversiones o gastos de distinta naturaleza, la ejecución 
deberá ajustarse a la distribución acordada en la resolución de concesión y, salvo que las bases reguladoras o la reso-
lución de concesión establezcan otra cosa, no podrán compensarse unos conceptos con otros.
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3. En los casos previstos en el apartado 1 del artículo 32 de este Reglamento, procederá el reintegro proporcional si el 
coste efectivo final de la actividad resulta inferior al presupuestado.

Artículo 92 Reintegro por incumplimiento de la obligación de justificación. 

1. Cuando transcurrido el plazo otorgado para la presentación de la justificación, ésta no se hubiera efectuado, se 
acordará el reintegro de la subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del artículo 70 de este 
Reglamento.

2. Se entenderá incumplida la obligación de justificar cuando la Administración, en sus actuaciones de comprobación 
o control financiero, detectara que en la justificación realizada por el beneficiario se hubieran incluido gastos que 
no respondieran a la actividad subvencionada, que no hubieran supuesto un coste susceptible de subvención, que 
hubieran sido ya financiados por otras subvenciones o recursos, o que se hubieran justificado mediante documentos 
que no reflejaran la realidad de las operaciones.

3. En estos supuestos, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran corresponder, procederá el reintegro de la subven-
ción correspondiente a cada uno de los gastos anteriores cuya justificación indebida hubiera detectado la Administración.

Artículo 93 Reintegro por incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión de la financiación 
pública recibida 

Procederá el reintegro por incumplimiento de la adopción de las medidas de difusión de la financiación pública reci-
bida cuando el beneficiario no adopte las medidas establecidas en las bases reguladoras ni las medidas alternativas 
propuestas por la Administración y previstas en el artículo 31.3 de este Reglamento.

Artículo 94 Reglas generales. 

1. En el acuerdo por el que se inicie el procedimiento de reintegro, deberán indicarse la causa que determina su inicio, 
las obligaciones incumplidas y el importe de la subvención afectado.

2. El acuerdo será notificado al beneficiario o, en su caso, a la entidad colaboradora, concediéndole un plazo de quince 
días para que alegue o presente los documentos que estime pertinentes.

3. El inicio del procedimiento de reintegro interrumpirá el plazo de prescripción de que dispone la Administración 
para exigir el reintegro, de acuerdo con lo establecido en el artículo 39 de la Ley General de Subvenciones.

4. La resolución del procedimiento de reintegro identificará el obligado al reintegro, las obligaciones incumplidas, 
la causa de reintegro que concurre de entre las previstas en el artículo 37 de la ley y el importe de la subvención a 
reintegrar junto con la liquidación de los intereses de demora.

5. La resolución será notificada al interesado requiriéndosele para realizar el reintegro correspondiente en el plazo y en 
la forma que establece el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

La primera de las cuestiones a abordar es la de analizar los problemas que plantea la obligación de reintegrar cuando 
no se justifica la totalidad de la subvención concedida.

Dicen los preceptos transcritos más arriba que la falta de justificación o la justificación insuficiente, traerán como con-
secuencia la devolución de la subvención y el pago de intereses de demora desde que se pagó la subvención hasta la 
fecha en que se acuerde la procedencia de la devolución. La justificación debe efectuarse en los términos del artículo 
30 de la LGS. Este precepto establece que 

Artículo 30 Justificación de las subvenciones públicas 

1. La justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los objetivos previstos en el 
acto de concesión de la subvención se documentará de la manera que se determine reglamentariamente, pudiendo 
revestir la forma de cuenta justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o mediante la pre-
sentación de estados contables, según se disponga en la normativa reguladora.
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2. La rendición de la cuenta justificativa constituye un acto obligatorio del beneficiario o de la entidad colaboradora, 
en la que se deben incluir, bajo responsabilidad del declarante, los justificantes de gasto o cualquier otro documento 
con validez jurídica que permitan acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública. La forma de la cuen-
ta justificativa y el plazo de rendición de la misma vendrán determinados por las correspondientes bases reguladoras 
de las subvenciones públicas.

A falta de previsión de las bases reguladoras, la cuenta deberá incluir declaración de las actividades realizadas que han 
sido financiadas con la subvención y su coste, con el desglose de cada uno de los gastos incurridos, y su presentación 
se realizará, como máximo, en el plazo de tres meses desde la finalización del plazo para la realización de la actividad.

3. Los gastos se acreditarán mediante facturas y demás documentos de valor probatorio equivalente con validez en el 
tráfico jurídico mercantil o con eficacia administrativa, en los términos establecidos reglamentariamente.

La acreditación de los gastos también podrá efectuarse mediante facturas electrónicas, siempre que cumplan los 
requisitos exigidos para su aceptación en el ámbito tributario.

Reglamentariamente, se establecerá un sistema de validación y estampillado de justificantes de gasto que permita el 
control de la concurrencia de subvenciones.

4. Cuando las actividades hayan sido financiadas, además de con la subvención, con fondos propios u otras subven-
ciones o recursos, deberá acreditarse en la justificación el importe, procedencia y aplicación de tales fondos a las 
actividades subvencionadas.

5. En el supuesto de adquisición de bienes inmuebles, además de los justificantes establecidos en el apartado 3 de 
este artículo, debe aportarse certificado de tasador independiente debidamente acreditado e inscrito en el corres-
pondiente registro oficial.

6. Los miembros de las entidades previstas en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artículo 11 de esta 
ley vendrán obligados a cumplir los requisitos de justificación respecto de las actividades realizadas en nombre y por 
cuenta del beneficiario, del modo en que se determina en los apartados anteriores. Esta documentación formará 
parte de la justificación que viene obligado a rendir el beneficiario que solicitó la subvención.

7. Las subvenciones que se concedan en atención a la concurrencia de una determinada situación en el perceptor no 
requerirán otra justificación que la acreditación por cualquier medio admisible en derecho de dicha situación previa-
mente a la concesión, sin perjuicio de los controles que pudieran establecerse para verificar su existencia.

8. El incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención en los términos establecidos en este capítulo 
o la justificación insuficiente de la misma llevará aparejado el reintegro en las condiciones previstas en el artículo 37 
de esta ley.

Los preceptos examinados se refieren a la devolución de cantidades recibidas que no fueron gastadas o lo fueron 
incorrectamente, desviándose de la resolución de concesión. Como regla general no hablan de porcentaje sino de la 
devolución. Así el artículo 37 de la ley dice “procederá el reintegro de las cantidades percibidas”. Es decir de todas las 
cantidades.

El artículo 92 del Reglamento de la LGS, diferencia entre incumplimiento total de la justificación e incumplimiento 
parcial de la justificación. Respecto al total es obvio que debe llevar aparejado el reintegro total, pero no así el parcial. 
Este precepto señala que sólo procederá el reintegro de los gastos que no se acepten como justificados por incumplir 
las normas reguladoras de la subvención. 

Para las causas de reintegro del artículo 37, este mismo precepto establece que cuando el cumplimiento se aproxi-
me de modo significativo al cumplimiento total, y se haya llevado actuado para ello, la cantidad a reintegrar vendrá 
determinada por lo establecido en el artículo 17.3.n) de la ley, es decir a lo que señalen las bases reguladora de la 
subvención concreta.
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Añade el apartado 2 del citado artículo 37 que en el supuesto del artículo 19.3, es decir, cuando la subvención supere 

el coste de la actividad subvencionada, procederá el reintegro del exceso deberá ser reintegrado junto con los inte-

reses de demora.

Aquí aparecen dos cuestiones:

La primera es la necesidad de establecer, en las bases para la concesión de las subvenciones, de un modo claro, las con-

secuencias de los incumplimientos a los efectos del reintegro. Ya que en otro caso se viene entendiendo por algunos 

financiadores que la devolución debe ser total, cuando tal y como dice el 17.3.c) los criterios deberán ser proporcionales. 

El criterio de la proporcionalidad, entendemos que debe aplicarse no solo para graduar los incumplimientos genéri-

camente, sino incluso para graduar la falta de presentación de algún documento o justificante, teniendo en cuenta la 

singularidad de que los gastos se originan en lugares distantes y con complejidades adicionales respecto a lo que son 

las subvenciones en territorio español. 

Así, por ejemplo, hay supuestos como el incumplimiento de la obligación de adoptar medidas de difusión del origen 

de los fondos, que puede ser no haber adoptado ninguna o haber dejado de adoptar alguna de ellas. Ello debe gra-

duarse adecuadamente y otorgársele un valor concreto, tanto en lo que se refiere al gasto que se destina a ello en el 

proyecto como a las consecuencias.

Hay ocasiones en que, por ejemplo, por error en lugar de con una factura se acredita un gasto con un recibo u otro 

documento sin que sea posible obtener el documento adecuado y sin embargo el gasto está hecho y puede acredi-

tarse por algún medio. Aquí la graduación podría ser la de reintegrar un porcentaje pero no todo. Piénsese, que puede 

tratarse de gastos elevados. 

Por ello como recomendación debe preverse un abanico amplio de posibles incumplimientos y prever respecto a 

cada uno de ellos las consecuencias de reintegro, graduándolos aplicando el principio de proporcionalidad. 

El reintegro de las cantidades no gastadas.

Cuando el total de la subvención concedida no ha sido gastada, la ley asimila este supuesto indebidamente a la justi-

ficación parcial. Es decir se concedió una cantidad y solo se justifica parte. La diferencia debe ser reintegrada y además 

con el pago de intereses de demora.

Hay otro supuesto que es cuando la cantidad concedida es superior a la cantidad presupuestada (es de suponer que por-

que hay concurrencia de subvenciones o incluso podríamos pensar porque se ha solicitado más de lo que se precisaba). 

En este último supuesto, cuando se solicitó o se obtuvo más de lo necesario, se considera oportuno que se reintegre y 

además con intereses de demora para evitar un enriquecimiento injusto. Incluso podemos incluir como justificación 

insuficiente a aquellos casos en que, debiendo y pudiendo hacerlo no se ejecutó el proyecto en su totalidad. 

Sin embargo, hay supuestos en que la falta de justificación de parte del coste del proyecto se debe a que se ha ges-

tionado bien los recursos y se han obtenido economías que finalmente suponen un ahorro importante. Esto puede 

producirse igualmente por una variación considerable del tipo de cambio. 

En todos estos supuestos, es razonable que las cantidades no gastadas se reintegren, pero no tanto el pago de inte-

reses de demora, porque lo que se está haciendo es penalizar a un buen gestor. No se olvide que el proyecto es una 

previsión, que obviamente ha de ser lo más ajustada posible a lo que se prevé el coste final, pero que puede o no 

coincidir con este. 

Este reintegro, junto con la penalización por intereses, está castigando a los buenos administradores.

Ciertamente con esta prevención podría pensarse que se pide más que lo que se necesita para mejorar la tesorería de 

la organización receptora. Pero para eso las bases deben establecer claros criterios, para valorar los supuestos en que 

puede haber habido una petición deliberada de exceso de recursos.
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Sobre los remanentes de los proyectos.

El Real Decreto 794/2010 citado, viene a resolver esta cuestión, es decir cuando se cumplan los objetivos del proyec-
to en su totalidad y por una buena administración, establece: 

Artículo 19 Remanentes no invertidos. 

Cuando se hayan cumplido plenamente los objetivos para los que fue concedida la subvención o ayuda y por una uti-
lización eficiente de los recursos existan remanentes no invertidos, incluyendo los posibles rendimientos financieros 
no aplicados a la actividad subvencionada, se podrá solicitar del órgano concedente su utilización en la misma activi-
dad u otra de análoga naturaleza que sea financiada por alguna subvención o ayuda de las reguladas en el presente 
Real Decreto y que esté ejecutándose por el beneficiario.

En la solicitud se detallará la ampliación de los objetivos del proyecto finalizado o en curso, según los casos, y el 
correspondiente presupuesto.

El órgano concedente resolverá modificando la resolución de concesión de la subvención a la que vaya a aplicarse el 
remanente o acordando la devolución de los remanentes descritos.

Como se ve la cuestión está resuelta, de modo que, comenzando por el final, si se el reintegro deriva del cumplimien-
to de los objetivos del proyecto en su totalidad se cumple con la mera devolución de los remanentes.

El precepto va más allá. Permite que se reinviertan en la misma actividad subvencionada, e incluso en otra de análoga 
naturaleza que sea financiada por alguna subvención o ayuda, aquí se está refiriendo a que se puede aplicar a otros 
proyectos incluso que no sean de los financiados por el mismo financiador.

Desde luego lo que carece de sentido y de toda lógica es exigir el pago de intereses, cuando se ha ejecutado la totalidad 
del proyecto y el sobrante se produce como consecuencia de una buena administración de los recursos. Esta posibili-
dad de reinversión de los sobrantes y también el no pago de intereses debería constar en las bases que se aprueben. 

5.5. Sobre la Justificación de los costes indirectos

Los costes indirectos, son aquellos en que incurre la ONG española para la ejecución de los proyectos, en general 
suelen ser un porcentaje sobre el coste total del proyecto. Este va del 8 al 12 por ciento, dependiendo del financiador. 

El artículo 42 del Real Decreto 794/2010, dice respecto a los costes indirectos que 

Las cantidades imputadas a la subvención en concepto de costes indirectos, dentro del periodo de ejecución de la 
intervención y de los porcentajes autorizados por las correspondientes bases reguladoras, previos los estudios econó-
micos que procedan, no precisarán de justificación.

Algunos financiadores en lugar de señalar que no precisaran justificación, dicen que no será necesario justificarlos. 

Sea cual sea la fórmula empleada aquí hay que aclarar que el hecho de que no se precise justificación, no significa 
que puedan dedicarse a cualquier finalidad o que incluso puedan no utilizarse y ahorrarse. 

Hay algunas convocatorias que establecen limitaciones respecto a la finalidad de estos gastos, que van desde formu-
las genéricas a otras más concretas. 

La determinación que nos parece más clara de los gastos indirectos es la que utiliza la AECID al señalar que:

“Los gastos indirectos son los gastos propios del funcionamiento regular de la entidad adjudicataria, sus socios en 
agrupación o sus socios locales, que sirve de sostén para que sea posible la ejecución de la intervención y atribuibles 
a ella en la medida en que tales costes correspondan al período en que efectivamente se realiza. El importe máximo 
de los gastos indirectos no podrá exceder del 12 por 100 del total de la subvención concedida.
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3. Gastos no financiables.

En ningún caso serán subvencionables los siguientes gastos:

a) Los intereses deudores de las cuentas bancarias.

b) Los intereses, los recargos y las sanciones administrativas y penales.

c) Los gastos de procedimientos judiciales.

d) Los impuestos indirectos cuando sean susceptibles de recuperación o compensación. De acuerdo con lo es-
tablecido en el artículo 43 del Real Decreto 794/2010, de 16 de junio, estos impuestos serán atendidos por un 
anticipo con cargo a la subvención concedida, en tanto no sean efectivamente recuperados.”

La subvención de la AECID tampoco podrá ser utilizada para gastos y atenciones protocolarias al no considerarse estos 
gastos como vinculados a la ejecución de las intervenciones ni al funcionamiento regular o fortalecimiento de las 
ONGD o sus socios locales (almuerzos, recepciones, regalos, flores, entradas a espectáculos, etc.), ni para indemniza-
ciones por despidos.

Como puede observarse, no se vinculan los costes indirectos a gastos propios y vinculados de la ejecución el concreto pro-
yecto, sino al funcionamiento regular de la entidad adjudicataria y por otra parte se establecen limitaciones claras y lógicas.

Algunos financiadores, sin embargo, limitan excesivamente los gastos no financiables para llegar a relacionar algunos 
de escaso sentido. 

Como se ha señalado el hecho de que no se exija la justificación no supone una plena libertad de gasto, y las limi-
taciones que se señalan lo ponen de manifiesto. Por tanto es posible que en una comprobación de la justificación 
del gasto pudiera pedirse también la de los indirectos y, en todo caso, el gasto siempre estará sometido al control 
del Tribunal de cuentas, por lo que debe reflejarse el gasto en la contabilidad del proyecto y en el de la contabilidad 
General y disponer de los justificantes del gasto que han de reunir los mismos requisitos que los directos. 

5.6 La fecha de inicio de la ejecución del proyecto

Los formularios de solicitud de subvenciones en los proyectos de cooperación, suelen exigir que se señale la duración 
de la ejecución y la fecha de inicio y la de finalización.

Las fechas que se suelen consignar son aquellas en que se estima que estará resuelta la convocatoria y habrá un cierto 
margen para preparar a la contraparte.

Hay que tener en cuenta que el resultado de la convocatoria es incierto y que sólo conocido que se ha obtenido la subven-
ción sería posible comenzar a planificar la ejecución. La previsión de resolución de las convocatorias en muchas ocasiones 
no se cumple, llegando en algunas a demorarse mucho. Lo cual ya por si solo dificulta poder cumplir la fecha de inicio y 
por tanto la de finalización. Además, una cosa es la resolución de concesión y otra es la de pago de la misma. El pago, sobre 
todo en los últimos años con ocasión de la crisis, se prolonga muchísimo, llegando, en algunos casos, a más de un año. 

Con todo ello las convocatorias deberían establecer claramente que el inicio de la ejecución se efectuará un plazo 
después del pago de la ayuda. Se estima que un plazo de un mes, como mínimo, es razonable y un plazo de tres 
meses es recomendable, al fin de permitir la ONG adjudicataria realizar todas las acciones previas necesarias para la 
correcta ejecución del proyecto (elaborar y firmar un convenio de ejecución con la contraparte, seleccionar y contratar 
el personal para la ejecución del proyecto, etc.). 

Solo una resolución rápida y un pago inmediato pueden hacer cumplir el plazo del formulario.

Normalmente el problema viene en general cuando la convocatoria prevé que cuando la ejecución se efectúe en 
dos anualidades, el gasto se cargue a los dos presupuestos de esas anualidades. Y como en el año de la convocatoria 



84 |

ya hay crédito, algunas convocatorias obligan a iniciar dentro de ese presupuesto y además a gastar en esa primera 
anualidad la cantidad presupuestada en ella. Una vez justificada esa cantidad, se procede al pago de la siguiente y así 
sucesivamente si el proyecto se extiende por más de dos años. 

Como las convocatorias se resuelven a finales de año, se obliga a gastar muy rápidamente a veces una cantidad im-
portante. Y luego se obliga a paralizar el proyecto hasta que se justifica ese gasto y se comprueba y se reciben el resto 
de los fondos. Se aborda este problema en el siguiente subcapítulo.

5.7. El pago de la subvención concedida

Todos los problemas citados han sido resueltos mediante el anticipo de todo el presupuesto concedido y el estable-
cimiento de la obligación de justificar la totalidad de la subvención al final, sin perjuicio de redactar informes inter-
medios con carácter anual o semestral y, en todo caso, con la posibilidad de poder en cualquier momento efectuar 
comprobaciones por parte del financiador.

El artículo 34.4 de la LGS, establece que también se podrán realizar pagos anticipados que supondrán entregas de 
fondos con carácter previo a la justificación, como financiación necesaria para poder llevar a cabo las actuaciones 
inherentes a la subvención. Dicha posibilidad y el régimen de garantías deberán preverse expresamente en la nor-
mativa reguladora de la subvención.

El artículo 88.2 del Reglamento de la LGS, establece el pago anticipado con carácter general para los gastos en ma-
teria de Cooperación Internacional para el Desarrollo:

“2. Con carácter general, salvo que las bases reguladoras establezcan lo contrario y en función de las disponibilidades 
presupuestarias, se realizarán pagos anticipados en los términos y condiciones previstos en el artículo 34.4 de la ley 
General de Subvenciones en los supuestos de subvenciones destinadas a financiar proyectos o programas de acción 
social y cooperación internacional que se concedan a entidades sin fines lucrativos, o a federaciones, confederaciones 
o agrupaciones de las mismas, así como subvenciones a otras entidades beneficiarias siempre que no dispongan de 
recursos suficientes para financiar transitoriamente la ejecución de la actividad subvencionada.”

El artículo 54 del Real Decreto 794/2010, establece respecto al pago que

“1. Las subvenciones podrán ser anticipadas en los términos previstos en el artículo 34.4 de la Ley 38/2003, y en el ar-
tículo 88.2 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.

2. En el supuesto de pagos sucesivos, que podrán ser plurianuales, se podrán condicionar las siguientes percepciones 
al cumplimiento de los requisitos que se hayan establecido en la resolución de concesión o a la justificación de la 
parte previamente realizada, en cuyo caso el acuerdo de concesión podrá determinar un porcentaje de ejecución a 
partir del cual podrá solicitarse el pago.

3. Salvo previsión expresa en contrario en la resolución de concesión, no procederá la constitución de garantías en el 
caso de pagos anticipados.”

La regla general es la establecida en el Reglamento de la LGS, la de pagos anticipados por la totalidad y, además, sin 
que con carácter general pueda exigirse la constitución de garantías. 

Ello es lógico porque se trata de ayudas destinadas a sujetos que no disponen de recursos para hacer frente a los 
gastos anticipadamente como se prevé respecto a ayudas de distinta naturaleza (en las cuales, si no se adelantan los 
recursos, la ejecución es complicada y se pone en peligro conseguir el objetivo de los proyectos).

Esta previsión debe hacerse constar en las bases de la convocatoria o en la ordenanza o normas generales. Actual-
mente es una cuestión que no plantea problemas y muy pocos financiadores desglosan en anualidades el presu-
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puesto. Por otra parte todavía subsisten algunos financiadores que anticipan exclusivamente un porcentaje, el 80% 
y dejan el restante 20% a que se justifique la totalidad del proyecto. Como se ha dicho las ONGDs y las contrapartes 
locales no suelen disponer de esos recursos y estas cláusulas perjudican notablemente la ejecución.

Por ello se recomienda prever el anticipo de la totalidad de la subvención independientemente del número de años 
de duración del proyecto y que así figure en las bases de la convocatoria.

El no establecimiento de fianza por este anticipo, no supone que no se pueda pedir. Cuando por cualquier causa se 
pueda sospechar la existencia de riesgo, se podría pedir esa fianza, pero entiendo que deberá ser modificada. Las 
bases además del principio general de no solicitud de fianza, pueden hacer costar las causas en que si la exigirán para 
adelantar el coste.

Finalmente para aquellos financiadores que estimen que han de continuar financiando con cargo a varios presupues-
tos, y por tanto adelantar exclusivamente el importe de cada anualidad, deberían regularlo muy claramente en las ba-
ses y, por ejemplo, no exigir la total justificación de la total anualidad anterior, sino por ejemplo una parte (50% -70%) 
porque, de este modo, mientras se ejecuta el resto, es posible recibir la siguiente transferencia y continuar. 

Debe evitarse de todos modos, como hacen algunos, pocos, financiadores que en la ejecución del proyecto, la canti-
dad de cada anualidad se deba ejecutar en esa anualidad. 

5.8. El tipo de cambio

En la justificación de subvenciones, se suele plantear algún problema respecto al tipo de cambio. El Decreto 
794/2010, permite optar por cualquier sistema admitido contablemente, si bien adoptado uno, el deberá regir toda 
la justificación.

Un sistema es el de aplicar el tipo de cambio proporcional medio, es decir ponderar los distintos tipos de cambio 
efectuados y las cantidades cambiadas, de modo que en todas las transacciones se aplica el mismo tipo de cambio, 
independientemente de que, en realidad, la equivalencia de una factura concreta sea mayor o menor. Otro sistema 
sería el de aplicar a cada factura el tipo de cambio realmente aplicado y pagado, en esa remesa. 

Ciertamente el tipo de cambio es importante y de él pueden derivarse importantes consecuencias para el proyecto 
ya que una gran variación del tipo de cambio puede producir ahorros importantes o puede hacer inviable la ejecución 
del proyecto. 

El Real Decreto 794/2010, establece que artículo 45 cambios de moneda 

1. Las operaciones de cambio de moneda se realizarán en todos los casos en mercados oficiales, debiendo acredi-
tarse con los justificantes emitidos por las entidades que operan en dichos mercados, salvo que no existan dichos 
mercados, extremo que deberá ser acreditado por alguno de los órganos de representación españoles en el país de 
ejecución, Oficinas Técnicas de Cooperación, Embajadas o Consulados, o en su defecto por la Embajada del país de la 
Unión Europea que ejerza la representación de España. En caso de operaciones humanitarias dirigidas por Naciones 
Unidas, la acreditación de esta circunstancia podrá ser emitida por el organismo de Naciones Unidas que coordine los 
trabajos sobre el terreno.

2. Para la aplicación de los tipos de cambio documentados a la elaboración de la cuenta justificativa, la entidad be-
neficiaria podrá optar por cualquier sistema admitido contablemente, explicando el sistema utilizado en los informes 
de justificación.

3. Salvo previsión distinta en la normativa reguladora de la subvención, en la gestión y justificación de una misma 
subvención no podrán utilizarse diferentes sistemas de aplicación de los tipos de cambio.
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5.9. La distribución de los fondos de las convocatorias en base a la puntuación obtenida en la 
valoración del proyecto. Dificultades que ello conlleva

Es bastante común que al resolver las convocatorias (algunas incluso lo hacen constar así en las bases), distribuyen los 
fondos en función de la puntuación obtenida. De modo que los mejor valorados obtienen la total cantidad solicitada y 
los posteriores van bajando en el porcentaje hasta los últimos que pueden llegar a recibir la mitad de lo que solicitaban. 

Con ello se pretende llegar a financiar el máximo número de proyectos posibles dentro de los fondos disponibles que 
siempre son escasos.

Una vez rebajada la cantidad, el beneficiario del proyecto debe reformularlo, de modo que el coste total se adecue a 
la subvención. Aquí se exige que la proporción del aporte de la ONGD solicitante sea el mismo porcentaje que suponía 
respecto al total. Así queda un proyecto de inferior cuantía.

En ocasiones, la naturaleza del proyecto, permite que esto se haga de una manera fácil, por ejemplo si era un pro-
yecto que contemplaba la construcción de 100 letrinas en una aldea, la rebaja en un 50% del presupuesto solicitado 
supondrá la construcción de 50 letrinas. 

Pero las cosas no son así. En general un proyecto puede sufrir una modificación de un pequeño porcentaje y poder 
reformularse manteniendo las líneas esenciales del inicial, que se podrá ejecutar sin apenas bajar en su eficacia.

Pero si la rebaja es sustancial, ello va a afectar profundamente al cumplimiento de los objetivos. No es posible refor-
mular adecuadamente para mantener el proyecto inicialmente formulado. A veces la situación se salva, acudiendo a 
otros financiadores que completan lo dejado de subvencionar por los otros. 

Pero por lo general, la reducción excesiva, hace inviable el proyecto, que en algunos casos se ejecuta aun a sabiendas 
de que su eficacia se verá profundamente mermada.

Por todo ello se recomienda no conceder las ayudas distribuyendo los fondos proporcionalmente en función de la 
puntuación obtenida. Los proyectos son un todo y se han de ejecutar conforme se formularon y presentaron. Una 
pequeña reducción que no debería exceder del 5% es posible en algunos casos asimilar sin perjuicio del proyecto. En 
cualquier caso, sería posible admitir que en algunos proyectos se contemple alguna actividad que sea excesiva y se 
disminuyan los costes de esa concreta actividad. Ello deberá ser valorado y razonado por un informe técnico y de este 
modo la reducción cobra sentido. No lo tiene rebajar un porcentaje, sólo en función de mayor o menor puntuación.

5.10 La justificación con aportación de informe de auditoria

En los últimos años, un número creciente de financiadores de la cooperación descentralizada ha incluido en sus bases 
la posibilidad de justificar la subvención aportando un informe de auditoría externa, en lugar de presentar la totalidad 
de los documentos de gastos. En algunos casos, se ha previsto la presentación de un informe de auditoría externa 
y el envío de una muestra reducida de documentos de gastos, para control directo por parte de la entidad que ha 
concedido la subvención.

La revisión de la totalidad de los documentos de gastos realizada por la administración que ha concedido la subvención 
puede demorar mucho tiempo, inclusive años, y eso obliga la ONG adjudicataria y su contraparte local a desprenderse 
de documentos de gastos que forman parte de sus sistemas de contabilidad, por un período muy largo de tiempo. Eso 
dificulta las auditorías internas o externas, voluntarias o exigidas por las autoridades públicas locales, que estas organi-
zaciones tienen que llevar a cabo periódicamente así como afectan a la administración las organizaciones.

Es recomendable la adopción de la justificación con informe de auditoría para los proyectos cuyo presupuesto es 
suficientemente grande para que el coste de la auditoría represente un importe razonable. 
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Capítulo 6

INICIATIVAS INNOVADORAS DE COLABORACIÓN PÚBLICO PRIVADA

Autor: Francesco Filippi

6.1 Consideraciones sobre las Alianzas público-privadas para el desarrollo en la cooperación 
descentralizada
El papel del sector privado, es decir de las empresas, en la cooperación para el desarrollo ha tomado mayor relevan-
cia en los últimos años a nivel internacional. Es una tendencia que se ha afirmado paralelamente a la reducción, en 
algunos países, de los presupuestos públicos para cooperación y a una mayor énfasis en la “diplomacia comercial” en 
el marco de las directrices de política exterior. 

La participación de las empresas en la cooperación para el desarrollo no es tan novedosa como puede parecer, ya que 
multitud de instrumentos de cooperación se ejecutan desde hace muchos años mediante la contratación de empresas 
privadas, a cargo a los presupuestos de Ayuda Oficial para el Desarrollo. Sin embargo, la colaboración público-privada 
en el sector de la cooperación parece dar un paso más. La Agenda para el Cambio de la Unión Europea incluye estos 
planteamientos y la Comisión Europea está preparando una comunicación sobre el sector privado como actor de de-
sarrollo, en la cual se pretende definir orientaciones sobre (1) el apoyo al sector privado de los países receptores de 
ayuda para fortalecer un tejido empresarial innovador, competitivo y sostenible que mejore las condiciones de vida de 
los ciudadanos; (2) la implicación de empresas europeas e internacionales en acciones conjuntas, movilizando recursos 
y actividades privadas, para lograr los objetivos de desarrollo sostenible e inclusivo en los países receptores de ayuda.

El IV Plan Director de la Cooperación Española recoge estas tendencias: “El sector privado empresarial contribuye a 
la generación de riqueza, emplea a una gran parte de los trabajadores, desarrolla y comercializa productos y servicios 
esenciales para la vida de muchas personas, y atesora un enorme caudal de talento y creatividad… es (por tanto) un 
actor reconocido por el sistema español de cooperación para el desarrollo.” (IV PD n.123). Estas orientaciones estraté-
gicas no han tardado en traducirse a la práctica, ya que la AECID en la convocatoria de acciones de cooperación para 
el desarrollo de 2014 ha incluido entre las posibles entidades adjudicatarias de las subvenciones a las empresas pri-
vadas, con la particularidad de que se priorizan consorcios entre organizaciones del sector social y empresas privadas 
(así como entidades del ámbito académico).
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La cooperación descentralizada, de forma general, parece no haber considerado aún estas tendencias en sus estra-
tegias y programas, o no las han llevado aún a la práctica de forma generalizada. Es probable que dichas tendencias 
no tarden en llegar a los actores de la cooperación descentralizada, en particular las Comunidades Autónomas, los 
Ayuntamientos, las Diputaciones Provinciales. Por ello, se ha considerado oportuno incluir algunas consideraciones 
sobre estos temas.

Si bien la implicación del sector privado tiene potencial para la promoción del desarrollo, dicho potencial está sujeto 
a varias condiciones y requisitos, que cualquier actor de la cooperación descentralizada debería analizar atentamente 
a la hora de considerar la financiación, o la promoción de la implicación, de empresas privadas en el marco de sus 
estrategias de cooperación para el desarrollo. 

La “Posición de la Coordinadora de ONGD sobre las Alianzas público-privadas para el desarrollo (APPD), a partir de 
su experiencia de colaboración con el sector privado empresarial” (CONGDE, 2014) define claramente los principales 
obstáculos y retos que encuentra la participación de la empresa privada en la efectiva promoción del desarrollo sos-
tenible en los países receptores de ayuda. A continuación, resumimos algunas de las principales conclusiones de la 
CONGDE, complementándolas con consideraciones adicionales o complementarias elaboradas analizando el posible 
papel de la cooperación descentralizada en las Alianzas público-privadas para el desarrollo. Las consideraciones se 
dividen en consideraciones estratégicas (útiles para plantear las Alianzas público-privadas para el desarrollo en las 
estrategias de la cooperación descentralizada) y prácticas (útiles para llevar a la prácticas las APPD en programas y 
proyectos de la cooperación descentralizada).

Desde el punto de vista estratégico, en primer lugar, asumir que el sector privado lucrativo es “per se” actor de desa-
rrollo es un error, ya que el sector privado lo será sólo cuando, dentro de los obvios y legítimos objetivos empresariales 
de generar beneficios, desarrolla su actividad conforme a los criterios de la sostenibilidad. Hacemos referencia a estos 
criterios porque ceñirnos al respeto de la legislación local en materia laboral, medioambiental, etc. sería insuficiente 
a garantizar un adecuado desempeño de la empresa en cuanto a promoción del desarrollo sostenible, ya que los 
países destinatarios de la ayuda frecuentemente cuentan con legislación insuficiente, regulación laxa o sistemas de 
control poco efectivos. Además, se asume que cualquier empresa interesada en las APPDs cumple a priori la normati-
va aplicable, como condición necesaria pero no suficiente para contribuir al desarrollo sostenible. Definir cuándo una 
empresa es un actor del desarrollo humano y sostenible es complejo pero los articulados sistemas de indicadores de 
sostenibilidad (por ejemplo, los del Global Reporting Initiative) y los modelos de gestión de la Responsabilidad Social 
Corporativa (entre otros, ISO 26000) nos ofrecen un marco consolidado para esta valoración. En este sentido, cual-
quier actor de la cooperación descentralizada que se plantee abrir al sector privado sus programas de cooperación 
para el desarrollo, debería analizar las empresas candidatas en base a estos criterios o establecer normas excluyentes 
de acceso a la eventual financiación basadas en dichos criterios e indicadores.

Asimismo, el planteamiento estratégico de las APPD debería establecer a priori si dichas alianzas se centran pre-
ferentemente en el sector privado del país receptor de la ayuda o en el sector privado del país donante. Centrarse 
en las alianzas con el sector privado del país receptor, sin perjuicio del cumplimiento de los criterios expuestos en 
el párrafo anterior, es la opción estratégica más coherente con los objetivos de la cooperación para el desarrollo y 
de la eficacia de la ayuda. Si bien las APPD no tienen por qué ceñirse a las normas de origen en la selección de las 
empresas privadas para las APPD, nos parece relevante hacer referencia a estas normas. Los actores de la cooperación 
descentralizada, en general, han integrado en sus estrategias de cooperación las orientaciones internacionales hacia 
una cooperación “desligada” y en las normas de ejecución de los proyectos se prioriza la contratación de bienes y 
servicios en el mercado local, es decir que tienen origen en el país receptor de la ayuda o, en alternativa, en otros 
países en desarrollo (obviamente, siempre que no se demuestre que el bien o servicio buscado no está disponible en 
dichos mercados). Como se puede fácilmente intuir, esta opción estratégica aumenta el impacto positivo de la coo-
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peración al desarrollo, dinamizando y consolidando el sector privado local al inyectar nuevos recursos en el mercado 
local y favoreciendo, además, el desarrollo de sectores de negocios innovadores que favorecen a su vez la respuesta 
a demandas internas de otros actores del desarrollo (instituciones públicas locales, etc.). Si centráramos las APPD en 
la inclusión de empresas españolas, y no de empresas locales, estaríamos contradiciendo la tendencia afirmada en 
la cooperación descentralizada hacia la ayuda desligada y la prioridad a la contratación local de bienes y servicios. 
La excepción aceptable sería en el caso en que el sector privado local no provee los bienes y servicios o no tiene las 
capacidades para responder a las necesidades de la APPD. En tal caso, la alianza de empresas locales y extranjeras 
sería la solución mejor, supeditada a las consideraciones sobre el valor añadido específico aportado por las empresas 
españolas a favor del desarrollo sostenible del país beneficiario y los objetivos de las APPD, temas que abordamos 
más abajo. Otra excepción posible es cuando la APPD se limita a la aportación de recursos económicos por parte de 
la empresa española, en tal caso está claro el valor añadido aportado por esta y su inclusión en la APPD es amplia-
mente justificada. Cabe mencionar que esta última opción responde a una visión limitada de las APPD que no pone 
en valor la potencial aportación de las empresas españolas al desarrollo sostenible de los países en desarrollo. Poner 
el foco en la potencialidad de las empresas como financiadoras no contribuye a explorar formas de colaboración más 
articuladas, con mayor impacto en el desarrollo y basadas en soluciones win-win.

La última consideración de orden estratégico tiene que ver con la implicación de las ONGs. Las alianzas público-privadas 
no se limitan a una alianza entre la administración pública y las empresas, ya que las ONGs son otro conjunto importante 
de actores privados activos en la cooperación al desarrollo, colaboradores tradicionales de la cooperación descentralizada 
española. Además, las ONGs tienen una larga experiencia con el sector privado, tanto como financiador, como proveedor de 
servicios o aliado en iniciativas concretas de desarrollo. Las colaboraciones ONGs-empresas están destinadas, a aumentar, a 
raíz de la reducción de los fondos públicos de cooperación, de los cuales las ONGs españolas han dependido grandemente. 
Los entes públicos de la cooperación descentralizada que se planteen incluir en sus estrategias las APPD deberían contar 
con las ONGs, incluyéndolas en las alianzas y analizando su experiencia con el sector privado para diseñar las estrategias 
correspondientes. Los entes locales y autonómicos deberían, además, acompañar el sector de las ONGs en el análisis y 
superación de las reticencias existentes a trabajar con el sector privado, evitando en primer lugar poner en competición 
dichos actores y favoreciendo, al contrario, las alianzas, respetando y potenciando los valores, las misiones y las visiones 
de las ONGs que, por su naturaleza, son distintas, pero no necesariamente contradictorias, respecto a las de las empresas. 
La complementariedad entre las distintas tipologías de actores es evidente; la experiencia de las ONGs y su conocimiento 
del sector es un capital intangible inestimable para definir APPD eficaces. Al mismo tiempo, la aportación de las empresas, 
locales o españolas, en cuanto a recursos técnicos e innovación, son también una contribución potencial de gran valor.

Desde el punto de vista práctico, intentando ahora trasladar las orientaciones estratégicas ya descritas a la implemen-
tación de las APPD, las administraciones locales y autonómicas, interesadas en integrar el sector privado en la coo-
peración para el desarrollo, deberían definir instrumentos para ello que tengan en cuenta varios aspectos. En primer 
lugar, las APPD no deben surgir de una idea concebida a priori de que la participación del sector privado es buena 
“per se”. Por ello, los instrumentos que promuevan las APPD por parte de administraciones locales y autonómicas 
deberían evitar fomentar alianzas forzadas y de oportunidad. Se debería analizar el valor añadido efectivo de la em-
presa integrada en la APPD, en particular si esta es procedente de un país desarrollado, poniendo de manifiesto, qué 
elementos de dicha empresa aporta que no están disponibles a nivel local. Se deben pedir roles claros a cada entidad, 
relacionados con el objetivo de la APPD, que debe ser específico y vinculado al desarrollo sostenible e inclusivo del 
país destinatario, por lo tanto sometido a las prioridades de desarrollo establecidas por las autoridades locales. Final-
mente, las APPD deberían incluir las organizaciones no gubernamentales y la sociedad civil tanto española como del 
país destinatario, fomentando su rol de “watchdog” a favor de la transparencia y su papel de catalizador del consenso 
social, para garantizar a priori la aceptación y el apoyo de los beneficiarios, tal y como se requiere normalmente en 
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toda iniciativa de cooperación para el desarrollo. En este sentido, es recomendable que estas herramientas se utilicen 
en contextos con sociedades civiles e instituciones consolidadas, que aseguren un adecuado monitoreo y control del 
desempeño de la alianza.

6.2 Soluciones innovadoras a los retos de eficiencia, eficacia e impacto de la cooperación para 
el desarrollo: los Development Impact Bonds

En el ámbito anglosajón, la preocupación sobre la eficacia y la financiación de los programas sociales de carácter 
público o que cuentan con financiación pública y son ejecutados por entidades privadas (en particular, organizacio-
nes del tercer sector) ha llevado a la identificación de un novedoso esquema de financiación de dichos programas, 
llamado social impact bond, surgido en 2010 por iniciativa del gobierno inglés. 

El modelo busca transferir al sector privado el riesgo inherente al desempeño y a los resultados de los programas sociales. Al 
mismo tiempo, busca reducir la burocracia relacionada con la financiación pública (justificación de subvenciones, etc.) per-
mitiendo a los prestadores de servicios centrarse en los resultados. Finalmente, procura incentivar la eficiencia y la eficacia. 

Los social bonds funcionan de la siguiente manera: un inversor privado (mediante un social bond) provee a una orga-
nización la financiación necesaria para ejecutar un programa social, por ejemplo para promover la inserción laboral 
de exreclusos. El inversor privado hace un acuerdo con la administración pública (que es la entidad que quiere que el 
programa social en cuestión se preste, y que se preste con éxito), por el cual si el programa social logra sus objetivos 
(por ejemplo, la reducción de la reincidencia de exreclusos) la administración pública devuelve al inversor privado 
el capital invertido más unos beneficios pactados previamente. Si el programa social no cumple sus objetivos, el 
inversor privado no recibe la devolución del capital invertido ni los beneficios, total (por ejemplo, en el caso en que 
no se cumplan los objetivos mínimos de reducción de la reincidencia preestablecidos) o parcialmente (cuanto se han 
cumplido parcialmente los porcentajes previstos de reducción de las reincidencias de los exreclusos). El cálculo de los 
beneficios (o remuneración del capital puesto a disposición por el inversor privado) se realiza en base a los ahorros 
que la administración pública obtiene del éxito del programa social. Continuando con el ejemplo de la reducción de 
la reincidencia de exreclusos, la reincidencia tiene un coste cuantificable para la administración pública y su reducción 
genera un ahorro, parte del cual se gasta en concepto de remuneración del capital a los inversores del programa.

De esta forma se define un esquema en que todas las partes ganan o pueden ganar: la administración pública no 
asume el riesgo del fracaso del programa social y evita pagar programas ineficaces; además, del éxito del programa 
obtiene un ahorro de coste por lo cual, aun pagando el coste del proyecto y relativa remuneración, le resulta rentable. 
La organización no gubernamental ejecutora evita parte del trabajo administrativo que conlleva la financiación pública 
y puede centrarse en la eficacia del programa, poniéndose en marcha un mecanismo de mercado que tenderá a excluir 
las organizaciones menos eficientes (y por lo tanto más caras y menos atractivas para los inversores) y menos eficaces 
(que no cumplen sus objetivos y por lo tanto menos atractiva para los inversores). El sector privado tiene un nuevo 
ámbito de inversión social con rentabilidades razonables y pactadas a priori, si bien vinculadas al éxito del programa.

Cabe mencionar que existen versiones simplificadas del modelo, en que el financiador y el ejecutor del programa son 
la misma organización, así como otras experiencias en que interviene un intermediario, que tiene las relaciones tanto 
con el inversor como con el ejecutor y la administración pública.

Evidentemente, los social impact bonds requieren de una evaluación rigurosa de la eficacia del programa, que suele 
ser realizada por una entidad externa, que estará sometida a importantes tensiones, entre el inversor y el ejecutor que 
presionarán para una evaluación favorable y la administración que pedirá rigor. Dicha evaluadora externa es contra-
tada por la administración pública implicada en el programa.



 | 91

FUENTE: Lázaro, 2012.

Los social bonds han despertado el interés del sector de la cooperación para el desarrollo e importantes e influyentes 

instituciones se han interesado por la aplicación de este modelo a dicho sector. Por ejemplo, el prestigioso centro 

de investigación estadounidense “Center for Global Development”, que se autodefine como un “think and do” tank, 

ha dedicado una línea de investigación a los “Development Impact Bonds”, es decir a los social bonds aplicados a la 

cooperación para el desarrollo. Los “Development Impact Bonds” han sido diseñados porque el sector de la coopera-

ción para el desarrollo tiene problemas muy similares a los que los social bonds quieren responder en el ámbito de 

los servicios sociales. Su funcionamiento es similar a los social bond: los programas de cooperación para el desarrollo 

obtienen financiación para su ejecución de inversores privados que, en caso de éxito del programa, obtienen la de-

volución del capital invertido y una rentabilidad para su inversión pagadas por entes públicos del país en desarrollo 

beneficiario y/o del país/institución donante (que podría ser una entidad de la cooperación descentralizada). El pro-

grama puede ser realizado por organizaciones o instituciones terceras.

La implementación de los Development Impact Bonds tiene riesgos y dificultades, algunas de las cuales ya conocidas 

y comunes a las herramientas “clásicas” de la cooperación para el desarrollo, que abordamos a continuación desde la 

perspectiva de la cooperación descentralizada, cuando procede.

En primer lugar, es necesario analizar la normativa existente en materia de cooperación para el desarrollo y de sub-

venciones, ya abordada ampliamente en los restantes capítulos, para verificar si sería viable para las comunidades 

autónomas o por los entes locales optar por los Development Impact Bonds como forma de financiación de la coope-

ración para el desarrollo o si sería necesaria una reglamentación específica para ello. Obviamente, esta consideración se 

extiende al uso de los social bonds para la financiación de programas sociales en España. Si no fuera posible poner en 

marcha estas herramientas de financiación en base al marco legal existentes, se debería verificar la voluntad política de 

crear las condiciones necesarias para ello. En este sentido, el ahorro de recursos a corto, medio y largo plazo debería ser 
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un incentivo importante para abrir el camino a estas herramientas novedosas de financiación, así como la posibilidad 
de transferir al sector privado el riesgo de la inversión. Además, es una herramienta que en el ámbito anglosajón ha 
recibido el apoyo de todo el espectro político, prueba de ello es que la administración Obama en Estados Unidos ha 
habilitado en 2012 un fondo de 100 millones de dólares para proyectos piloto basados en social bonds y el gobierno de 
Cameron en Inglaterra puso en marcha en 2010 un fondo de aprox. 6,3 millones de euros al mismo fin.

Otro factor limitante, en particular si pensamos en la aplicación de los Development Impact Bonds a nivel local o re-
gional, es la madurez del sector privado que debería invertir en ellos. Los Development Impact Bonds se consideran 
productos financieros de alto riesgo, para los cuales no existe aún acceso a un mercado secundario que sirva de puerta 
de salida para inversores descontentos y quieran vender a otros inversores sus social bonds. De hecho, la mayoría de los 
inversores captados en las experiencias anglosajonas de social bonds son entidades filantrópicas, si bien recientemente 
importantes actores privados han mostrado interés por la iniciativa. Cabe mencionar Goldman Sachs que ha invertido 
10 millones de dólares en Nueva York en un programa de reducción de la reincidencia delictiva de adolescentes, en 
alianza con la alcaldía de Nueva York y organizaciones locales. Por ello, es recomendable promover alianzas para crear 
fondos de inversión de mayor alcance y que permitan reducir/compartir el riesgo así como los costes de puesta en 
marcha del sistema, de una forma similar a los fondos de carbono, si bien el mercado de carbono cuenta con una regla-
mentación y una solidez que no se puede comparar, al menos de momento, con los Development Impact Bonds o los 
Social Impact Bonds. La comparación con el mercado de carbono no es casual ya que los Development Impact Bonds o 
los Social Impact Bonds se basan en el modelo “payment for performance model” y actualmente el mayor mecanismo 
existente en el ámbito del desarrollo basado en el mismo modelo, es precisamente el mercado de carbono.

Otra dificultad añadida, que además diferencia los Development Impact Bonds y los Social Impact Bonds, es el cálculo 
de la remuneración del capital invertido que se pacta entre administración pública y local. En los programas sociales 
domésticos es más fácil valorar y cuantificar el ahorro que supone el éxito de un programa social, y por lo tanto definir 
qué porcentaje de dicho ahorro se puede destinar a remunerar el capital puesto a disposición por los privados. En los 
programas de cooperación para el desarrollo este cálculo puede ser más complejo, por la naturaleza muy diversifica-
da y compleja de los resultados previstos y por las peculiaridades del contexto local en el cual se implementan dichos 
proyectos. En este sentido, el uso de técnicas como el Social Return on Investment podría ser útil.

El reto principal de los Development Impact Bonds está probablemente en la evaluación objetiva del éxito del programa, 
del cual, recordamos, depende la devolución del capital invertido y el pago de una remuneración por parte de la adminis-
tración a los inversores. Concretar los “outcomes” previstos y cuantificarlos en fase de diseño del programa y de acuerdo 
entre ejecutores, inversores y administración será fundamental. Además, es imprescindible consensuar previamente cómo 
se medirán los outcomes, abriéndose aquí un amplio espacio para la aplicación y desarrollo de técnicas de investigación 
social, por lo que resulta recomendable una alianza con organizaciones o instituciones especializadas que cuenten con 
estas capacidades, al menos en una primera fase y hasta que no se definan metodologías estándares. La definición progre-
siva de metodologías estandards permitirá, además, comparar el desempeño de distintos programas. En los Development 

Impact Bonds la definición de los outcomes adquiere una complejidad mayor que los programas sociales, por la diversidad 
de contextos y de actividades en que se llevan a cabo los programas de desarrollo. En este sentido, es recomendable em-
pezar la aplicación de este mecanismo de financiación en sectores con outcomes claros y relativamente fáciles de medir. 
Una vez terminado el programa, la evaluación independiente y objetiva tendrá un papel fundamental, y para ello es 
importante el control social de la sociedad civil y las instituciones locales, que deberían implicarse en la gestión del ciclo 
entero del proyecto. El esfuerzo en concretar y medir los outcomes tendría una consecuencia positiva para los programas 
a ser ejecutados: se aplicaría definitivamente la gestión orientada a resultados de desarrollo, fomentando que los recursos, 
los sistemas de gestión y los procesos de las organizaciones ejecutoras se centren en ellos, ya que estas estarían sometidas 
a la presión del inversor que espera buenos resultados para poder recibir el capital invertido y la respectiva remuneración.
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Las dificultades mencionadas tienen también potenciales efectos negativos en los programas. De un lado, podrían 
desincentivarse los programas más innovadores, que serían percibidos como más inseguros por los inversores, a favor 
de programas sencillos que no necesariamente son los mejores. De otro lado, el contexto local de muchos países en 
desarrollo puede dificultar la evaluación independiente del programa y puede ser un ambiente proclive a presiones 
indebidas de los inversores para obtener la rentabilidad programada en caso de éxito del proyecto.

En conclusión, la adopción por parte de entidades de la cooperación descentralizada española de los Development 
Impact Bonds debería ser analizada con cautela y atención, pero no debería descartarse el uso de mecanismos nove-
dosos como este para responder a la demanda de eficiencia e impacto en la cooperación así como para innovar ante 
la reducción de fondos públicos dedicados al sector. 

Unir fuerzas con otras administraciones y entidades públicas y privadas puede facilitar el arranque de la experimen-
tación mediante programas piloto, para los cuales es necesario analizar previamente la viabilidad jurídica de estas 
herramientas. El funcionamiento del mercado de carbono puede ser un antecedente interesante que se puede usar 
como referencia para diseñar un mercado de Development Impact Bonds.
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GLOSARIO DE SIGLAS Y ABREVIATURAS
AOD: Ayuda Oficial al Desarrollo.

AECID: Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

AGE: Administración General del Estado

APPD: Alianzas público-privadas para el desarrollo.

CCAA: Comunidades Autónomas. 

CD: Cooperación Internacional para el Desarrollo.

CONGDE: Coordinadora de ONGD.

COSITAL: Colegio Oficial de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administración Local.

EELL: Entes Locales.

FEMP: Federación Española de Municipios y Provincias.

LCIDCYL: Ley 9/2006 de 10 de octubre de Cooperación al Desarrollo de Castilla y León. 

LCIDCV: La Ley 6/2007 de 9 de febrero de la Generalitat de la Cooperación al Desarrollo de la Comunidad Valenciana.

LCIDEx: Ley 1/2003 de 27 de febrero de Cooperación al Desarrollo de Extremadura, desde ahora LCIDEx.

LCIDCM: Ley 13/1999, de 29 de abril, de Cooperación para el Desarrollo de la Comunidad de Madrid.

LRBRL: Ley 7/1985 de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local.

LRSAL: Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local.

LCID: Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

LGS: Ley General de Subvenciones.

ONGD: Organizaciones no Gubernamentales.

PfP: payment for performance model.

RD: Real Decreto.

Esta publicación ha sido realizada con el apoyo financiero de la Agencia Extremeña de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo (AEXCID). El contenido de dicha publicación es responsabilidad exclusiva de la Fundación MUSOL - Mu-
nicipalistas por la Solidaridad y el Fortalecimiento Institucional y no refleja necesariamente la opinión de la AEXCID.
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